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El documento que a continuación se presenta recoge los 
elementos más significativos de la actividad desarrollada en 
el año 2016 por la Oficina para la Infancia y la Adolescencia 
del Ararteko. Recordamos un año más su formato de 
Informe anexo, esto es, un documento que, siendo parte 
de un todo integrado como es el informe anual del Ararteko 
2016 al Parlamento Vasco, es susceptible de ser leído de 
manera independiente. Refleja así la realidad organizativa y 
funcional de la institución en lo concerniente a este colectivo 
especialmente vulnerable: formando parte indisoluble de la 
actividad de la institución del Ararteko, la preocupación, el 
interés y las actuaciones que garanticen el cumplimiento de 
sus derechos son realizadas desde una visión transversal 
que prioriza el interés superior del menor cualquiera que sea 
el ámbito o la esfera de la vida afectada. En línea con lo 
expuesto, a lo largo del texto se citan o se hacen llamadas a 
contenidos y apartados del informe general, de igual manera 
que en este se remite al Informe de la Oficina de la Infancia y 
la Adolescencia cuando, bien en un sitio o en otro, se entra 
en consideraciones particulares, de mayor calado o detalle.

La información se estructura en cinco capítulos y un sexto de 
anexos y normativa sectorial. El primero marca el contexto 
normativo en el que se desarrolla la actividad de la oficina, así 
como las líneas de trabajo en las que se integra la planificación 
prevista para el año del que se da cuenta en el informe.

El capítulo II, el más extenso de todos ellos, expone las 
principales problemáticas observadas desde la actividad 
propia de la institución del Ararteko, agrupadas en torno 
a los derechos comprometidos en ellas. Un repaso a las 
actuaciones emprendidas y los aprendizajes obtenidos a 
raíz de las quejas presentadas por la ciudadanía, las visitas 
de inspección realizadas, las investigaciones de oficio, los 
encuentros con responsables públicos y organizaciones 
sociales, la participación en foros, jornadas, congresos y 
encuentros de profesionales.

El capítulo III se detiene en la actividad desarrollada 
por nuestro órgano de participación de niños, niñas y 
adolescentes por excelencia: el Consejo de Infancia y 
Adolescencia. 

El capítulo IV aglutina diversas actuaciones bajo el nexo 
de contribuir a la creación de una cultura de respecto a los 
derechos de la infancia. 

El capítulo V, por último, ejerce de cierre del documento a 
modo de recapitulación, en él se incluye una valoración del 
estado de los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

PRESENTACIÓN
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La actividad desarrollada por la Oficina de la Infancia y la 
Adolescencia del Ararteko a lo largo de 2016 se orienta con-
forme a los principales ejes estratégicos de la institución, así 
como a las líneas de actuación dibujadas para la Oficina y 
para el año objeto del informe. Estas opciones de la planifi-
cación suceden en un contexto social y normativo al que in-
tenta responder y que, a su vez, limita y condiciona la forma 
concreta en que lo hace. 

1.  El marco de actuación
 en 2016
Los ejes y líneas de trabajo para el año 2016 han prorroga-
do, con ciertas actualizaciones, los contenidos en el marco 
de actuación del Ararteko 2010-2014, explicado con cierto 
detalle en el informe anual del año 2010.

De manera similar al resto de las áreas de la organización, la 
Oficina de la Infancia y la Adolescencia atiende e investiga las 
quejas y demandas presentadas por las y los menores, direc-
tamente o a través de sus representantes legales, o aquellas 
otras en las que se encuentran concernidos. Este trabajo, en 
cierta manera “reactivo” ante lo que alguien (una persona, un 
colectivo) o algo (una posible vulneración de derechos de la 
que se tiene conocimiento a través de los medios de comuni-
cación u otras vías) nos presenta, viene completado por otras 
líneas de trabajo más proactivas, en las que se enmarcan 
actuaciones dirigidas al fomento del trabajo en red, colecti-
vo y colaborativo, a la difusión de la cultura de los derechos 
de la infancia y, de manera muy especial, al fomento de las 
posibilidades de que las propias personas menores de edad 
puedan participar y hacer oír su voz.

Como consecuencia del modelo “matricial” adoptado por 
la institución del Ararteko en el que las áreas sectoriales, 
especializadas en ámbitos materiales, son completadas por 
miradas transversales, en este caso la de los derechos de 
niños, niñas y adolescentes, persiguiendo un enriquecimien-
to mutuo y un trabajo coherente y sinérgico, la Oficina de 
la Infancia y la Adolescencia se estructura con una mínima 
dotación de personal propio y la asistencia de las personas 

asesoras de las áreas temáticas que con mayor frecuencia 
afectan a niños, niñas y adolescentes. 

El plan de actuación 2016, definido en el marco de la estra-
tegia para el período 2010-2014, como decíamos, concreta 
las líneas de trabajo allí expuestas en el espacio temporal 
que nos ocupa, actuando como hoja de ruta que nos per-
mita avanzar en el camino apuntado unificando esfuerzos y 
generando las necesarias sinergias para alcanzar de la ma-
nera más eficiente posible nuestros objetivos. A este plan 
responden las actuaciones de las que se dan cuenta en los 
capítulos siguientes.

2.  Marco normativo y
 competencial
El reconocimiento de derechos a la infancia y adolescencia 
es reciente. Su consideración como personas sujetos de de-
rechos ha sido posterior, aunque paralela al reconocimiento 
de los derechos humanos por parte del derecho internacio-
nal humanitario y a su protección en los ordenamientos jurí-
dicos estatales. 

En diciembre del año 1990 España ratificó la Convención so-
bre los Derechos del Niño (CDN), adoptada unánimemente 
por la Asamblea de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) el 20 de noviembre de 1989. La CDN constituye el 
catálogo universalmente aceptado de derechos de los niños 
y niñas, estableciendo a su vez las obligaciones de los Esta-
dos de respetarlos, garantizarlos y hacerlos efectivos.

La Convención establece en sus primeros artículos los dos 
principios fundamentales que deben orientar todas las ac-
ciones institucionales en materia de infancia: el principio de 
no discriminación y el interés superior del menor. A partir del 
artículo 6 desgrana cuatro grandes grupos de derechos, a 
saber: Provisión, refiriéndose al derecho a poseer, recibir o 
tener acceso a ciertos recursos y servicios, a la distribución 
de los recursos entre la población infantil y adulta; Promo-
ción, apuntando al derecho al desarrollo integral y los más 
altos niveles de salud y educación; Protección, que consis-

CONTEXTO NORMATIVO Y ORGANIZATIVO

Cap. I
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te en el derecho a recibir cuidado parental y profesional, y a 
ser preservado de actos y prácticas abusivas; y Participa-
ción, que expresa el derecho a hacer cosas, expresarse por 
sí mismo y tener voz, individual y colectivamente.

Deben considerarse, además, otras dos premisas: la indi-
visibilidad de los distintos derechos y su interrelación, y la 
responsabilidad compartida de padres y madres, entorno 
familiar, instituciones y sociedad en su conjunto de velar por 
el bienestar de todos los niños y niñas.

Aun siendo opcionales (facultativos), España también ha fir-
mado y ratificado los dos protocolos de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, que abundan en algunas cuestiones 
de protección, a saber el Protocolo facultativo de la CDN 
relativo a la participación de los niños en los conflictos ar-
mados, el Protocolo facultativo de la CDN relativo a la venta 
de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía, así como el III Protocolo facultativo de la CDN 
relativo a un procedimiento de comunicaciones, que esta-
blece un mecanismo para que los niños, niñas y/o sus repre-
sentantes puedan presentar una denuncia ante un comité 
internacional especializado en la defensa de sus derechos, 
cuando crean que éstos han sido vulnerados, ampliando 
y fortaleciendo así el reconocimiento de los niños, niñas y 
adolescentes como sujetos de derechos.

En 2016 se han aprobado las dos últimas Observaciones 
Generales del Comité de los Derechos del Niño que, como 
es sabido, además de realizar el seguimiento del cumpli-
miento por parte de los Estados firmantes de la CDN y sus 
protocolos facultativos, ofrece orientaciones para la adecua-
da interpretación de la CDN en los distintos ámbitos en que 
ésta debe ser implementada, objetivo al que responden las 
citadas Observaciones Generales:

• Observación General n° 19 sobre la elaboración de pre-
supuestos públicos para hacer efectivos los derechos 
del niño. Su pretensión es ayudar a los Estados partes a 
aplicar el artículo 4 en relación con los presupuestos pú-
blicos, estableciendo son sus obligaciones y formulando 
recomendaciones sobre cómo hacer efectivos todos los 
derechos consagrados en la Convención guiándose por 
la eficacia, la eficiencia, la equidad, la transparencia y 
la sostenibilidad en la toma de decisiones relacionadas 
con los presupuestos públicos.

• Observación General n° 20 sobre la implementación de 
los derechos de los niños/niñas durante la adolescen-
cia. El Comité parte de la consideración de que, aunque 
la CDN reconoce los derechos de todas las personas 
menores de 18 años, su implementación debería tener 
en cuenta su desarrollo y capacidades evolutivas. Los 
enfoques adoptados para asegurar la realización de los 
derechos de los y las adolescentes difieren significati-
vamente de los adoptados para niños y niñas más jóve-
nes. Así, ofrece a los Estados parte orientaciones sobre 
las medidas necesarias para garantizar la realización de 
los derechos de niños y niñas durante su adolescencia. 
Destaca la importancia de un enfoque basado en los de-
rechos humanos que incluya reconocimiento y respeto 

por la dignidad y el cuerpo de los adolescentes; el em-
poderamiento, la ciudadanía y la participación activa en 
sus propias vidas; la promoción de su salud, bienes-
tar y desarrollo; y el compromiso para la promoción, 
protección y realización de sus derechos humanos, sin 
discriminación.

En mayo de 2016, el Gobierno de España, a través de su Mi-
nisterio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, ha presen-
tado el V y VI Informe de Aplicación de la Convención sobre 
los Derechos del Niño de Naciones Unidas y sus Protocolos 
Facultativos (los dos primeros , ya que el tercero entró en vi-
gor en abril de 2014), en el que se presentan las principales 
reformas en respuesta a las recomendaciones emitidas por 
el Comité de los Derechos de Niño en 2010 y, en general, 
la situación de los derechos de niños, niñas y adolescentes 
en España. La información procedente de las Comunidades 
Autónomas se ha obtenido a través de la Comisión Interauto-
nómica de Infancia y Familia y del Observatorio de la Infancia, 
con aportaciones de las instituciones públicas y de la socie-
dad civil representada. El proceso participativo se ha exten-
dido al movimiento asociativo a través del Consejo Estatal de 
Organizaciones No Gubernamentales de Acción Social. 

Por su parte, la sociedad civil, liderada por la Plataforma de 
Organizaciones de Infancia, ha desarrollado durante todo el 
año el todavía inconcluso proceso para la elaboración del 
Informe Complementario, atendiendo a lo dispuesto en el 
artículo 45 de la CDN que posibilita la realización de infor-
mes complementarios a los de los Estados Parte dirigidos 
al Comité de Derechos del Niño por parte de Coaliciones 
nacionales de organizaciones de infancia. En este proceso y 
a través de los Encuentros con Defensorías que anualmente 
promueve la Plataforma, ha tomado parte la Oficina de In-
fancia y Adolescencia del Ararteko.

Citada de manera inexcusable la Convención sobre los De-
rechos del Niño como tratado internacional referencial para 
los derechos de niños y niñas, no podemos olvidar, sin em-
bargo, que éstos no se encuentran solo en la CDN: en los 
otros 7 tratados internacionales firmados y ratificados por 
España hay niños, niñas y adolescentes comprometidos y 
afectados:

• Los Derechos Civiles y Políticos son también de niños 
y niñas.

• Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales son 
también de niños y niñas.

• Hay niños y niñas objeto de Discriminación racial.

• Existen niños y niñas que sufren algún tipo de Tortura.

• Hay niñas que sufren discriminación por ser Mujer.

• Existen niños y niñas con Discapacidad.

• Niños y niñas sufren Desapariciones forzadas.

Vista anterior16
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En consecuencia, es preciso conocer el contenido de es-
tos 7 tratados internacionales, así como la actividad de los 
Comités que realizan sus seguimientos. Es necesario estar 
al tanto de lo que dicen para poder incidir en ellos. En todo 
caso, es esta la perspectiva adoptada ya por los citados Co-
mités, que han comenzado a realizar algunos trabajos de 
manera conjunta. 

En el ámbito internacional, además, conviene tener presen-
te la existencia de diversos tratados ratificados por Espa-
ña -impulsados por organizaciones internacionales como la 
Organización Internacional del Trabajo, la Conferencia de la 
Haya de Derecho Internacional Privado, entre otras en ma-
terias sectoriales que afectan a los menores: trabajo infantil, 
sustracción de menores, explotación sexual, adopción inter-
nacional, etc. 

En el marco de la Unión Europea existe también normativa 
referida expresamente a los derechos de niños y niñas. De 
entre ella destacamos la Resolución del Parlamento Europeo 
sobre una Carta Europea de los Derechos del Niño, de 8 
de julio de 1992 (Resolución A-3-0172/92) que propone: la 
figura del defensor de los derechos del niños y la niña, tanto 
a nivel estatal como europeo, que reciba sus solicitudes y 
quejas, vele por la aplicación de las leyes que les protegen 
e informe y oriente la acción de los poderes públicos a favor 
de los derechos de niños y niñas; la elaboración de una Car-
ta comunitaria de derechos de la infancia con un contenido 
mínimo que propone.

Es digna de mención también la Carta de los Derechos Fun-
damentales de la Unión Europea (parte del Tratado de Lis-
boa) que, en lo tocante a menores consagra el derecho del 
menor a ser oído, la consideración del interés superior del 
menor y el derecho a mantener contactos con sus proge-
nitores. En su desarrollo, dos hitos importantes: la comu-
nicación «Hacia una Estrategia de la Unión Europea sobre 
los Derechos de la Infancia» de la Comisión Europea (2006), 
que establece estructuras para reforzar la capacidad de las 
instituciones de la UE para afrontar los problemas de los 
derechos del niño y sienta los cimientos de unas políticas 
basadas en hechos con objeto de acelerar la interacción con 
los interesados; la «Agenda de la UE en pro de los Derechos 
del Niño» (2011), que se centra ya en un determinado núme-
ro de medidas concretas en ámbitos en los que la UE puede 
aportar un auténtico valor añadido, tales como la justicia ac-
cesible a los niños, protegiendo a los niños que se hallan en 
situaciones vulnerables y luchando contra la violencia que 
afecta a los niños dentro y fuera de la Unión Europea. 

La legislación española en materia de protección a niños, 
niñas y adolescentes sufrió en 2015 una profunda actuali-
zación, de la que ya se hacía eco, con cierto grado de deta-
lle, el informe de la oficina del año pasado. La Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor, 
la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Interna-
cional, la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Me-
didas de Protección Integral contra la Violencia de Género 
y el Código Civil incorporaban modificaciones sustanciales, 
relevantes en lo tocante a la garantía de derechos de los 
niños, niñas y adolescentes. 

De conformidad con la estructura territorial y administrativa 
del Estado español, la Comunidad Autónoma de Euskadi, 
dotada de potestad legislativa, desarrolla la legislación au-
tonómica en materia de protección y promoción de los de-
rechos de los y las menores al aprobar la Ley 3/2005, de 18 
de febrero, de Atención y Protección a la Infancia y la Ado-
lescencia, en cuyo Título segundo “De los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes y de su ejercicio” se desgranan 
los derechos emanados de la Convención de los Derechos 
del Niño. El resto de la ley se dedica a regular la protección 
de los niños y niñas en situación de desprotección y des-
amparo, por lo que será citada de nuevo al referirnos a la 
normativa sectorial.

Durante el año 2016 se han desarrollado algunos trabajos 
encaminados a la actualización de determinados aspectos 
de la normativa de infancia a la luz de los profundos cambios 
introducidos por las leyes aprobadas en 2015 a las que nos 
hemos referido en párrafos anteriores. Dado que se refieren 
específicamente a la intervención de los servicios sociales 
para la infancia en desprotección, se expondrán en su apar-
tado correspondiente. 

Constatar, por último, que la concreción a nivel interno de los 
derechos de las personas menores de edad y de los com-
promisos asumidos en su protección y atención es prolija, ya 
que afecta a la salud, a la educación, a la protección social 
y a las situaciones de riesgo y desamparo, a su reinserción 
social, a la protección de su integridad… Es por ello que 
se encuentra referida en un buen número de leyes, decre-
tos y demás desarrollos, configurando un marco normativo 
extenso del que destacamos los principales elementos en 
el anexo II de este documento. Las eventuales novedades 
producidas en 2016 en esta normativa sectorial serán co-
mentadas en la exposición de sus respectivos ámbitos en el 
capítulo II de este informe.
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Una buena parte de la actividad de la Oficina de la Infancia 
y la Adolescencia, aunque no su totalidad, se sustancia en 
la tramitación, esto es, la investigación, el análisis y la valo-
ración de expedientes de queja y consulta. El acercamiento 
al análisis de estos expedientes de quejas y consultas tie-
ne en este documento específico de la oficina una finalidad 
eminentemente diagnóstica. Su objetivo fundamental, más 
allá de ilustrar los datos de actividad, es captar situaciones 
preocupantes, entender cada uno de estos expedientes 
como un sensor de la realidad en la que se mueven nuestros 
niños y niñas. Es así que el interés pueda definirse más por 
su carácter cualitativo que cuantitativo, pero en todo caso, 
importante.

1. Expedientes de queja 
de o relativos a niños, 
niñas y adolescentes: un 
acercamiento cuantitativo

El número de expedientes de queja en los que, de manera 
expresa, se cita la presencia o se encuentran implicados ni-
ños, niñas y adolescentes alcanza en 2016 la cifra de 521 
que, respecto a la totalidad de los presentados en la institu-
ción del Ararteko supone el 20,45% de éstos. Se encuentran 
incluidos en este cómputo los expedientes de queja a ins-
tancia de parte (489), presentados por personas particulares 
u organizaciones a través de las distintas vías de acceso es-
tablecidas (oficinas, web, correo electrónico) y los expedien-
tes de oficio (32), abiertos a iniciativa de la institución para el 
análisis y seguimiento de situaciones en las que se sospe-
cha cierto grado de vulnerabilidad o atención inadecuada a 
las necesidades de grupos de niños, niñas y adolescentes. 

En los expedientes de queja a instancia de parte, esta insti-
tución computa dos supuestos:

a. Las quejas presentadas directamente por adoles-
centes y jóvenes.

b. Las quejas presentadas por personas que repre-
sentan a niños, niñas y/o adolescentes. En una im-
portantísima proporción esta persona es su padre 
o su madre, aunque también se da el caso de otros 
familiares y educadores/educadoras.

En todo caso, en relación con quién presenta la queja, hay 
que empezar por señalar que en 2016 no se ha registrado 
ni una sola queja presentada directamente por un niño, una 
niña o un adolescente. Así, el 100% de las quejas han sido 
presentadas por personas adultas, que refieren situaciones 
en las que hay niños y niñas afectados. De éstas, 10 son 
presentadas por organizaciones sociales, que trasladan si-
tuaciones particulares, y en otras 14 las promotoras de la 
queja son asociaciones que trasladan situaciones en repre-
sentación de un grupo de personas, por lo que afectan a un 
número mayor de menores.

La distribución de estos expedientes por ámbitos temáticos, 
cuyo análisis pormenorizado constituye el núcleo fundamental 
del apartado 2.2. de este informe, es conforme a lo reflejado en 
el siguiente gráfico:

¿VULNERACIÓN DE DERECHOS?
QUEJAS, CONSULTAS Y ACTUACIONES DE INICIATIVA PROPIA

Cap. II
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Gráfico 1
Distribución de las quejas a instancia de parte según 
ámbito temático

Pobreza ifantil  .................................................................................................................................................................................................................................................................196 (40,1%)

Familia  ...................................................................................................................................................................................................................................................................................................................     32  (6,5%)

Accesibilidad  .....................................................................................................................................................................................................................................................................................18 (3,7%)

Medio ambiente  ..............................................................................................................................................................................................................................................................................8  (1,6%)

Educación  ...........................................................................................................................................................................................................................................................................................144 (29,5%)

Salud ..................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................23 (4,7%)

Justicia  ......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................10  (2,0%)

Otros .......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................11  (2,3%)

Servicios sociales: desprotección  ..................................................................................................................................................................31 (6,3%)

Ocio y deporte escolar  ...................................................................................................................................................................................................................................12 (2,5%)

Seguridad  .................................................................................................................................................................................................................................................................................................................4  (0,8%)

489
TOTAL

Fuente: elaboración propia

Los ámbitos a los que han atendido las investigaciones de 
oficio, esto es, aquellas abiertas ante problemas que pueden 
trascender el supuesto individual o situaciones en la que, a 
juicio de la institución, se puede estar viendo comprometido 
alguno de los derechos de la infancia, en este 2016 se han 
concentrado en las áreas de servicios sociales para infancia 
en desprotección (14), sanidad y atención socio-sanitaria (8) y 
precariedad económica y vulnerabilidad social (6). El cómputo 
hasta llegar a 32 se distribuye en 1 expediente de oficio en las 
áreas de educación, familias, justicia y medio ambiente.

2. Derechos comprometidos
La panorámica cuantitativa de la actividad de la institución 
del Ararteko en el ámbito de las personas menores en 2016 
se completa con la presentación cualitativa de las problemá-
ticas y preocupaciones sentidas, las actuaciones realizadas 
y, en ocasiones, los resultados o efectos conseguidos, en un 
orden sugerido por el porcentaje de quejas contabilizadas y 
agrupados todos ellos en torno a los derechos comprometi-
dos en las situaciones descritas. 

2.1.  Derecho a un nivel de vida adecuado 
para su desarrollo

Artículo 27 1 de la Convención sobre  
los Derechos del Niño

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a 
un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, men-
tal, espiritual, moral y social. 

2. A los padres u otras personas encargadas del niño les 
incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, 
dentro de sus posibilidades y medios económicos, las 
condiciones de vida que sean necesarias para el desarro-
llo del niño. 

3. Los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones na-
cionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas 
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas 
responsables por el niño a dar efectividad a este derecho 
y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material 
y programas de apoyo, particularmente con respecto a la 
nutrición, el vestuario y la vivienda..

La determinación de cuántos niños, niñas y adolescentes se 
encuentran viviendo en situaciones de pobreza o precarie-
dad económica es difícil, de igual manera que resulta difícil 
de precisar cuántos niños, niñas y adolescentes se pueden 
contabilizar en los expedientes de familias que relatan situa-
ciones de dificultades para la cobertura de sus necesidades 
básicas. Un año más, aplicando la estimación del porcentaje 
de unidades de convivencia con hijos e hijas menores del 
total de perceptores de la Renta de Garantía de Ingresos a 
las expedientes relativos a esa prestación económica trami-
tados por esta institución, concluimos que 196 familias, en 
las que habitualmente hay más de un menor, están viviendo 
una situación de dificultad económica importante.

2.1.1. Contexto social y normativo

El año 2016 no ha presentado novedades normativas en 
este ámbito y, en cuanto al contexto social, algunos de los 
datos que se han conocido son:

• Las personas titulares de la Renta de Garantía de In-
gresos han disminuido. Si en el año 2015 superaron 
los 66.000, en 2016 ha ido disminuyendo su número 
de forma paulatina, retrocediendo hasta los 63.797 
perceptores en el mes de diciembre. Estos datos, uni-
dos a los del descenso de las tasas de personas des-
empleadas, parecen indicar que los momentos más 
críticos de la crisis económica han quedado atrás, 
pero, en todo caso, el avance en la recuperación es 
lento e inestable.

1 Los artículos citados en la cabecera de cada uno de los apartados de 
este capítulo II.2 proceden de la Convención sobre los Derechos del Niño 
(Naciones Unidas, 1989).
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• El estudio de la Fundación FOESSA La transmisión 
intergeneracional de la pobreza: factores, procesos y 
propuestas para la intervención llama la atención so-
bre el riesgo de analizar de manera aislada la informa-
ción sobre la pobreza infantil, muy acorde a una épo-
ca, la actual, tendente a la simplificación, a la imagen, 
al impacto instantáneo, en la que se hace realmente 
difícil prestarle atención a los hechos en su contexto 
y en su complejidad. Propone así traspasar el umbral 
del inmediatismo y ver la realidad en contexto y en 
perspectiva temporal, lo que ineludiblemente nos lleva 
a hablar y considerar la transmisión de la pobreza de 
padres a hijos, de generación en generación, como si 
fuera algo que se puede heredar y que, de hecho, se 
hereda. La trasmisión intergeneracional de la pobreza, 
sostienen los autores, nos pone delante del mito de la 
igualdad de oportunidades, así como de la supuesta 
desaparición de la estructura de clases como modelo 
de estratificación social.

• UNICEF presentaba en el mes de abril su informe 
Equidad para los niños: el caso de España. Una fo-
tografía actualizada de una realidad de desigualdad. 
De entre todos los colectivos afectados por la crisis 
económica y financiera de los últimos 8 años, el de los 
niños y jóvenes destaca como uno de los más alar-
mantes. Dicho de forma simple, los niños y las niñas 
han sido golpeados más duro por la crisis y pagarán 
las consecuencias durante más tiempo, en ocasiones 
de por vida. Sobre la base de la información contenida 
en la edición número 13 del Report Card de UNICEF el 
estudio intenta formular los retos que enfrentan Espa-
ña y otros países del entorno en un vínculo tan delica-
do como el que se establece entre la pobreza infantil y 
la desigualdad.

2.1.2.  Actuación del Ararteko ante las 
demandas de la ciudadanía

2.1.2.a) Dábamos cuenta con bastante detalle en el in-
forme del año pasado de la Recomendación general del 
Ararteko 2/2015, de 8 de abril. La obligada consideración 
al interés superior del menor en las políticas públicas y, 
en especial, en el sistema de garantía de ingresos. La 
constatación de la presencia abrumadora de niños y niñas 
en las unidades de convivencia que presentan reclamacio-
nes en esta institución relativas a las prestaciones econó-
micas para la garantía de ingresos estaba en la base de la 
reflexión suscitada en torno a cómo se ven afectados sus 
derechos y su interés superior cuando estos ingresos míni-
mos son negados o retirados.

Tras la emisión de la Recomendación general. Lanbide ha 
contestado a esta institución que la aplicación de este prin-
cipio es sectorial, esto es, que únicamente es de aplicación 
en el ámbito de la infancia (relaciones paterno-filiales, situa-
ciones de divorcio, separación, procedimiento de adopción, 
régimen de tutela y acogimiento y situaciones similares). El 
Ararteko, en línea tanto con la Observación General nº 14 

del Comité de los Derechos del Niño, como con la Ley Orgá-
nica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de 
protección a la infancia, continúa sosteniendo que se trata 
de una norma de obligado cumplimiento para todas las ad-
ministraciones públicas.

En algunas respuestas a posteriores peticiones de informa-
ción, que ya incorporaban el argumento sostenido por esta 
institución en la recomendación general, Lanbide llega a de-
cir que, si como consecuencia de esta actuación –el incum-
plimiento de una obligación (que no requisito) y la consiguien-
te suspensión/extinción de la prestación- “esos menores 
quedasen desamparados, los servicios sociales competentes 
(en este caso, el Servicio de Infancia de la Diputación Foral 
de Bizkaia) pudiesen hacerse cargo de ellos”. Este criterio, 
a juicio de esta institución, va en contra de todas las direc-
trices internacionales, europeas, nacionales y autonómicas 
pronunciadas sobre los derechos de los y las menores y so-
bre los criterios de actuación en las políticas y medidas de 
protección de niños, niñas y adolescentes. Sin ir más lejos, la 
legislación de infancia señala que “la situación de pobreza de 
los progenitores, tutores o guardadores no podrá ser tenida 
en cuenta para la valoración de la situación de desamparo” 
(artículo 18.2 de la Ley 1/1996, de 15 de enero, en su redac-
ción vigente).

A fin de contrastar este criterio con los servicios sociales 
competentes en casos de menores en desprotección y para 
conocer cuál sería su actuación en la situación que Lanbide 
solventa derivando a estos menores a la tutela de la Admi-
nistración Pública, se solicitó información al Departamento 
de Acción Social de la Diputación Foral de Bizkaia, mencio-
nada en aquel expediente. El servicio foral se pronuncia con 
cautela, recordando que cada situación debe ser abordada 
y estudiada de manera particular. No obstante, como criterio 
general suscribe que, como consecuencia del precepto de 
la ley señalado arriba, “esta administración no podría hacer-
se cargo de los menores a no ser que la familia solicitase la 
guarda de los mismos por considerar que existen circunstan-
cias graves y transitorias que les impiden cuidar de sus hijos 
e hijas; o bien porque esa ausencia de medios económicos 
cursase con otros indicadores objetivos de desprotección 
que hiciesen encontrarse a los menores en una situación de 
desamparo, lo que llevaría a la asunción de su tutela. Pero 
en ningún caso sólo por ese motivo, como queda claro en la 
normativa vigente”.

2.1.2.b) Otra queja en la que se han visto afectados niños 
y niñas, con especial significación por lo que supone de tra-
bajo en colaboración y coordinado entre sistemas públicos, 
es la siguiente. Lanbide acordó la extinción de las presta-
ciones de RGI y PCV en razón del rechazo a participar en 
un proceso de selección de una oferta de trabajo. La unidad 
de convivencia la conformaba una mujer junto a su pareja 
y la hija de ambos. La reclamante participaba en un pro-
grama de intervención familiar promovido por la Diputación 
Foral de Gipuzkoa, programa Trebatu. Durante la tramitación 
de la queja continuaba la intervención familiar. En opinión 
del Ararteko, el hecho de que la familia participara en un 
programa de intervención socio-educativa familiar debería 
haberse tomado en consideración. Se constataba la des-
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coordinación entre los objetivos que se estaban trabajando 
desde el programa de intervención familiar y desde Lanbide. 
El Ararteko estimaba que se debía valorar si existía causa 
justificada para rechazar la participación en un proceso de 
selección de una oferta de trabajo teniendo en cuenta que el 
Convenio de Inclusión Activa que se había suscrito no hacía 
mención a las acciones y compromisos que se habían acor-
dado como consecuencia del programa de intervención so-
cio-familiar en el que se estaba participando, competencia 
de la Diputación Foral de Gipuzkoa. Era razonable esperar 
que Lanbide tomara en consideración las intervenciones so-
ciales realizadas y el diagnóstico de otros agentes que han 
intervenido para favorecer su proceso de inclusión social y 
laboral, Resolución del Ararteko de 24 de mayo de 2016.

2.1.2.c) Una tercera queja trae a colación la valoración de 
Lanbide de las necesidades de las familias –en la mayoría 
de las ocasiones, monoparentales- para el cuidado de hijos 
e hijas. En este caso la reclamante, divorciada, exponía que 
tiene atribuida con carácter exclusivo la custodia de sus dos 
hijos menores, uno de ellos afectado por un grado de disca-
pacidad. Le ofrecieron un empleo como vigilante de seguri-
dad, en diferentes turnos cada semana. Teniendo en cuenta 
las necesidades de sus hijos menores, especialmente las de 
su hijo con discapacidad, planteó las dificultades que impli-
caban las condiciones de trabajo. Ante la imposibilidad de 
conciliar su vida familiar se vio obligada a rechazar la ofer-
ta de empleo, por lo que Lanbide acordó la extinción de la 
prestación. El Ararteko valoró que el horario de trabajo y las 
circunstancias personales, teniendo en consideración el in-
terés superior del menor, justificaban el rechazo al empleo, 
por lo que se podría cumplir la previsión relativa a que había 
causa justificada para rechazar el empleo, en aplicación del 
art. 28.1.i) de la Ley 18/2008 en la redacción dada por su 
modificación Ley 4/2011, Resolución del Ararteko, de 2 de 
diciembre de 2016. 

2.1.2.d) Del informe sobre el “Impacto comarcal de la po-
breza infantil en la Comunidad Autónoma de Euskadi. EPDS 
2012” que el Gobierno Vasco nos aportaba en 2014 se con-
cluía que la asociación entre pobreza real y formas graves de 
privación tiene su incidencia más relevante en lo relativo a 
la presencia asociada de problemas graves de alimentación 
(5,9% de la población infantil de la CAE). Este dato preocu-
pante, que por otra parte resultaba absolutamente contra-
rio a las percepciones que teníamos hasta el momento, nos 
llevó en 2015 a iniciar una serie de encuentros con agentes 
que pudieran estar cercanos a esa realidad al objeto de co-
rroborar el dato y, en consecuencia, exigir medidas en esa 
ámbito. 

Dado que en el informe citado se apuntaba que “Las formas 
más graves de privación, como la experiencia de problemas 
graves de alimentación, también tienden a vincularse a la 
pobreza de acumulación. De esta forma, Bilbao se sitúa muy 
por encima de las otras comarcas en este indicador, con un 
12,6% de población infantil pobre y con problemas graves 
de alimentación en el hogar, por 9,7% en Gasteiz y cifras 
cercanas al 7% en Margen Izquierda y Margen Derecha”, el 
Ararteko se puso en contacto con el Ayuntamiento de Bil-
bao a fin de obtener información al respecto. En reunión con 

responsables del Área de Acción Social se nos informó de 
que desde el Área de Salud municipal se hace un seguimien-
to de la salud de todos los niños y niñas escolarizados en 
el municipio (tanto en centros públicos, como concertados) 
a través del equipo de médicos que acuden a los centros. 
Salvo casos puntuales, no se detectan problemas graves de 
alimentación. Lo que sí detectan, en línea con lo apuntado 
por las profesionales de la Asociación Vasca de Pediatría de 
Atención Primaria con quienes se mantuvo reunión en 2015, 
es una inadecuada alimentación (abuso de los precocinados 
y comida rápida, mucha bollería, refrescos y dulces, etc.) 
que está incrementando los índices de obesidad de nuestros 
niños y niñas. Los esfuerzos, en consecuencia y en su opi-
nión, hay que dirigirlos a programas educativos.

En todo caso, para aquellas situaciones en las que sí hay 
dificultad para la cobertura de necesidades básicas, necesi-
dades relacionadas con la vivienda (mantenimiento y ener-
gía), necesidades sanitarias, etc. tienen articuladas ayudas 
económicas. Las Ayudas de Emergencia Social (AES) y las 
Ayudas Especiales Municipales para las personas que, por 
diversas circunstancias, no pueden acceder ni siquiera a las 
AES. El importe del conjunto de estas ayudas había sido en 
2015 de casi 7 millones de euros. 

Las Prestaciones Económicas Especiales Municipales se ar-
ticulan en diferentes líneas, que en 2016 se corresponden 
también con capítulos presupuestarios distintos:

1. Línea de Vivienda: apoyo a alquileres, evitar desahu-
cios, derramas, etc.

2. Línea de Pobreza energética: los demandantes en un 
alto porcentaje son personas mayores (muchas viu-
das) con ingresos muy justos –máximo RGI- que en 
los meses de invierno no consiguen mantener caliente 
sus casas (habitualmente antiguas y no bien aisladas)

3. Línea de necesidades básicas, donde entra alimenta-
ción, ropa, etc.: establecen prioridad con la pobreza 
infantil, pero canalizan los apoyos a las familias que lo 
necesitan a través de organizaciones sociales con las 
que mantienen convenios:

• Cruz Roja Bizkaia: kits de alimentación e higiene.

• Cáritas: programa “cheque de compra” en el pa-
sado; programa para mujeres con hijos y progra-
ma para familias con necesidades básicas.

• Banco de Alimentos: reciben subvención municipal 
y los servicios sociales de base derivan a los cen-
tros de distribución a las personas. La ayuda mu-
nicipal se concede, inicialmente, para mejorar los 
paquetes que reciben las personas, completándo-
los con producto perecedero y/o más proteínico.

A otro tipo de necesidades que tienen las familias con hijos 
e hijas se atiende con las AES, ya que no son nada estrictos 
con el tiempo de empadronamiento: gafas, audífonos, etc. 
Se están planteando incluir tratamientos de odontología, 
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pues buena parte de la población africana viene con la boca 
muy mal.

Siguiendo “la cadena” de las instancias en contacto con las 
familias en situación de precariedad económica, la institu-
ción se pone en contacto con Cáritas Bizkaia y Cruz Roja.

Las responsables de los programas con familias y menores 
de Cáritas Bizkaia indican que, tanto el volumen de perso-
nas y familias atendido, como el gasto en este ámbito de 
su intervención, supera lo dispuesto en el convenio con el 
ayuntamiento, ya que la iniciativa pública no cubre el 100% 
de las necesidades. Otra idea común a los dos programas 
es que trabajan en mucha y buena relación con los servi-
cios sociales municipales, quienes prescriben el programa 
a quienes consideran idóneo (para algo es una respuesta 
municipal) y, cuando entienden que puede ser atendido en 
otros programas que no cuentan con financiación municipal, 
los derivan y orientan a que acudan a Cáritas.

Según la responsable del programa de apoyo a familias en 
cobertura de necesidades básicas, a partir del verano de 
2007 comenzaron a aumentar las demandas de alimentos. 
Hasta ese momento las habituales eran para alquileres, gas-
tos de calefacción, etc… porque la entrega de alimentos ha-
cía tiempo había sido eliminada de sus servicios. Deciden 
atender esa demanda con vales para pago en supermer-
cados, llegando a alcanzar la cifra de 1 millón de euros en 
vales de comida. Cuando otras entidades entran al tema de 
los alimentos (Banco de Alimentos, Cruz Roja…) vuelven a 
priorizar la atención a “otras” necesidades básicas. Siguen 
utilizando, no obstante y en un volumen pequeño, los vales 
de supermercado, que tienen previsto evolucionar en breve 
a tarjetas-monedero, minimizando la estigmatización de las 
personas usuarias. Los utilizan especialmente en personas 
que tienen algún ingreso pequeño y que es preciso comple-
mentar, pero se estima necesario asegurar que lo dedica a 
alimentación.

El perfil de las personas beneficiarias del programa general 
que, como hemos dicho, ha vuelto a atender necesidades 
que no necesariamente están relacionadas con la alimen-
tación, es de personas con ingresos por debajo o muy por 
debajo de la RGI. Sí personas que no cumplen los requisitos 
(habitualmente de empadronamiento) para ser perceptor de 
RGI, pero también otras a las que se les ha extinguido o sus-
pendido ésta. En los casos de extinción y suspensión, espe-
cialmente, valoran uno a uno los casos: si existen menores 
en la unidad de convivencia, si es la primera vez, la causa de 
la suspensión, etc. 

En el marco de este programa realizan también adelantos de 
AES: con la información del servicio social de base proce-
den a adelantar el dinero para el concepto señalado (gafas, 
audífonos…), que es luego reembolsado directamente por el 
ayuntamiento.

El programa para familias monoparentales en situación de 
vulnerabilidad tiene cuatro líneas de trabajo: 1) apoyo eco-
nómico, 2) formación –articulada desde espacios relacio-
nales e instrumental-, 3) apoyo en la crianza y 4) apoyo a 

la vivienda. En el programa convenido con el ayuntamiento 
se estima una duración de la intervención de 6 meses, pero 
suelen estar más. En 2015 participaron 25 familias con 35 
menores.

La reunión con Cruz Roja tiene por objeto conocer el progra-
ma de apoyo a familias afectadas por la crisis con menores a 
su cargo. En línea con la opinión del ayuntamiento y desde lo 
que pueden observar en sus programas, consideran que los 
problemas de alimentación derivan más de hábitos no salu-
dables, que de ausencia de alimento, por la que entienden 
que la intervención se debe articular en clave educativa (de 
educación para la salud). A pesar de eso, en 2012, desde las 
oficinas centrales les marcan la directriz de dar “ayudas di-
rectas”, actuación que habían dejado de realizar hace tiem-
po. Tras el análisis de en qué puede haber demanda para no 
duplicar y con el objetivo de rebajar el importe de la bolsa 
de la compra, deciden destinar esas ayudas directas a ali-
mentos y productos de higiene de bebés y niños pequeños, 
que son muy caros. Hay que tener en cuenta que Banco de 
Alimentos ya ofrece alimentos para la familia y Cáritas sigue 
proveyendo de ropa.

El programa consiste en la entrega de kit con productos de 
higiene y comida para bebés. Son derivados de servicios 
sociales y organizaciones sociales, pero en todo caso, se 
analiza la situación y se valora la pertinencia de la ayuda. Lo 
desarrollan en varios puntos de Bizkaia, no sólo en Bilbao, y 
reciben aportaciones complementarias a la del Ayuntamien-
to de Bilbao (EDP, Fundación Víctor Tapia, BBVA, Diputación 
Foral...

En 2015 atendieron en Bizkaia a 1.733 familias, de las que 
casi la mitad estaban en Bilbao. El perfil es de familias que 
no alcanzan el período de empadronamiento para solicitar la 
RGI, o que se la han suspendido/extinguido, familias que, a 
pesar de todo, no llegan…

2.1.3. Seguimiento de medidas para hacer 
frente a la pobreza infantil

En el informe de la Oficina referido a 2015 se recogía el 
anuncio de Gobierno Vasco de impulsar una estrategia de 
inversión en las familias y en la infancia, una estrategia de 
carácter interinstitucional, estable y de largo alcance, a tra-
vés de un Pacto de País por la Infancia y las Familias, que 
diera respuesta, entre otras cuestiones, a la prevención de 
la pobreza infantil y la reproducción de la desigualdad. Va-
lorada la iniciativa de manera muy positiva, esta institución, 
no obstante, urgía a la acción y señalaba que se mantendría 
interesada acerca de sus avances. 

La respuesta de la Dirección de Política Familiar y Desarrollo 
Comunitario al requerimiento de información del Ararteko de 
finales de 2016 no recoge avances significativos con efectos 
en las situaciones de precariedad económica y desigualdad 
de niños, niñas y adolescentes. Se reitera que la iniciativa 
muestra el interés del Gobierno Vasco por liderar un acuer-
do de gran calado que siente las bases a través de un gran 
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pacto social por la inversión en la familia y la infancia. Unas 
bases para un cambio “que no se visibilizará en el corto y 
medio plazo”. Si esto es así, esto es, si en el corto plazo un 
número no desdeñable de niños y niñas seguirá creciendo 
en situaciones de desigualdad y vulneración de sus dere-
chos más fundamentales, esta estrategia, este pacto, nece-
sitará de acciones complementarias o precursoras que no 
demoren por más tiempo la respuesta.

2.2. Derecho a la educación

Artículo 28

1.  Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la 
educación (…) 

Artículo 29

1.  Los Estados Partes convienen en que la educación del 
niño deberá estar encaminada a:

a)  Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capaci-
dad mental y física del niño hasta el máximo de sus 
posibilidades;

b)  Inculcar al niño el respeto de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales y de los principios 
consagrados en la Carta de las Naciones Unidas;

c)  Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su pro-
pia identidad cultural, de su idioma y sus valores, de 
los valores nacionales del país en que vive, del país 
de que sea originario y de las civilizaciones distintas 
de la suya;

d)  Preparar al niño para asumir una vida responsable 
en una sociedad libre, con espíritu de comprensión, 
paz, tolerancia, igualdad de los sexos y amistad en-
tre todos los pueblos, grupos étnicos, nacionales y 
religiosos y personas de origen indígena;

e)  Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.

2.2.1. Contexto normativo y social

En los últimos años, el panorama educativo se ha caracte-
rizado por un importante rechazo a la Ley Orgánica 8/2013, 
de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa 
(LOMCE) al que parece querer ponerse fin.

En el ámbito del Estado, el acuerdo alcanzado en la Comi-
sión de Educación del Congreso de los Diputados, de 1 de 
diciembre de 2016, ha dispuesto la creación de una Sub-
comisión para la elaboración de un gran Pacto de Estado 
Social y Político para la Educación. Como ejemplo o mues-
tra de ello, recientemente, se ha publicado el Real Decreto 
Ley 5/2016, de 9 de diciembre, de medidas urgentes para la 
ampliación del calendario de implantación de la Ley Orgáni-
ca 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad 
educativa, entre las que se incluyen las de ampliar el plazo 
para la implantación de las evaluaciones que hasta ahora 
han resultado tan polémicas.

Por su parte, en el ámbito de la CAPV, el recién nombrado 
nuevo ejecutivo es fruto de un acuerdo de gobierno en el 
que la educación juega un papel especialmente relevante. 
Ésta es considerada como elemento esencial para promo-
ver la igualdad de oportunidades y la construcción de una 
convivencia de democrática, solidaria y responsable. Entre 
los compromisos que se incluyen en este acuerdo figura 
también el de alcanzar un pacto educativo, entre todos los 
agentes educativos, que termine configurándose en una 
nueva Ley Vasca de Educación. A juicio de esta institución, 
este pacto debería valorar a su vez la continuidad de los 
distintos proyectos que en los últimos años se han venido 
desarrollando en torno al Plan “Heziberri 2020”, teniendo 
presentes las voces críticas que se han dejado oír en torno 
a ellos. 

Precisamente, uno de los proyectos que se ha dado a cono-
cer este año dentro de este marco ha sido el Plan de Mejora 
del Sistema Educativo de la CAPV. En su presentación se 
dice que el sistema educativo de la CAPV y las experiencias 
contrastadas en otros sistemas educativos permiten dispo-
ner de datos y conclusiones sobre qué líneas de mejora son 
las más eficaces para el tránsito hacia la excelencia educati-
va sin perder en equidad. 

Sin embargo, hace pocos días se han conocido los resulta-
dos de la evaluación del informe PISA 2015. Estos resulta-
dos han evidenciado un retroceso del alumnado vasco en las 
tres áreas de examen (ciencias, comprensión lectora y ma-
temáticas). Ello debe ser sin duda motivo de preocupación 
grave tal y como han alertado distintas voces autorizadas 
del ámbito educativo a las cuales el Ararteko quiere sumar-
se. Como institución confiamos en que pronto se conozcan 
los datos del estudio que la consejera ha encomendado al 
Consejo Escolar de Euskadi y al Instituto Vasco de Evalua-
ción e Investigación Educativa para analizar las causas que 
puedan explicar la bajada en la puntuación obtenida en la 
prueba y hacer propuestas para reconducir la situación.

Otro punto de análisis es el utilizado por Save the Children en 
su estudio “Necesita mejorar. Por un sistema educativo que 
no deje a nadie atrás”. La organización pone el acento en 
que son varias y complejas las razones que sitúan a un niño 
o niña en riesgo de fracaso escolar, pero siguen jugando un 
papel central dimensiones socioeconómicas y de exclusión: 
los y las estudiantes más pobres tienen una probabilidad 
tres veces mayor que el resto de quedar rezagados. Por ello, 
en su informe identifica nueve principios, acompañados de 
recomendaciones para la acción política a distintos niveles, 
que deberían cumplirse para lograr un sistema equitativo, en 
el que las desigualdades de origen no marquen el resultado 
de niños y niñas.

Como última cuestión en este apartado, el Ararteko no 
puede pasar por alto la reciente presentación del II Plan de 
atención educativa al alumnado inmigrante en el marco de la 
escuela inclusiva e intercultural 2016-2020, en el que se in-
corporan muchas de las propuestas que han venido siendo 
apuntadas por esta institución en relación con la admisión 
del alumnado. Este plan recoge un compromiso de segui-
miento y revisión periódica al que, a nuestro modo de ver, 
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se debe otorgar una especial atención, en la medida en que 
puede permitir reconducir las voces críticas que ya lo han 
tachado de insuficiente. 

2.2.2. Motivos de queja

Los motivos de queja en 2016 no difieren significativamente 
de los de años anteriores. Para mayor facilidad en la lectura, 
se presentan agrupadas en torno a: admisión del alumna-
do, atención al alumnado con necesidades educativas es-
peciales, formación profesional, comedor escolar, becas y 
convivencia.

2.2.2.a) Admisión del alumnado

Como ya se señaló en informes de años anteriores, el Ararteko 
no renunciaba a tratar de buscar una salida a la situación que 
año tras año se venía repitiendo en relación con la utilización 
abusiva o fraudulenta de los datos del padrón, debido a la pun-
tuación que se reconoce con la aplicación del criterio referido 
a la proximidad del domicilio familiar. Abrió así un expediente 
de oficio en 2015por ese motivo y, en todo caso, mantuvo la 
colaboración habitual con el Departamento de Educación en 
la búsqueda de mejoras para el sistema educativo. En 2016, 
por primera vez, se han llevado a cabo cambios en el proceso 
de admisión del alumnado con el fin de evitar el uso abusivo 
de los datos del padrón, los cuales han tenido especiales con-
secuencias en el caso de la ciudad de Vitoria-Gasteiz. Según 
la información facilitada por la propia administración educa-
tiva, se han llegado a revisar hasta un total de 270 casos de 
alumnos de dos años y 80 de tres años, habiéndose confirma-
do finalmente la existencia de fraude en un total de 75 casos. 
El Ararteko no puede sino poner de relieve la especial implica-
ción que en esta ocasión han tenido los responsables educati-
vos y animarles a que continúen por esta misma senda.

Una de las quejas destacadas en el capítulo II.2 del informe 
general se refiere expresamente a esta cuestión, por lo que 
es aquí recogida.

En el proceso de admisión del alumnado celebrado para el 
curso 2016-2017, los responsables educativos han incorpo-
rado, por primera vez, una advertencia expresa a tenor de 
la cual, en el caso de que, existiendo una denuncia previa y 
posterior certificación oficial emitida por órgano competen-
te, se llegara a demostrar la falsedad del certificado de em-
padronamiento, ya fuera la falsificación del documento, ya 
la alteración de los datos registrados en el mismo, la admi-
nistración educativa, previa audiencia del o de la solicitante, 
procedería a la minoración de los puntos correspondientes 
a este apartado del baremo. Esto es lo que, en definitiva, ha 
ocurrido en diferentes casos que han sido motivo de queja 
ante esta institución.

El Ararteko ha entendido que el hecho de que finalmente se 
hayan atendido las recomendaciones repetidamente formu-
ladas por esta institución, a lo largo de estos últimos años, 
en relación con la utilización abusiva de los datos del padrón, 
no era óbice para que entrásemos a revisar las decisiones 

adoptadas en aplicación de tales previsiones, y así lo hemos 
hecho, habiendo emitido resoluciones en sentidos distintos.

En uno de los casos, por ejemplo, la familia reclamante en 
queja, en el momento de darse inicio al proceso de admisión 
del alumnado con la apertura del correspondiente plazo para 
la presentación de solicitudes, lo único que había aportado 
era un volante de empadronamiento en el que la interesada 
figuraba empadronada con una de sus hijas en una vivien-
da que, más adelante, dijeron ocupar gracias a un contrato 
de arrendamiento de una habitación suscrito con un familiar 
cercano. La cercanía de esta vivienda con el centro solicita-
do como primera opción era la que les otorgaba la máxima 
puntuación por el apartado del baremo relativo a la proximi-
dad del domicilio familiar. En aquel momento, omitieron toda 
posible referencia al lugar de residencia de los demás miem-
bros de la unidad familiar que únicamente trascendió con 
posterioridad, gracias a la colaboración del Ayuntamiento de 
Vitoria-Gasteiz, tras el acuerdo adoptado por la Comisión 
Territorial de Garantías de Admisión de examinar y verificar 
en los casos denunciados las certificaciones aportadas a 
efectos de acreditar el domicilio familiar. 

La información facilitada desde instancias municipales re-
sultó demostrativa de que, tras la venta de la que fue su pri-
mera vivienda familiar, el padre había permanecido inscrito, 
junto con sus otras dos hijas, en una vivienda distinta, y que 
la hija que había tomado parte en el proceso de admisión del 
alumnado, una vez ultimado el proceso de admisión, tam-
bién había sido inscrita en esta segunda vivienda.

Esta institución entendió por ello que esta nueva información 
permitía desvirtuar, de manera fundada y razonada, la pre-
sunción de residencia y domicilio habitual que, de partida, 
debe reconocerse a la certificación aportada y consideramos 
que la decisión adoptada por los responsables educativos era 
consecuencia de un ejercicio adecuado de las facultades de 
fiscalización y revisión que habían sido incorporadas en las 
instrucciones aprobadas en orden a la gestión del proceso de 
admisión de alumnado para el curso 2016-2017.

No ha ocurrido lo mismo, sin embargo, en otros de los casos 
analizados. Véase como ejemplo la Resolución del Ararte-
ko de 3 de octubre de 2016, por la que se recomienda al 
Departamento de Educación, Política Lingüística y Cultura 
que revise el tratamiento dado a la solicitud formulada en el 
proceso de admisión del alumnado para el curso 2016-2017, 
en particular: la decisión adoptada de detraer los puntos ad-
judicados inicialmente en concepto de domicilio situado en 
el área de influencia del centro solicitado, la cual ha sido 
finalmente aceptada por los responsables del Departamento 
de Educación.

La administración educativa ha tomado conciencia también 
de la necesidad de reconsiderar los criterios que se siguen 
en estos procesos de admisión a partir de la tramitación de 
expedientes de queja puntuales en los que, de partida, se 
cuestionaba el criterio referido a la condición de antiguo 
alumno de alguno de los progenitores. Es éste el caso de la 
queja promovida por una asociación de madres y padres de 
Lasarte-Oria que a continuación se presenta.
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En abril de 2014, representantes de la Asociación de Madres 
y Padres de Alumnos (AMPA) Burunzpe acudieron en que-
ja a esta institución debido al desequilibrio existente, en lo 
tocante a la distribución del alumnado inmigrante, entre los 
dos centros públicos de educación infantil y primaria ubica-
dos en Lasarte-Oria.

En este municipio, la oferta educativa correspondiente a 
estas etapas de infantil y primaria la realizan dos centros 
educativos públicos dependientes del Departamento de 
Educación Política Lingüística y Cultura: el CEIP P. Garaikoe-
txea-Landaberri y el CEIP Sasoeta-Zumaburu. Este último 
centro, que es en el que están escolarizados las hijas e hijos 
de los miembros de esta Asociación Burunzpe, es el que 
presenta un mayor índice o proporción de alumnado inmi-
grante, circunstancia ésta que, según ellos, genera una serie 
de consecuencias negativas tanto en el plano estrictamente 
educativo como en el plano social.

Al presentar su queja, los representantes de esta Asociación 
indicaron a esta institución que uno de los factores que, a 
su modo de ver, estaba provocando este desequilibrio era el 
hecho de que el CEIP P. Garaikoetxea-Landaberri estuviera 
aplicando como criterio de baremación para la admisión del 
alumnado el criterio referido a la condición de antiguos alum-
nos de los padres y madres de las familias interesadas en 
que sus hijos cursen enseñanzas en este centro educativo. 
Según Burunzpe, la aplicación de este criterio por parte del 
CEIP P.Garaikoetxea-Landaberri conduce a resultados dis-
criminatorios. De cualquier modo, estos representantes plan-
tearon también la necesidad de adoptar otro tipo de medidas 
como la de equilibrar el mapa escolar, dotar a los centros de 
los apoyos específicos necesarios, procurar un uso equilibra-
do de la posibilidad de superar las ratios o incluso sopesar un 
proceso de unificación de los centros educativos.

El Ararteko ha puesto fin a la tramitación de esta queja con el 
dictado de la Resolución de 25 de febrero de 2016, en la cual 
se da cumplida cuenta de todas las gestiones realizadas a 
lo largo de los meses en los que se prolongó su intervención 
y a cuya lectura nos remitimos. No obstante, consideramos 
de interés resumir a continuación parte de las conclusiones 
que se incluyen en dicha resolución.

A juicio de esta institución, no hay inconveniente para que 
el criterio referido a la condición de antiguos alumnos de los 
progenitores pueda ser utilizado en los procesos de admisión 
del alumnado, siempre que así lo acuerden los OMR de los 
centros y la administración educativa participe del argumen-
to dado por la Junta de Participación de Consejos Escolares 
Autonómicos, en el sentido de que el factor más relevante de 
cara a asegurar un buen clima escolar es el “sentimiento de 
pertenencia al centro por parte de las familias“.

Ahora bien, a nuestro modo de ver, lo que también debe 
quedar fuera de toda discusión es el hecho de que tratar de 
lograr un reparto equilibrado del alumnado inmigrante entre 
los dos centros públicos de educación infantil y primaria de 
Lasarte Oria debe ser un objetivo irrenunciable para el De-
partamento de Educación, Política Lingüística y Cultura.

Debemos reconocer que el Departamento ha tomado ya 
una serie de medidas de planificación que confiamos que 
resulten efectivas y que en un plazo medio contribuyan a 
reconducir el desequilibrio actualmente existente. En efecto, 
el Departamento ha decidido acometer una fusión gradual 
de los centros educativos de secundaria que, sin duda, hará 
variar la demanda de escolarización en los niveles de educa-
ción infantil y primaria.

Pero, en todo caso, mientras tanto y en la medida en que el 
propio Departamento reconoce la falta de un reparto equita-
tivo del alumnado entre estos centros educativos, tampoco 
puede renunciar a hacer un uso adecuado de otras posibles 
iniciativas expresamente reguladas en el Decreto 35/2008, 
de 4 de marzo. Nos referimos a la reserva de plazas a favor 
del alumnado con necesidades específicas de apoyo edu-
cativo (artículo 14) y a un incremento, de hasta un 10%, del 
número máximo de alumnos por aula (artículo 20).

En lo que respecta a esto último, es importante también que 
el Departamento no haga un uso indebido de esta posibi-
lidad y la reserve para su auténtico fin de garantizar la in-
corporación del alumnado de incorporación tardía. En este 
sentido, son muchas las voces que han alertado sobre la 
práctica viciada de autorizar este incremento con ocasión de 
la matrícula ordinaria (matricula “sobre ratio”) que hace que, 
más adelante, no resulte viable acoger a más alumnado de 
incorporación tardía.

A todo ello, habría que sumar, por supuesto, el efectivo 
cumplimiento de los demás objetivos y acciones estratégi-
cas que a buen seguro darán continuidad a las hasta ahora 
previstas en el Plan de atención educativa al alumnado in-
migrante en el marco de la escuela inclusiva e intercultural 
(2012-2015).

Antes de concluir, no obstante, es necesario reparar en que en 
muchas ocasiones, cuando se ponen en duda los criterios de 
admisión del alumnado o se denuncia el uso abusivo de algu-
no de ellos, lo que de verdad está detrás de ello son cuestio-
nes de mucho más calado. Así ha ocurrido, por ejemplo, con el 
reparto del alumnado inmigrante que este año ha sido motivo 
de especial preocupación en Vitoria-Gasteiz y que ha llevado a 
la creación de una mesa interinstitucional con el ánimo de es-
tablecer criterios que permitan reconducir la “guetización” que 
se está produciendo en determinados centros educativos de 
la ciudad. Lo mismo ocurre con las quejas que, en realidad, lo 
que ponen en cuestión son determinadas decisiones de plani-
ficación o programación educativa. Entre éstas, este año cabe 
mencionar las relativas a zonas educativas como Miribilla en 
Bilbao y otras localidades como Eibar.

2.2.2.b)  Alumnado con necesidades educativas 
 especiales

La colaboración con los responsables educativos ha permi-
tido también, en general, dar una pronta satisfacción a las 
demandas planteadas por familias de niños, niñas y adoles-
centes con necesidades educativas especiales. Por todas, 
citaremos a modo de ejemplo, la tramitada en representa-
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ción de la Asociación de Dislexia de Euskadi (DISLEBI) y que 
ha sido motivo de una favorable acogida por parte de la Di-
rección de Innovación Educativa. En ella, los promotores de 
la queja mostraban su preocupación por la falta de contes-
tación de la administración educativa a repetidas iniciativas 
planteadas como posibles aportaciones para una mejor res-
puesta a las necesidades educativas del alumnado afectado 
por dislexia, tras el informe elaborado en participación con el 
Colegio de Logopedas del País Vasco con el título “Eficacia 
de las intervenciones para el tratamiento de la dislexia: una 
revisión”, en el marco de la Mesa Técnica para la atención al 
alumnado con trastornos de aprendizaje.

Confiamos en que esta especial disposición permita recondu-
cir en breve, también, las quejas recibidas en torno a las condi-
ciones de escolarización del alumnado que acude al CEE Gor-
beialde de Vitoria-Gasteiz, único centro público de educación 
especial de la CAPV, aun cuando esta institución no descarta 
iniciar una actuación de oficio con el fin de analizar la respuesta 
que se viene dando a las necesidades sanitarias que presenta 
de este alumnado, las cuales han motivado la aprobación de 
una Proposición no de Ley en sede parlamentaria.

Por último, en este apartado se han de mencionar los cambios 
introducidos en la prueba de acceso a las Enseñanzas Artísti-
cas Superiores en Diseño con respecto al alumnado con disca-
pacidad. Cumpliendo con un compromiso anterior, las instruc-
ciones dictadas para la organización, desarrollo y evaluación 
de la prueba de este año 2016 han incorporado una reserva 
de un 5% de las plazas ofertadas para estudiantes que tengan 
reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33%.

2.2.2.c) Formación profesional

No se ha alcanzado el mismo resultado, sin embargo, en 
la sugerencia planteada por esta institución para favorecer 
la admisión del alumnado con discapacidad en los ciclos 
formativos de grado medio y superior, ampliando la reserva 
establecida también a los alumnos que durante su escolari-
zación anterior hayan precisado de recursos y apoyos para 
su plena normalización educativa. En opinión de esta insti-
tución, los responsables educativos no han coincidido en su 
interpretación con la sugerencia que les fue planteada. Por 
ello es nuestra intención insistir en la misma.

Siguiendo con los estudios de formación profesional, las 
quejas presentadas han puesto de manifiesto el interés cre-
ciente por cursar este tipo de enseñanzas, el cual no siem-
pre se ve satisfecho debido a la aplicación de unos órdenes 
de preferencia y prelación que este curso se han visto afec-
tados por las modificaciones introducidas por la Ley Orgáni-
ca 8/2013, para la mejora de la calidad educativa (LOMCE), 
en lo relativo a las condiciones de acceso a ciclos formativos 
de grado medio. No obstante, a juicio del Ararteko, ello no 
debe llevar a descartar la posibilidad de considerar una ma-
yor oferta de las enseñanzas especialmente demandadas.

Continúa sin resolverse adecuadamente la respuesta a las 
necesidades formativas de determinados chicos y chicas 
tras la implantación en el curso 2015-2016 de la Formación 

Profesional Básica y la desaparición de los programas de 
cualificación profesional inicial (PCPI) y los programas de 
formación transitoria integrada del curso 2014-2015.

Como ya hemos señalado en ocasiones anteriores, el de-
creto que regula la Formación Profesional Básica en Eus-
kadi contempla la posibilidad de articular, mediante una 
convocatoria específica, una oferta de ciclos formativos de 
Formación Profesional Básica para personas mayores de 17 
años y sin estudios secundarios acreditados. En la misma 
línea se pronuncia en la disposición adicional segunda, al 
abrir la posibilidad de establecer y articular ofertas formati-
vas de formación profesional adaptadas a las necesidades 
de colectivos con necesidades específicas. A pesar de que, 
a finales de 2015, se nos informó de la previsión de arti-
cular unos cursos/módulos para mayores de 17 años para 
la obtención de un certificado de profesionalidad de nivel I, 
financiados por Lanbide y ofrecidos desde los consorcios 
de Educación Compensatoria, esta institución no ha tenido 
conocimiento de que las posibilidades contempladas en el 
decreto se hayan materializado de ninguna manera.

Tampoco desde el subsistema de formación para el empleo 
se está dando respuesta suficiente a las necesidades de 
cualificación profesional de este colectivo de jóvenes, todos 
ellos “socialmente desfavorecidos”.

2.2.2.d) Comedores escolares

En lo que respecta a servicios complementarios como el de 
comedor escolar, el Departamento ha dado muestras, una 
vez más, de una actitud muy razonable en el caso de un 
menor aquejado de una enfermedad que requería un tipo de 
alimentación que condicionaba el uso del comedor. Final-
mente, el problema pudo solventarse una vez que se propor-
cionaron las determinaciones técnicas para la elaboración 
del menú especial ajustado a las necesidades del alumno, 
incluyendo la formación del personal de cocina en materia 
de seguridad alimentaria.

2.2.2.e) Becas y otras ayudas al estudio

En el apartado de becas y otras ayudas, los motivos de que-
ja vienen a ser redundantes con respecto a los de años an-
teriores: demoras administrativas al resolver las solicitudes, 
retraso en los abonos de los importes reconocidos… Lo que 
sí nos parece importante destacar es que venimos advirtien-
do una tendencia, cada vez más extendida, de recabar la 
actuación del Ararteko en unas fases más tempranas de los 
procedimientos, lo que obliga a posponer la eventual inter-
vención de esta institución hasta que los expedientes admi-
nistrativos están más avanzados en su tramitación. 

2.2.2.f) Convivencia escolar

Un año más debemos hacer referencia a las quejas recibidas 
en torno a posibles casos de acoso escolar, en los que, cada 
vez más, están presentes internet y las nuevas tecnologías. 
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Este tema ha mantenido la atención mediática a lo largo de 
2016, lo que no siempre ha conllevado el abordaje sosegado 
y adecuado de la cuestión. Hay que destacar, por el contra-
rio, algunas iniciativas serias como la de Save the Children 
con su estudio y su campaña “Yo a eso no juego” en el que, 
partiendo de las importantes consecuencias que el acoso 
entre iguales tiene para sus víctimas, apuesta por huir, tanto 
de la exageración, como de la negación de estas situaciones 
de maltrato entre iguales. Por otro lado, reconoce que la es-
cuela no es la causante ni el único lugar donde se gesta esta 
violencia, sino más bien parte de la solución, pues, como 
reflejan en sus propuestas y recomendaciones, la educación 
y el entorno educativo son claves para combatir este tipo de 
violencia.

Ya el pasado año se aprovechó la redacción del informe 
anual para llamar la atención sobre la importancia que, en 
este ámbito y en muchos casos, cobra la intervención de 
la Inspección educativa desde el punto de vista de relación 
con las familias, para que éstas se sientan debidamente 
atendidas y confíen en la administración educativa. En la se-
lección de quejas hemos querido hacer referencia a uno de 
los casos tramitados el presente año en relación con un pro-
cedimiento de corrección de conductas. Debemos destacar 
igualmente sendas recomendaciones que, a pesar de haber 
sido formalmente aceptadas por la administración educa-
tiva, sin embargo, a día de hoy, es el caso de una de ellas, 
sigue acumulando una excesiva demora en su resolución 
definitiva: La Resolución del Ararteko de 26 de febrero de 
2016, por la que se recomienda al Departamento de Educa-
ción, Política Lingüística y Cultura que resuelva de manera 
expresa y motivada la solicitud formulada para que se decla-
re la nulidad de un procedimiento seguido para la aplicación 
de una medida correctora por una conducta que perjudica 
gravemente la convivencia, y la Resolución del Ararteko, de 
24 de febrero de 2016, por la que se recomienda al Depar-
tamento de Educación, Política Lingüística y Cultura que se 
proceda a la resolución expresa y motivada del escrito diri-
gido a la Inspección educativa por la interesada promotora 
de la queja.

Otra queja señalada como relevante en el área de educación 
del informe general y relativa a la convivencia es la siguiente:

La madre de un alumno de 1º de bachillerato relataba en su 
queja que le había sido remitido un escrito en el que se le 
comunicaba la apertura de un procedimiento ordinario de 
corrección de conductas a su hijo y la imposición a éste de 
una medida provisional de suspensión temporal del derecho 
de asistencia a clase durante veinte días. 

Una vez iniciada la tramitación de la queja, la administración 
educativa vino a oponer una suerte de renuncia o desisti-
miento por parte de la interesada que hizo que las posibilida-
des de intervención de esta institución se viesen seriamente 
condicionadas. De todos modos, y teniendo presente el he-
cho de que la Inspección educativa dice aspirar a ser un re-
ferente para los centros educativos y constituir al tiempo un 
elemento clave para la garantía de los derechos del alumna-
do y de toda la comunidad educativa, esta institución con-
sideró que la efectiva materialización de tales compromisos 

hacía que la Inspección no pudiese eludir la realización de 
una valoración crítica de todos aquellos casos que pudiesen 
someterse a su consideración, tal y como era el caso. Por 
ello, no quisimos poner fin a la intervención iniciada sin antes 
trasladar a los responsables educativos, aun con todas las 
cautelas, algunas de las reflexiones que nos había merecido 
el estudio de la queja.

Para ello y a modo de introducción, nos pareció importante 
hacer un recordatorio del propósito al que respondió el Decre-
to 201/2008, de 2 de diciembre, sobre derechos y deberes del 
alumnado. Conforme se explica en su exposición de motivos, 
este decreto, además de mantener el objetivo de asegurar al 
alumnado un tratamiento disciplinario exento de arbitrarieda-
des, como exige la Ley de Escuela Pública Vasca, con las ga-
rantías procedimentales necesarias y con total respeto a los 
principios de legalidad, tipicidad y audiencia contradictoria, 
quiso convertir el proceso de corrección de conductas en un 
instrumento esencial para la adquisición de la competencia 
para convivir incluida entre las competencias básicas de los 
currículos escolares, todo ello con un claro enfoque educa-
tivo. De este modo, lo que se pretendía era evitar la asimi-
lación del proceso educativo de corrección de conducta a 
un procedimiento sancionador de carácter administrativo o 
penal que pueda llegar a convertirse en un conflicto jurídico 
entre el centro docente y el alumno o alumna y, sobre todo, 
conseguir que cualquier medida de corrección mantenga su 
valor educativo.

A continuación y ya con una referencia más precisa a algu-
nos de los preceptos de este decreto, desde la institución 
llamamos la atención sobre el fundamento de algunas de 
las alegaciones planteadas por la interesada promotora de 
la queja, entre ellas la referida a las vías alternativas para 
la corrección de conductas y la relativa al posible exceso 
tanto de la medida correctora impuesta como de la medida 
cautelar impuesta.

2.3. Derecho a ser protegido frente al 
abandono, el maltrato o la violencia

Artículo 19

1.  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legis-
lativas, administrativas, sociales y educativas apropia-
das para proteger al niño contra toda forma de perjuicio 
o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, 
malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los 
padres, de un representante legal o de cualquier otra 
persona que lo tenga a su cargo.

Artículo 20

1.  Los niños temporal o permanentemente privados de 
su medio familiar, o cuyo superior interés exija que no 
permanezcan en ese medio, tendrán derecho a la pro-
tección y asistencia especiales del Estado.
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2.3.1. Contexto social y normativo

En el informe de esta Oficina de 2015 se daba cuenta de la 
importante modificación producida ese año en la legislación 
de infancia. En 2016, sin embargo, ni en el ámbito estatal, 
ni en el autonómico se han dado novedades normativas. La 
única excepción sería la entrada en vigor el 1 de marzo del 
Registro Central de Delincuentes Sexuales -regulado en el 
Real Decreto 1110/2015, de 11 de diciembre-, que permite 
así emitir las certificaciones específicas y obligatorias para 
quienes ejercen profesiones en contacto habitual con meno-
res, exigida por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de 
Protección Jurídica del Menor, modificada por Ley 26/2015, 
de 28 de julio, de modificación de la legislación de infancia.

Sí se han realizado, no obstante, algunos trabajos técnicos 
previos interinstitucionales, imprescindibles en un ámbito, 
como el de los servicios sociales, con una distribución com-
petencial amplia. Se encuentra en fase de tramitación por 
el Departamento de Empleo y Políticas Sociales el decreto 
que recogerá la actualización del instrumento para la valo-
ración de la gravedad de las situaciones de riesgo y desam-
paro –Balora–. Además, se ha constituido un Grupo Técnico 
Interinstitucional, compuesto por representantes de las tres 
Diputaciones Forales y el departamento de Gobierno Vasco 
citado, para abordar dos cuestiones:

1. Por una parte, la regulación del acogimiento familiar, 
cuestión ya solicitada por esta institución en la Reco-
mendación General 1/2015 y difícilmente soslayable 
tras la presencia concedida a esta medida de separa-
ción en la modificación legislativa de 2015.

2. Por otra, la regulación de un procedimiento de actua-
ción común a seguir por las diputaciones forales para 
la emisión del informe exigido al órgano autonómico 
competente en materia de protección de menores en 
relación con el programa de carácter humanitario al que 
se refiere el desplazamiento temporal de personas me-
nores de edad extranjeras, cuestión que, al ser objeto 
de una queja, fue expuesta con cierto detalle en el in-
forme de 2015. El objetivo de la regulación proyectada 
persigue dotar al procedimiento de emisión del informe 
de una sistematización y regulación que garantice la 
uniformidad en la actuación por parte de las tres diputa-
ciones, a la par que proporcionar a las personas intere-
sadas la mayor seguridad jurídica.

En materia de adopción la modificación legislativa de 2015 
trasladaba la competencia de acreditación de los organis-
mos colaboradores para la adopción internacional de la 
administración autonómica a la Administración General del 
Estado, “en los términos y con el procedimiento que regla-
mentariamente se establezca” y que se realizará, en todo 
caso, “previo informe de la Entidad Pública en cuyo territorio 
tenga su sede, así como su control y seguimiento respecto 
a las actividades de intermediación que vayan a realizar en 
el país de origen de los menores”. Para este desarrollo re-
glamentario, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad ha solicitado propuestas a las Comunidades Au-
tónomas, que en el caso de Euskadi ya han sido enviadas.

2.3.2. Motivos de insatisfacción 

Con relación a los aspectos trasladados por las personas 
que han interpuesto quejas relacionadas con este ámbito, 
un año más, en una mayoría importante de los casos se tra-
ta de progenitores disconformes con la valoración de los 
servicios de infancia por la que se concluye el desamparo 
de sus hijos o hijas, la suspensión de la patria potestad y 
la asunción de la tutela por parte del ente foral. En un alto 
porcentaje, estos padres y madres acuden al Ararteko des-
pués de haber recurrido en vía judicial la orden foral que de-
termina el desamparo y la medida de protección del niño, 
niña o adolescente, lo que imposibilita nuestra actuación en 
lo tocante a la principal demanda de los promotores de la 
queja. En otras ocasiones, las familias acuden poco tiem-
po después de haber tenido conocimiento de la decisión de 
la Administración, solicitando asesoramiento e información 
para impedir que la medida finalmente se lleve a cabo. Cier-
tamente, nuestras posibilidades de intervención con relación 
al principal motivo de desacuerdo de los progenitores –en 
definitiva, la valoración de sus dificultades para responder 
adecuadamente a las necesidades de sus hijos e hijas– son 
limitadas. Por una parte, porque esta institución no entra 
a realizar juicios de valoración sobre cuestiones técnicas 
como la competencia parental o la situación de desprotec-
ción, y, por otra, como decimos, porque en buena parte de 
las ocasiones la propia decisión de la Administración está 
pendiente de valoración judicial. No obstante, junto a esta 
demanda se suelen trasladar otras cuestiones relacionadas 
con el proceso de valoración, la atención y el trato dispensa-
dos por las personas encargadas de la valoración, la comu-
nicación e información, sobre las que sí intervenimos solici-
tando información a la administración afectada, analizándola 
conforme a su debido proceder.

Aunque se trata de una actuación iniciada de oficio por esta 
institución, en tanto en cuanto viene derivada de demandas 
particulares, recogemos aquí también la consulta realizada 
al Servicio de Infancia de Bizkaia respecto a su actuación en 
el supuesto de que Lanbide derivase a menores al servicio 
como consecuencia de una suspensión/extinción de la Ren-
ta de Garantía de Ingresos, cuestión expuesta con algo más 
de detalle en el apartado 2.1.2 de este informe. 

Un segundo bloque de quejas este año lo constituyen aque-
llas en las que las familias manifiestan su desacuerdo con 
la intervención realizada por los servicios sociales de 
atención secundaria en diferentes momentos del proceso: 
desacuerdos con la intervención familiar planteada o con su 
intensidad, desacuerdos con el régimen de comunicación 
propuesto (periodicidad de los encuentros con los hijos e hi-
jas o con el carácter supervisado de éstos), disconformidad 
con el ejercicio de la guarda de los hijos e hijas tutelados 
(cambios de acogimiento residencial a acogimiento fami-
liar), etc. Merecen una especial mención algunas situaciones 
que, en un contexto de separaciones altamente contencio-
sas y ante el fracaso de las medidas adoptadas judicialmen-
te, son remitidas por los juzgados de familia a los servicios 
sociales para que valoren el grado de desprotección en el 
que se encuentran esos niños y niñas en lo tocante a mal-
trato psicológico y, en consecuencia, articulen las medidas 
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que consideren más idóneas. Por lo que esta institución ha 
podido ver no es sencillo conseguir la mínima colaboración 
por parte de los progenitores, que rechazan todas las pro-
puestas de intervención formuladas, ajenos al impacto y el 
daño generado en su hijo/hija.

La realidad es que en casi todos los casos en los que hemos 
podido concluir nuestra intervención tanto en este segundo 
bloque de quejas como en el anterior, la actuación de la ad-
ministración ha resultado no incorrecta.

No ha sido así en el caso de una mujer, abuela de una niña y 
un niño en acogimiento familiar, que vio impedida la visita a 
sus nietos que tiene autorizada en punto de encuentro foral 
por un problema de transmisión adecuada de la información 
entre los profesionales. Como agravante hay que citar que la 
mujer reside en otra Comunidad Autónoma y se había des-
plazado expresamente para esta visita, además de que los 
profesionales que le atendieron se negaron a identificarse, 
dando como referencia para cualquier reclamación la coordi-
nadora del servicio. La Diputación Foral de Bizkaia admitió el 
error y se disculpó formalmente ante la ciudadana. No obs-
tante, aun cuando la identificación de la persona responsable 
del servicio permitió a la demandante la presentación de la 
reclamación posterior, el Ararteko comunicó al servicio foral 
que sería deseable que los y las profesionales de ese servicio 
conocieran los derechos de las personas usuarias a reclamar 
una identificación y el departamento estableciera una forma 
determinada para aportarla cuando fuera requerida.

Se siguen recibiendo quejas y consultas de progenitores 
que desean recuperar la convivencia con sus hijos e hi-
jas tras haber transcurrido más de dos años desde la decla-
ración de la situación de desamparo de éstos. A pesar del 
tiempo transcurrido desde la suspensión de la patria potes-
tad y la asunción de la tutela por parte de la Administración, 
todas las familias manifiestan tener muy presente el dolor 
de la separación y mantienen viva la esperanza de que sus 
hijos e hijas regresen a casa. Sin embargo, en aquellos ca-
sos en los que hemos podido intervenir, no hemos valorado 
que el servicio de infancia correspondiente haya actuado de 
manera incorrecta. 

Algunas otras quejas recibidas podrían agruparse bajo el 
epígrafe de procedimiento administrativo. Nos referimos 
a aquellas quejas relativas a las dificultades de acceso a de-
terminados informes psicosociales, a la demora o falta de 
respuesta a peticiones formuladas por los interesados o a 
la falta de notificación de la modificación del régimen de co-
municación dispuesto para con sus hijos. En algunos casos, 
ha sido la propia Administración quien ha corregido su ac-
tuación, aunque en la mayoría de ellos no hemos apreciado 
actuaciones incorrectas. 

El pasado año informábamos de que estábamos pendientes 
de concluir una actuación de oficio ante la Diputación Foral 
de Álava relativa a cómo se está garantizando el derecho 
de los niños, niñas y adolescentes que son atendidos en 
el servicio de infancia a ser oídos, a expresar su opinión 
en aquellos asuntos que les afectan y cómo se está toman-
do ésta en consideración. Lo hacíamos en el mes de marzo 

sugiriendo al servicio foral que sistematizara el proceso de 
escucha y toma en consideración de su opinión, materiali-
zada en procedimientos, protocolos o instrucciones, como 
medida de mejora del desarrollo efectivo de este derecho. 
Cabría reforzar en ella la información aportada a los niños, ni-
ñas y adolescentes sobre la consideración que se ha tenido 
de su opinión en el conjunto de la valoración de la decisión 
finalmente adoptada. Aceptada la sugerencia, a finales de 
año se recibió el procedimiento y los formularios acordados 
por el grupo de trabajo que abordó esa tarea.

Por último, hay que citar las consultas sobre búsqueda de 
orígenes. Si bien es cierto que en años anteriores el mayor 
porcentaje de éstas tenía relación con supuestas sustraccio-
nes o separaciones irregulares de bebés en décadas pasa-
das, lo que popularmente se vino a llamar “bebés robados”, 
en este 2016 las demandas, salvo en un caso, se han refe-
rido a intentos de obtención de información sobre la familia 
biológica, habitualmente realizados ante instancias no pro-
cedentes. En esas circunstancias la intervención del Ararte-
ko se ha dirigido a orientar adecuadamente la petición.

En el caso mencionado de “bebés robados” la queja, pro-
cedente de una asociación, tenía por motivo la falta de res-
puesta a solicitudes de información reiteradas a la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa. Analizada la actuación de ésta, sin 
embargo, el Ararteko concluyó que, aun cuando la adminis-
tración tenga la obligación de notificar al solicitante la reso-
lución en la que se conceda o deniegue el acceso a la infor-
mación en el plazo máximo de un mes desde la recepción 
de la solicitud, la realización de una serie de reuniones en las 
que se había escuchado las demandas de los solicitantes y 
se había cursado verbalmente la respuesta, podrían en este 
caso atender a la finalidad de la ley, dando cumplimiento en 
gran medida a la obligación de responder a los y las ciuda-
danas. Se recordaba, en todo caso, la obligación de tramitar 
y resolver las solicitudes de información conforme a las pre-
visiones legales vigentes.

2.3.3. Acogimiento residencial

Para responder a situaciones de desprotección grave y 
desamparo los servicios forales articulan distintas medidas, 
desde planes de intervención intensivo en el domicilio, hasta 
medidas de separación del núcleo familiar y acogimiento, 
bien familiar, bien residencial. Se confirma un año más que 
la red de recursos residenciales que permite la guarda de 
niños y niñas en esta modalidad se mantiene en permanente 
actualización, respondiendo a las cambiantes necesidades 
sociales, demandas y disposiciones normativas, lo que su-
pone importantes esfuerzos humanos y económicos de las 
administraciones responsables. 

Los tres servicios forales de atención a la infancia en despro-
tección describen un año 2016 con un nivel de ocupación en 
los recursos residenciales muy alto, rayando prácticamente 
el 100%, a pesar de lo cual en ningún caso se ha dejado de 
asignar una plaza residencial cuando ha sido necesario. Este 
elevado nivel de ocupación, sin embargo, introduce mayor 
dificultad en la gestión adecuada de la red de recursos resi-
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denciales, que requeriría disponer de plazas libres en todos 
los programas, ya que a la hora de adscribir a un niño o niña 
a una plaza se han de considerar distintos factores: progra-
ma más adecuado a sus necesidades, edad, sexo, localidad 
de residencia, si son varios hermanos/hermanas, etc. Una de 
las razones que explica esta situación es el incremento en la 
tasa de llegada de menores extranjeros no acompañados, 
especialmente señalada en Bizkaia y Gipuzkoa, que vuelve 
a tasas de 2012 tras varios años de tendencia descendente.

Otra demanda creciente es la de programas para adolescen-
tes con problemas de comportamiento, que ha supuesto la 
apertura de un par de recursos más (20 plazas) destinados 
a este programa en Bizkaia (y la previsión de otro más para 
comienzos de 2017) y 9 plazas en Álava, donde la Unidad 
provisional Estibaliz, como ya lo hiciera en 2015, ha dado 
una respuesta dinámica y polivalente a las necesidades de 
estos adolescentes, entre los que proliferan chicos y chicas 
que llegan al sistema de protección con necesidad de salida 
temporal del núcleo familiar y sin haber sido atendidos pre-
viamente en recursos residenciales.

En el territorio alavés se vienen desarrollando desde hace 
unos pocos años los centros de día para menores, que pa-
rece están dando buenos resultados para algunos casos en 
los que, estando en situación de riesgo grave o desprotec-
ción, las medidas de separación familiar no estaban sien-
do eficaces. En 2014 se abrió el primero de estos recursos 
y está prevista la apertura del 3º en el primer trimestre de 
2017, enmarcados en el Programa Especializado de Inter-
vención Familiar.

En Gipuzkoa, para poder solventar las dificultades deriva-
das de la saturación de plazas en los centros, además de 
alguna ampliación de plazas y un nuevo impulso al acogi-
miento familiar, se han puesto en marcha los programas 
Bertatik y Kaletik. El programa Bertatik está orientado a la 
reunificación familiar de los niños y niñas en acogimien-
to residencial. Se mantiene la medida de protección, pero 
la guarda se realiza por la familia, mientras que el equipo 
del centro desarrolla la intervención educativa. El programa 
Kaletik está destinado a adolescentes a partir de 16 años, 
con medida de protección definitiva en vigor, en situación 
de guarda mediante acogimiento residencial, que mantienen 
fugas prolongadas en el tiempo (en ocasiones con cobertura 
de su propia familia) y no aceptan la intervención propuesta 
por el equipo educativo, negándose explícitamente a vivir en 
el recurso residencial. Se trabaja desde la metodología del 
medio abierto, intentando convertirse en un referente adulto 
válido que acompañe, oriente y apoye.

Este nivel creciente de la demanda y el incremento de las 
plazas residenciales o los programas vinculados a ellos su-
pone, lógicamente, un aumento del número de educadores y 
educadoras, pero de manera consecuente, también de los y 
las profesionales vinculados a la coordinación de los casos.

Valorando en toda su profundidad el esfuerzo realizado, esta 
institución anima en todo caso a las administraciones res-
ponsables a mantenerse alerta sobre los niveles de ocupa-
ción de sus recursos y a perseverar en esta buena praxis 

de adaptación a las necesidades cambiantes que ya desde 
hace años venimos destacando.

Antes de finalizar con este apartado hay que señalar que 
esta institución mantuvo abiertos dos expedientes de segui-
miento en relación con dos agresiones protagonizadas por 
chicos tutelados por los servicios de protección. La primera 
de ellas se produjo en el mes de febrero en el centro Uralde 
de Lezo y la persona agredida fue una educadora. La segun-
da agresión, en este caso sexual, se produjo en un bar en 
Carnavales, a unas adolescentes. En ambas ocasiones esta 
institución se ha dirigido a la administración responsable 
interesándose por los hechos sucedidos, las actuaciones 
implementadas tras el suceso y, como no podía ser de otra 
manera, por la situación de las personas agredidas, los agre-
sores y el resto del grupo de chicos del centro. SE ha segui-
do la evolución de los hechos hasta que se ha considerado 
que habían quedado debidamente canalizados y atendidos.

Una última actuación de oficio se abrió en el mes de oc-
tubre tras las graves noticias aparecidas en los medios de 
comunicación relativas a las prácticas de prostitución que 
afectaban a algunos menores en situación de guarda o tu-
tela por los servicios forales de infancia de la Diputación de 
Álava y en acogimiento residencial en el centro Sansoheta. 
Sin perjuicio de las investigaciones realizadas desde la Fis-
calía, en tanto en cuanto esta institución es competente para 
el control de la actuación de la administración, se solicitó de 
inmediato una reunión con los responsables forales, quienes 
informaron con detalle ya en aquel momento de cómo se 
habían sucedido los hechos. A pesar de ello y con el ánimo 
de realizar un análisis y valoración más profundo, se solicita 
información sobre las medidas adoptadas desde el momen-
to en que se tiene noticia de los hechos para la protección, 
tanto de los menores directamente implicados, como del 
resto de chicos y chicas tutelados por el servicio foral, en 
algunos casos, compañeros y compañeras de los anteriores. 
A la fecha de redacción de este informe el expediente se 
mantiene abierto.

2.3.4. Acogimiento familiar

En lo tocante a esta medida de protección cabe señalar el 
esfuerzo sostenido por los servicios forales para articular en 
todos los casos en que se considera idóneo para el inte-
rés niño/niña y existe alguna posibilidad, esta medida. Acto 
seguido hay que señalar las dificultades con las que se en-
cuentran para contar con familias adecuadas y en número 
suficiente para las necesidades, especialmente en los casos 
de chicos y chicas de más edad, grupos de hermanos, etc. 
Apuntamos como nota esperanzadora el dato trasladado por 
la Diputación Foral de Gipuzkoa de la magnífica respuesta 
obtenida en su último proceso de captación de familias.

Abundando en lo sucedido en 2016 relacionado con el aco-
gimiento familiar, se presenta a continuación la queja de una 
ciudadana, precisamente relativa a la Diputación Foral de 
Gipuzkoa, que solicitaba la intervención del Ararteko con 
motivo de la negativa de ésta a admitir a trámite su solicitud 
de valoración para la obtención de un certificado de idonei-

Vista anterior 33

¿Vulneración de derechos? Quejas, consultas y actuaciones de iniciativa propia

II



Informe de la Oficina de la Infancia y la Adolescencia

dad para la adopción de un niño, cuya kafala ostentaba. Los 
hechos referidos por la reclamante eran los siguientes: 

La kafala del niño, que se encontraba en situación de aban-
dono en su país, se había constituido por un tribunal marro-
quí en junio de 2013 y el niño estaba residiendo en Gipuzkoa 
desde septiembre de ese mismo año. En agosto de 2014, 
la reclamante promovió ante el Juzgado de 1ª Instancia nº6 
de Donostia la constitución de la adopción del niño y le fue 
denegada. Interpuso recurso ante la Audiencia Provincial de 
Gipuzkoa que desestimó la excepcionalidad del caso, re-
cordando que, en caso de querer adoptar al niño “la regla 
general es que el expediente judicial que va a dar lugar a la 
adopción comience con una propuesta de la entidad públi-
ca, a favor del adoptante o adoptantes, que dicha entidad 
ha declarado idóneo para el ejercicio de la patria potestad”.

Por esta razón, con la finalidad de adoptar al niño, la intere-
sada se dirigió a la Diputación Foral de Gipuzkoa solicitando 
la emisión de una propuesta previa para el inicio del expe-
diente de adopción y el certificado de idoneidad. En res-
puesta a esta solicitud, la Sección de acogimiento familiar 
y adopción del Servicio de Infancia emitió un informe pro-
poniendo denegar la emisión de la propuesta previa para el 
expediente de adopción e inadmitir a trámite la solicitud de 
valoración para obtener el certificado de idoneidad. Se dio 
traslado del informe a la interesada para que pudiera presen-
tar las alegaciones que estimara pertinentes, cosa que hizo. 
La Comisión Técnica de Acogimiento Familiar y Adopción, 
no obstante, ratificó la no admisión a trámite de la solicitud 
de valoración para obtener el certificado de idoneidad y la 
denegación de emisión de propuesta previa para el inicio de 
expediente de adopción. 

La valoración del Ararteko es que la actuación de la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa no había sido incorrecta, tomando 
como base las consideraciones que, en virtud de su interés 
y de forma abreviada, a continuación se exponen.

1. La kafala es una institución propia del mundo islámico por 
la que el kafil (titular de la kafala) adquiere el compromiso 
de hacerse cargo voluntariamente del cuidado, de la edu-
cación y de la protección del menor (makful), “de la misma 
manera que lo haría un padre por su hijo” (Ley marroquí nº 
15-01 relativa a la kafala de los menores abandonados).

 Sólo pueden ser kafil los musulmanes, pues estos asumen 
el deber sagrado de educar al niño en la verdad del Corán. 

 Un principio que inspira los sistemas jurídicos islámicos y 
que sirve de orientación a sus diferentes normativas es la 
preservación de los lazos de sangre, lo que conduce de 
forma natural a la exclusión de la adopción. Así pues, la 
adopción en la mayoría de los sistemas jurídicos musul-
manes está prohibida. En el caso concreto de Marruecos 
el artículo 149.1 del Código de familia marroquí dice: la 
adopción no tiene valor jurídico y no producirá ninguno de 
los efectos de la filiación legítima.

 Los elementos citados en los párrafos anteriores explican 
que a los ciudadanos y ciudadanas españolas que consti-

tuyen medidas de kafala en Marruecos, antes de iniciarse 
este procedimiento, se les exija convertirse al Islam en un 
acto celebrado ante dos adules (notarios) y dos testigos 
(dado que la kafala solo puede constituirse a favor de per-
sonas musulmanas) y fijar un domicilio en Marruecos y 
justificarlo a través de un certificado de alojamiento.

 Finalmente, conviene señalar que la kafala es reconocida 
como medida de protección del menor por la Convención 
sobre los Derechos del Niño (artículo 20, apartado 3º) y 
también, en línea con lo anterior, por el ordenamiento ju-
rídico español, que la equipara al acogimiento familiar 
permanente recogido en los artículos 173 y 173 bis del 
Código Civil. A diferencia de la adopción, no crea vínculos 
de filiación, ni sucesorios, ni de cambio de apellidos.

2. Las personas que solicitan la kafala de un niño o una niña 
abandonado en Marruecos son conocedoras de la natu-
raleza de la kafala y de las condiciones que de ella se de-
rivan porque así se les informa en las diputaciones forales 
como entidades públicas de protección. En Gipuzkoa, en 
concreto, estas personas firman la “Declaración solici-
tantes de kafala en el Reino de Marruecos”, en la que se 
manifiesta, entre otras cosas:

• Que han sido informados por la Diputación Foral de Gi-
puzkoa por escrito de que la legislación de Marruecos 
no contempla la adopción y la kafala es una medida de 
protección infantil en la que concurren las siguientes 
particularidades:

– NO produce los efectos de una adopción, en el 
sentido de que no crea ningún vínculo de filiación, 
ni sucesorios, ni de cambio de apellidos, con res-
pecto a el/la niño/a.

– Se equipara al acogimiento familiar regulado en el 
Art. 173 del Código Civil.

– Se tienen que convertir al Islam, dado que la kafa-
la solo puede constituirse a favor de las personas 
musulmanas.

– Queda sujeta al seguimiento de las autoridades 
consulares de Marruecos en España.

– Es revocable en cualquier momento y hasta la 
mayoría de edad del niño/niña por el Juez que la 
ha constituido, según establece la legislación de 
Marruecos.

 Además, en la sentencia del Juzgado de Familia del Tri-
bunal de 1ª Instancia de Rabat que ordenó designar la 
kafala se recoge expresamente en su punto 3º que “la 
kafala no puede en ninguna forma transformarse para 
que sea una adopción, siendo ésta última contraria al 
orden público marroquí y a la ley islámica”. 

3. A pesar de lo expuesto en la consideración primera, no 
ha sido infrecuente que personas “acogedoras” (kafil) que 
ya tenían la nacionalidad española en el momento de la 
constitución de la kafala o que la adquirían posteriormen-
te por residencia, intentaran adoptar al niño acogido (el 
makfoul) en España, posibilidad contraria a la legislación 
nacional de éste, pero no a la española, que la permitía 
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cuando el menor tuviera su residencia habitual en nuestro 
país en el momento de constituirse la adopción o cuan-
do hubiera sido o fuera a ser trasladado a España con la 
finalidad de establecer en ella su residencia habitual (art. 
18 de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de adopción 
internacional). 

 Esta práctica, no obstante, no fue bien valorada por la 
autoridades marroquíes, que entendían que se estaban 
incumpliendo las obligaciones asumidas dentro de los 
procesos de constitución de la kafala de niños y niñas 
marroquíes declarados en situación de abandono. A la 
vista de los hechos, el Gobierno del Reino de Marruecos 
acordó en el mes de septiembre de 2012 suspender la 
tramitación de nuevos expedientes de kafala desde Es-
paña, informando de que sólo aprobarían kafalas a favor 
de personas residentes en Marruecos (Circular de sep-
tiembre de 2012, nº 40 S/2, del Ministerio de Justicia y 
Libertad del Reino de Marruecos) y de que los procedi-
mientos pendientes de resolución a favor de ciudadanos 
y ciudadanas españoles no se resolverían mientras no se 
acordara un marco jurídico bilateral Marruecos-España 
que permitiera en el futuro llevar a cabo la kafala con ple-
nas garantías de respeto a la normativa marroquí.

 El 11 de junio de 2013 el Ministro de Justicia español 
anunció su compromiso de no convertir las kafala en 
adopciones, así como de garantizar el seguimiento de 
estos niños y niñas en España, estableciendo para ello 
las modificaciones legales oportunas. Esta modificación 
anunciada cristaliza en la Ley 26/2015, de 28 de julio, de 
modificación del sistema de protección a la infancia y a la 
adolescencia, que en su artículo tercero dispone la modi-
ficación de la Ley 54/2007, de 28 de diciembre. Concre-
tamente, el nº 20 de ese artículo dispone que se añada 
un apartado 4º al artículo 19, que queda redactado de 
la siguiente manera: 4.- En el caso de menores cuya ley 
nacional prohíba o no contemple la adopción se denegará 
la constitución de la adopción, excepto cuando el menor 
se encuentre en situación de desamparo y tutelado por la 
Entidad Pública.

4. Resueltas algunas cuestiones relativas a los tiempos en 
los que se sucedieron los hechos, relevantes para la vi-
gencia de una u otra disposición legislativa, comparte 
esta institución los argumentos trasladados por el servicio 
foral en su negativa a la emisión de la propuesta previa 
para el expediente de adopción y la no admisión a trámite 
de la solicitud de valoración, que son: 

4.1. El artículo 176.2 del Código Civil establece que “Para 
iniciar el expediente de adopción será necesaria la 
propuesta previa de la Entidad Pública a favor del 
adoptante o adoptantes que dicha Entidad Pública 
haya declarado idóneos para el ejercicio de la patria 
potestad. La declaración de idoneidad deberá ser 
previa a la propuesta”. La declaración de idoneidad, 
en opinión de esta institución, siendo previa y requi-
sito indispensable para la adopción, no es el único 
elemento a considerar en la propuesta, por lo que 
no se puede entender desvinculada del caso o casos 

concretos considerado en la propuesta, ya que una 
persona puede ser valorada idónea para unas situa-
ciones y no para otras (por ejemplo, si se trata de un 
solo niño/niña o varios, si el niño o la niña presentan 
necesidades especiales de mayor o menor gravedad, 
si el país de origen del niño/niña en desamparo con-
templa la adopción por parte de familias monoparen-
tales u homoparentales, etc.).

 Es cierto que en la etapa anterior a la modificación 
legislativa de 2015 citada, el criterio del Ministerio Fis-
cal (recogido en la Circular 8/2011) era que, no siendo 
necesaria una propuesta previa de la Entidad Pública 
para promover la adopción cuando en el adoptando 
concurra la circunstancia de llevar más de un año aco-
gido bajo el régimen de la kafala, sí debía ésta infor-
mar acerca de la idoneidad del o de los adoptantes. 
Sin embargo, a partir de la entrada en vigor de la Ley 
26/2015 en agosto de ese año, no es posible la adop-
ción de niños/niñas sometidos a kafala, por lo que 
cualquier iniciativa en este sentido se ha de someter 
a la regla general, en la que cualquier procedimiento 
de adopción comienza con la propuesta –integral– de 
adopción.

4.2. El artículo 19.4 de la Ley 54/2007, de 28 de di-
ciembre, de Adopción Internacional, en su redac-
ción vigente tras la modificación derivada de la Ley 
26/2015, de 28 de julio, establece que En el caso de 
menores cuya ley nacional prohíba o no contemple la 
adopción se denegará la constitución de la adopción, 
excepto cuando el menor se encuentre en situación 
de desamparo y tutelado por la Entidad Pública. Así, 
teniendo en consideración que la adopción no se 
contempla en la legislación marroquí y que el menor 
no se encuentra en la situación exceptuada en el ar-
tículo 19.4 de estar tutelado por la entidad pública 
(sigue tutelado por las autoridades marroquíes), no 
cabe proponer la adopción.

2.3.5. La atención específica a los menores 
extranjeros no acompañados

Antes de comenzar a desarrollar cuestiones sobre las que 
este Ararteko ha intervenido a lo largo de 2016 que tienen 
relación con los menores extranjeros no acompañados, debe-
mos decir que tampoco este año podremos presentar datos 
actualizados del número de menores atendidos, tutelados, 
emancipados, etc. porque falta aún de llegar información de 
alguna de las diputaciones forales a las que se ha solicitado. 
Uno de los pocos datos disponibles, en todo caso, es el ya 
señalado arriba sobre la ruptura de la tendencia descendente 
en las llegadas a nuestro territorio, alcanzando en 2016 y en 
alguno de los territorios, volúmenes similares a los de 2012. 
 
En el año 2013 esta institución elaboró la Recomendación 
general del Ararteko 5/2013, de 17 de junio. “Garantías en la 
atención a los menores/jóvenes extranjeros no acompaña-
dos”. En ella se planteaban diversas recomendaciones con 
relación a: 1) la importancia de la coordinación y colabora-
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ción necesarias, 2) el cumplimiento de las garantías y los 
derechos y 3) la importancia de un acompañamiento social 
y/o de una derivación adecuada a la salida de los recursos 
de protección a la infancia. 

A comienzos de 2015, transcurridos casi dos años desde 
su emisión, nos dirigíamos a los agentes institucionales se-
ñalados en ella para conocer su grado de cumplimiento, la 
situación en aquel momento, los avances observados y las 
dificultades persistentes, solicitud de información que fue 
atendida en los plazos habituales. La intervención con me-
nores extranjeros no acompañados, no obstante, soporta 
muchos cambios motivados por modificaciones normativas 
o por su propio dinamismo, lo que unido a la preocupación 
del Ararteko por estos menores en situación de gran vulnera-
bilidad social, le ha llevado en 2016 a continuar con este se-
guimiento. Así, en una nueva actuación de oficio ante las tres 
diputaciones forales y el Instituto Vasco de Medicina Legal, 
se ha compartido la información recibida en los seguimientos 
anteriores, se ha trasladado la valoración del Ararteko y se 
ha solicitado nueva información y opinión. Dado su relevan-
te papel en el proceso de acogida de estos menores, esta 
institución se ha dirigido también al Ministerio Fiscal con la 
finalidad de compartir algunas cuestiones que afectan a su 
trabajo en los tres territorios históricos. Los elementos más 
relevantes de las respuestas recibidas se presentan en los 
párrafos siguientes. 

Antes de abordarlos, en todo caso, es oportuno señalar que 
esta institución valora muy positivamente la atención inme-
diata prestada a todos los menores o supuestos menores 
que son localizados en territorio vasco, atención que se pro-
longa hasta el momento en el que queda determinada su 
edad (bien documentalmente, bien por Decreto Fiscal) y, en 
función de la misma, se procede a la asunción de la tutela o 
a la preparación de la salida del recurso residencial.

 
2.3.5.a) Importancia de la coordinación y 
colaboración necesaria, especialmente en la fase de 
detección y en la determinación de su minoría de edad

En el caso de Álava, según indican, se procede conforme al 
Protocolo Marco sobre determinadas actuaciones en rela-
ción con los Menores Extranjeros No Acompañados, apro-
bado por Resolución de 13 de octubre de 2014 de la Sub-
secretaría del Ministerio de la Presidencia. Una vez ingresa 
el menor o supuesto menor en el centro para su acogida 
inmediata, se da inicio a los mecanismos de identificación 
y reseña, tanto si está documentado como si no lo está. Se 
recaba información precedente a través de la reseña policial 
y datos identificativos, familiares y sociales a través de una 
primera entrevista realizada en el Área del Menor y Familia 
del Instituto Foral de Bienestar Social, siempre acompañado 
de un intérprete. Esta información es puesta en conocimien-
to, tanto de la Fiscalía de Menores, como de la Subdelega-
ción del Gobierno. En el mes de noviembre se ha puesto en 
marcha un nuevo procedimiento que, desde el cumplimien-
to garantista de lo establecido en la normativa reguladora 
y el Protocolo Marco, trata de agilizar las gestiones para la 
determinación de los jóvenes indocumentados. Sus efectos 

se irán percibiendo en los meses sucesivos, a los que esta 
institución permanecerá atenta.

Es el Área del Menor y la Familia quien valora (y justifica 
ante el Ministerio Fiscal) la existencia de indicios razona-
bles en relación con la veracidad de los datos de nacimiento 
que incorporan los pasaportes. Difiere esta práctica de la 
seguida en los otros dos Territorios Históricos, donde es la 
Policía Nacional, tras la consulta del Registro de Menores 
Extranjeros No Acompañados y a la vista de la información 
y documentación aportada por el menor, quien lo pone en 
conocimiento del Ministerio Fiscal, justificando las razones 
por la que se duda de la minoría o mayoría de edad o, en 
su caso, de la documentación aportada. En todo caso, los 
indicios razonables considerados también por la Policía Na-
cional en esos territorios son los recogidos en el punto 2 
del apartado sexto del Protocolo Marco. Cabe hacer en este 
punto una llamada a la reflexión sobre esta forma de proce-
der atendiendo a la doctrina jurisprudencial tras la sentencia 
de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de fecha 23 de 
septiembre de 2014 (rec. 1382/2013), determinante, como 
no podía ser de otra manera, en las sucesivas sentencias 
sobre esta cuestión, algunas de las cuales afectan expresa-
mente al Consejo del Menor (Auto TS 5169/205 de 1 de julio 
de 2015 y Auto del Tribunal Supremo 1004/2015, de 11 de 
febrero de 2015). 

A este respecto, la Diputación Foral de Álava precisa que la 
solicitud de prueba de determinación de edad aun en pre-
sencia de pasaporte (no cualquier otro tipo de documenta-
ción no identificativa) sólo se realiza en supuestos muy de-
terminados, puntuales y concretos, como son:

• La divergencia notoria y llamativa entre la apariencia 
física y la edad reflejada en el documento;

• Cuando el resultado y datos ofrecidos por la reseña 
policial son manifiestamente contradictorios con los 
reflejados en el pasaporte.

Considera este criterio acorde al contenido de la doctrina ju-
risprudencial del Tribunal Supremo, que señala la necesidad 
de “realizar un juicio de proporcionalidad y ponderar adecua-
damente las razones por las que se considera que el docu-
mento no es fiable y que por ello se debe acudir a las pruebas 
de determinación de la edad”. Así, sólo tras las gestiones ci-
tadas al inicio y previa ponderación de los datos arrojados por 
las mismas es cuando se interesa la intervención del Ministe-
rio Fiscal para las pruebas, extremo que, en todo caso y si lo 
considera innecesario o injustificado, puede inadmitir.

La Diputación Foral de Bizkaia también procede conforme 
al Protocolo Marco arriba citado. Según refieren, el día en 
que el menor es localizado o en los días inmediatamente 
posteriores, se consulta (y se le registra, en caso de que no 
lo estuviera, asignándosele un NIE) el Registro de Menores 
Extranjeros No Acompañados de la Policía Nacional. Pare-
ce, en todo caso, que continúan existiendo problemas en 
esta reseña, ya que, aunque todo menor extranjero que sea 
localizado en el territorio del Estado debe ser fehaciente-
mente reseñado, sigue habiendo menores que a su llegada 
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a Bizkaia no aparecen registrados, a pesar de que consta 
que han sido atendidos en otros sistemas de protección del 
Estado.

A diferencia de Álava, es la Policía Nacional, basándose 
en sus propios criterios, quien decide solicitar al Ministerio 
Fiscal la realización de pruebas para la determinación de 
la edad. Así, “la existencia de indicios razonables de que 
el contenido del pasaporte es falso, erróneo o realizado en 
fraude lo determina la Policía Nacional”. Los casos en los 
que es la Diputación Foral quien solicita a Fiscalía la reali-
zación de las pruebas para la determinación de la edad son 
cuando, transcurrido un tiempo prudencial, el menor no ha 
conseguido ningún documento o cuando es el propio menor 
quien comunica que no va a poder acceder a los documen-
tos que le identifican.

En Gipuzkoa cuentan con un protocolo propio, el Protocolo 
de Menores Extranjeros No Acompañados del Territorio His-
tórico de Gipuzkoa, actualizado en noviembre de 2014 a la 
luz del entonces recién aprobado Protocolo Marco. El proce-
so de actualización fue liderado por la Fiscalía y en él parti-
ciparon la propia Fiscalía provincial (Sección de Extranjería), 
el Departamento de Política Social de la Diputación Foral 
(Servicio de Infancia y Adolescencia), los cuerpos y fuerzas 
de seguridad (Policía Nacional, Guardia Civil, Ertzaintza y Po-
licía Municipal de Donostia), la Subdelegación del Gobierno, 
el Hospital Donostia y el Instituto Vasco de Medicina Legal. 
Conforme al citado Protocolo de Gipuzkoa, es función de los 
cuerpos y fuerzas de seguridad la justificación de los indi-
cios de falsedad o los datos manifiestamente incorrectos o 
no fiables para la determinación de la edad. Así, en la docu-
mentación que la policía actuante debe remitir al Ministerio 
Fiscal para la autorización de la realización de las pruebas de 
determinación de edad figura, junto a otros, documento es-
crito que exponga las razones por las que se duda de la mi-
noría o mayoría de edad o, en su caso, de la documentación 
presentada. Las circunstancias consideradas por las fuerzas 
policiales para cuestionar la validez de los pasaportes y do-
cumentos de viaje originales emitidos por las autoridades ex-
tranjeras son las expuestas en el punto 2 del apartado sexto 
del Protocolo Marco.

En este punto cabe hacer la precisión de que, siendo cier-
to que el proceder es conforme a lo expuesto en Protocolo 
Marco, hay que recordar que éste se encuentra recurrido, 
precisamente por considerarse que su aplicación es contra-
ria a la doctrina del Tribunal Supremo.

Existen otros dos datos en el Protocolo de Gipuzkoa so-
bre los que esta institución deseaba llamar la atención. A 
diferencia de Álava y Bizkaia, donde los chicos son trasla-
dados al centro de acogida de urgencia, desde donde son 
acompañados por educadores/educadoras en la realización 
de todas las gestiones, en Gipuzkoa es la “policía actuante” 
quien acompaña y traslada al menor localizado a todos los 
lugares necesarios (Hospital Donostia, IVML, Fiscalía) has-
ta la determinación de su edad. Aunque la Diputación de 
Gipuzkoa señala que este acompañamiento por personal 
policial y sanitario no ha planteado problemas hasta la fe-
cha y entiende que garantiza de forma suficiente la correcta 

atención e información de sus derechos, esta institución, tal 
y como exponía en la recomendación general, sostiene su 
opinión de considera más adecuado el acompañamiento en 
todo momento por personal educativo.

El segundo dato se refiere a las pruebas radiológicas que 
se realizan. En el Protocolo, en cuya elaboración se dice ha 
participado el Instituto Vasco de Medicina Legal, se indica 
que la prueba médica a realizar es una radiografía de car-
po y que sólo si la edad ósea establecida por ésta es de 
17 años, se realizará con posterioridad una ortopantomo-
grafía. Es esta información contradictoria con la aportada 
por el propio Instituto Vasco de Medicina Legal, quien en su 
respuesta de 2015 se refería a las radiografías establecidas 
como la ortopantomografía y radiografía de carpo, en todos 
los casos, y la radiografía de clavícula, si fuera necesario. 
Tampoco queda nada claro en el Protocolo si el IVML inter-
viene en todos los casos, ya que decía “cuando el Ministerio 
Fiscal lo acuerde previamente”. 

La preocupación de esta institución vuelven a ser las garan-
tías que ofrece un proceso en el que una sola radiografía de 
carpo (que ya suena extraño que establezca una edad con-
creta, cuando se apuntan franjas de edad) puede ser deter-
minante para quedar fuera del sistema de protección a la in-
fancia. A esta cuestión la Fiscalía de Gipuzkoa responde que 
la participación del IVML en todos los casos implicaría un 
retraso en la determinación de la edad ya que, dada la acu-
mulación de trabajo que soporta el personal médico forense, 
no podrían examinar a los jóvenes con carácter urgente. Se 
explica que en el protocolo no se requiere la intervención del 
médico forense, sino de personal facultativo especializado. 
Entienden que los facultativos de Osakidetza que participan, 
en este caso, radiólogos, están cualificados para ejercer esa 
función. En estos momentos solamente cuando hay dudas 
solicitan la intervención del IVML. Se insiste en que los pla-
zos se prolongarían si se solicitara su intervención.

Como colofón de este primer apartado relativo a la impor-
tancia de la coordinación y colaboración necesaria entre to-
dos los agentes implicados en el proceso de localización y 
acogida de estas personas, debemos volver a recordar la 
disposición adicional sexta del Decreto 131/2008, de 8 de 
julio, regulador de los recursos de acogimiento residencial 
para la infancia y adolescencia en situación de desprotec-
ción social, que prevé la elaboración de un protocolo co-
mún de actuación en la acogida de urgencia de personas 
extranjeras menores de edad no acompañadas. Hace-
mos hincapié, una vez más, en la importancia de que dicho 
protocolo sea común en toda la Comunidad Autónoma del 
País Vasco con las variedades necesarias en cada Territorio 
Histórico en razón de la localización de los diversos servi-
cios, pero con la incorporación de unos mismos criterios, 
garantías y derechos.

Las posturas de los servicios forales a este respecto son dis-
pares. Mientras que Álava no se pronuncia, Bizkaia coincide 
con la valoración del Ararteko de la necesidad de desarrollar 
ya el protocolo común en los tres territorios y en relación 
también con instancias supra-autonómicas (implicadas en 
el fenómeno de los menores extranjeros no acompañados). 
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Resulta cierto que no existe un protocolo de acogida común 
que vincule a las administraciones que gestionan el siste-
ma de protección, en tanto en cuanto la Resolución de 13 
de octubre de 2014 (Protocolo Marco) no es vinculante si 
no se suscribe y la disposición adicional sexta que prevé el 
protocolo en Euskadi no se ha materializado, a pesar de los 
esfuerzos dedicados y los consensos alcanzados. Gipuzkoa 
no percibe que un protocolo común para los tres territorios 
históricos signifique mejora alguna, pero en el supuesto de 
que el Gobierno Vasco convocara a las diputaciones forales 
para esta tarea, la Diputación colaboraría, como lo ha hecho 
en ocasiones anteriores.

En reunión mantenida con la Fiscalía de Gipuzkoa se apuntó 
que se está valorando la posibilidad de llegar a un acuerdo 
entre las tres fiscalías para disponer de un protocolo conjun-
to en Euskadi.

2.3.5.b) Cumplimiento de las garantías y los derechos

Un elemento de interés en este capítulo está relacionado 
con la posibilidad de modificación del decreto de deter-
minación de edad emitido por la Fiscalía. El decreto de 
determinación de edad tiene como finalidad, ante la ausen-
cia de otros datos fidedignos, disponer de una información 
necesaria para acordar la protección o no del menor. Es una 
medida provisionalísima y cabe su modificación por nuevas 
circunstancias, por lo que, existiendo el pasaporte posterior-
mente emitido, que prevalece si es auténtico, se modificaría 
sin mayor dificultad. Para ello se debería informar a la Fisca-
lía, de manera que tuviera conocimiento de la existencia de 
un pasaporte u otro documento de identidad y de los datos 
que incorpora y solicitar formalmente la modificación. Esta 
solicitud la puede hacer la propia persona interesada, el ser-
vicio foral que esté tutelando al chico/chica… Esta institu-
ción ha tenido conocimiento de algunos casos en los que la 
Diputación Foral Gipuzkoa no ha solicitado la modificación 
del decreto de fiscalía, aunque siempre modifica la fecha en 
la documentación que afecta al joven. Dado que no existen 
dudas ni resistencias a acomodar la información del decre-
to de fiscalía a la edad certificada con posterioridad por la 
documentación, sería deseable que se instaran estas modi-
ficaciones que evitaran, radicalmente, eventuales problemas 
administrativos en el futuro. 

En el asunto de la notificación del cese de la guarda o tu-
tela en base al decreto de la Fiscalía, la práctica seguida por 
la Diputación Foral de Álava es coincidente con la recomen-
dación general formulada al respecto. El joven es citado en 
el Área del Menor y la Familia del Instituto Foral de Bienestar 
Social donde, bien su técnico de referencia, bien el asesor 
legal del Consejo del Menor de Álava, acompañado de un 
intérprete de la lengua materna del joven, le informa del con-
tenido del decreto de la Fiscalía que determina su mayoría 
de edad y de las actuaciones y consecuencias que se de-
rivan del mismo en lo que respecto a la atención que se le 
está proporcionando en el recurso residencial. Se le hace 
entrega de la resolución del cese del acogimiento. Se le in-
forma, igualmente, de su derecho a recurrir la medida del 
cese de acogimiento residencial, aportándole la información 

necesaria sobre los plazos para interponer la demanda de 
oposición y la existencia y ubicación del Servicio de Orien-
tación Jurídica para la solicitud de justicia gratuita. Para el 
establecimiento del momento de la notificación se espera a 
tener la respuesta del Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz ga-
rantizando la existencia de plaza en los recursos municipa-
les, donde será atendido a partir de su salida del centro de 
protección a la infancia.

En Bizkaia, donde no encontramos en la práctica seguida 
elementos discordantes con la recomendación aludida en 
este escrito, la Diputación elabora Orden Foral de cese de 
la atención inmediata (tras la Ley 26/2015, de 28 de julio, 
guarda provisional) y guarda en el recurso residencial y, bien 
los educadores del centro, bien el Coordinador de Caso, 
comunican formalmente el cese, así como la posibilidad de 
recurso. No obstante, previamente a la Orden Foral, en el 
momento en el que llega al Servicio de Infancia el decreto de 
Fiscalía, se comunica al joven el contenido del mismo, así 
como los siguientes pasos del proceso. Ante la preocupa-
ción manifestada por esta institución respecto a la inciden-
cia que la información que se proporciona al joven y cómo 
se desarrolla esta entrevista va a tener una trascendencia 
importante en sus decisiones, el servicio foral precisa que 
se hace una comunicación lo más exhaustiva posible, no 
obviando en ningún caso la posibilidad de recurso, y orien-
tando a las entidades que tienen implementados programas 
de apoyo a las inclusión social. Se deja claro, de igual mane-
ra, que pueden permanecer en el recurso residencial hasta 
la recepción de la correspondiente orden foral y, de hecho, 
son muchos los que así lo hacen.

La Diputación Foral de Gipuzkoa incorporó en 2015 las me-
joras que en este aspecto de las notificaciones del cese de 
la medida de guarda se le habían propuesto. Así, si bien to-
das las resoluciones administrativas dictadas para la asun-
ción de tutela y de la guarda de las personas menores de 
edad establecen expresamente en su parte dispositiva que 
estas medidas cesarán automáticamente por la mayoría de 
edad de la persona atendida, a partir de esa fecha se realiza 
un trámite añadido de notificación por escrito del cese de la 
medida al o a la joven. El trámite es debidamente documen-
tado por el personal técnico de protección.

En lo tocante a la valoración de la emisión de la recomen-
dación de concesión de autorización de residencia por 
circunstancias excepcionales, prevista en los casos de 
que se ha alcanzado la mayoría de edad sin haberla obte-
nido y un servicio de protección haya ostentado la tutela, 
la custodia, la protección provisional o guarda, tanto Álava 
como Bizkaia insisten en recordar que el artículo 198, apar-
tado 1 del Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 
de enero, aprobado por el Real Decreto 557/2011, de 20 de 
abril, se pronuncia en términos de que “ésta –la entidad de 
protección- podrá recomendar” y no menciona la necesidad 
de realizar un informe descriptivo y un posicionamiento mo-
tivado de lo adecuado del aprovechamiento del joven, como 
el Ararteko sugiere conveniente. No obstante, indican que 
en todos los casos la decisión sobre la emisión del informe 
se realiza de manera individualizada, valorando las circuns-
tancias que concurren en el joven, su evolución y el grado 
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de aprovechamiento de los recursos para el desarrollo de 
habilidades que faciliten su integración.

En el caso de Álava se entiende que, con carácter general, 
se necesita un tiempo de permanencia de alrededor de 6 
meses para poder valorar la evolución del menor a la que 
se refiere el criterio general. En los casos en que no se tie-
nen datos suficientes o realmente positivos para emitir un 
informe favorable, no se remite recomendación a la Subde-
legación del Gobierno. Bizkaia no especifica tiempo con-
creto, pero también defiende que no se pueda manifestar 
una “participación adecuada en las acciones formativas y 
actividades programadas en su centro residencial” cuando 
no ha estado acogido el tiempo suficiente como para tomar 
parte en ninguna acción formativa, ni actividad programada. 
En todo caso, si el joven lo solicita se emite el documento, 
aunque no se pronuncie sobre el grado de participación y 
aprovechamiento. Gipuzkoa indica que se realiza en todos 
los casos, sin excepciones e independientemente del tiem-
po que la persona menor de edad ha estado en acogimiento 
residencial.

Una última cuestión se refiere a la interpretación que las Sub-
delegaciones del Gobierno están realizando de los 9 meses 
tutelados requeridos para la solicitud de autorización de 
residencia (artículo 196.1 del Reglamento de la Ley Orgáni-
ca 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España -Real Decreto 557/2011, de 20 de 
abril-) como plazo mínimo. La información obrante en el Arar-
teko es que la Subdelegación del Gobierno en Gipuzkoa no 
está admitiendo las solicitudes de autorización de residencia 
que no acrediten 9 meses de tutela. Como no en todos los 
casos se alcanza este período de tutela, se ven abocados a 
solicitarla con posterioridad al cese de la tutela por mayoría 
de edad. En este caso se ha de solicitar en el plazo de tres 
meses desde la expedición del pasaporte y se han de acredi-
tar medios de vida, informe del servicio foral, etc.

En la Memoria 2015 de la Fiscalía General del Estado (apar-
tado 4.7.6 del Capítulo III) se recoge que esta interpretación 
se está haciendo en más lugares del Estado, lo que motivó 
consulta de la Subdelegación del Gobierno en Córdoba al 
Ministerio del Interior (Secretaría de Inmigración y Emigra-
ciones), quien respondió que se ha de entender con un plazo 
de máximos.

En la reunión mantenida con la Fiscalía de Gipuzkoa en sep-
tiembre de 2016 se trasladó a esta institución que lo iban a 
tener en consideración y se iban a interesar por dicha práctica.

En Álava se viene solicitando la autorización de residencia 
en el momento en que el menor es tutelado por la entidad 
de protección y éste se encuentra documentado. La Sub-
delegación del Gobierno está respondiendo positivamente 
a dichas solicitudes, a pesar de que hayan sido pocas las 
que se han realizado con anterioridad a los nueve meses, 
ya que la gran mayoría acude indocumentado y sus familias 
en su país de origen presentan dificultades para recabar la 
documentación necesaria, documentación con la que deben 
presentarse con cita previa en la Embajadas y Entidades 
Consulares de los países de procedencia, instancias que no 

emiten la documentación solicitada con la celeridad desea-
da para continuar con el proceso para la consecución de la 
autorización de residencia.

Tampoco en Bizkaia se espera a que se hayan alcanzado los 
9 meses desde la asunción de la tutela para solicitar la autori-
zación de residencia, que se hace inmediatamente después de 
que el menor aporte toda la documentación necesaria.

2.3.5.c) Importancia de un acompañamiento social 
y/o de una derivación adecuada a la salida de los 
recursos de protección a la infancia

En la recomendación general de la que se viene realizando 
el seguimiento se apunta un número importante de conside-
raciones, tanto referidas a los elementos que los programas 
de acompañamiento en la emancipación debieran contener 
(recursos económicos suficientes –que cubran el coste “de 
mercado”- para garantizar la cobertura de necesidades bá-
sicas, alojamiento y manutención), como a la forma en la 
que se reciban estos recursos. Se señala también el papel 
fundamental del acompañamiento estable y referencial du-
rante el proceso y la importancia de garantizar el “continuo 
de atención”, para el que el trabajo compartido de los profe-
sionales de distintos servicios ofrece mayores garantías que 
la condición mínima de una simple derivación.

En Álava todos los menores atendidos por el servicio de 
protección foral, sean nacionales o extranjeros, cuentan con 
un programa individualizado de salida, trabajado previa-
mente en el plan educativo individualizado. El Programa de 
Seguimiento Post Acogimiento (PSPA), recurso intermedio 
que facilita el paso a los servicios sociales generales o a la 
vida independiente, les procura un seguimiento educativo 
que guía, orienta, acompaña y asesora en la vida autónoma. 
No todos los jóvenes, sin embargo, acceden a él. Los jóve-
nes que quedan fuera del PSPA acceden a recursos munici-
pales del Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz, con quien existe 
coordinación conforme al Protocolo Interinstitucional Ayun-
tamiento-IFBS sobre MENA elaborado en 2014 entre am-
bas instituciones. El Área del Menor y la Familia se coordina 
con el Departamento municipal de Asuntos Sociales y de las 
Personas Mayores, bien con remisión de informe social o 
directamente en circunstancias de especial dificultad/ com-
plejidad, garantizando que en ningún caso se produzca la 
baja del recurso de menores sin ofrecer cobertura y posible 
alternativa en el momento posterior. Acceden, no obstante, 
al Servicio Municipal de Urgencias Sociales, donde les ofre-
cen los recursos previstos de manera general para personas 
adultas en exclusión o en riesgo de exclusión.

En los casos que han sido atendidos como supuestos me-
nores por la entidad de protección y que, tras serles prac-
ticadas pruebas de determinación de edad son declarados 
mayores de edad en base a Decreto Fiscal, no se consi-
dera necesaria la elaboración de un plan individualizado de 
salida, ni llevar a cabo un seguimiento y apoyo, ya que se 
trata de personas mayores de edad. No obstante, si refieren 
voluntad de permanencia en nuestro territorio, tal y como 
se recoge en el Protocolo Ayuntamiento-IFBS referenciado, 
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también se procede a realizar su derivación a los servicios 
sociales municipales.

En Bizkaia existen protocolos para la derivación de los jó-
venes extranjeros no acompañados al programa Mundu-
tik-Mundura y al Programa de emancipación Helduz, actual-
mente en revisión precisamente para garantizar un tránsito 
lo más articulado posible entre la atención recibida en el Ser-
vicio de Infancia y el acceso a un programa del Servicio de 
Inclusión Social (actualmente en Departamentos diferentes). 
Como ya es sabido, no obstante, en Bizkaia tampoco todos 
los menores extranjeros no acompañados que han sido tu-
telados acceden a los programas citados. A aquellos que no 
cumplen alguno de los criterios para acceder se les tramita 
plaza en el Albergue Municipal de Bilbao y se les indica la 
existencia y localización del programa Hemen. Como esta 
institución ha manifestado ya en anteriores ocasiones y este 
mismo año en la Resolución del Ararteko de 14 de abril de 
2016 y en la Resolución del Ararteko, de 19 de abril de 2016, 
la atención dispensada desde este programa no alcanzaría 
el nivel propuesto en la Recomendación general 5/2013, de 
referencia en este capítulo.

Respecto a la cobertura de las necesidades básicas, no se 
dan variaciones respecto a la información ya recogida en 
informes de años anteriores de esta oficina, que hablaba de 
las ayudas especiales para la inclusión social que se sustan-
cian, en todo caso, en planes individuales de atención vin-
culados a procesos de inclusión social y laboral. También las 
ayudas se encuentran en un período de reflexión con el ob-
jetivo de lograr una mayor vinculación de la ayuda a las múl-
tiples necesidades de inclusión social de las personas usua-
rias. Por lo demás, estos jóvenes tienen acceso en igualdad 
de condiciones que el resto de la ciudadanía, reitera la Dipu-
tación de Bizkaia, a los recursos residenciales, de atención 
diurna y socio-educativos dispuestos para las personas en 
riesgo o situación de exclusión social. Son, de hecho, bene-
ficiarios habituales de estos recursos, especialmente de los 
centros de atención diurna y talleres pre-laborales.

La supresión de forma escalonada de la Ayuda de Garantía 
de Ingresos en Gipuzkoa (Decreto Foral 14/2016, de 28 de 
junio) es una mala noticia para esta institución, pues ya en 
ocasiones se había pronunciado de manera positiva respec-
to a ella, calificándola, incluso, de buena práctica. Esta ayu-
da ha venido dando un soporte necesario (tanto económico, 
como social, ya que va acompañada de plan de trabajo y 
acompañamiento educativo) para un grupo de estos jóvenes 
en situación de vulnerabilidad y sin referentes adultos: aque-
llos que egresan de los recursos sociales para la infancia 
en desprotección, pero que han sido tutelados un tiempo 
inferior a los dos años. Permanecen, en todo caso, los pisos 
de emancipación (98 plazas distribuidas en 18 pisos repar-
tidos por el territorio guipuzcoano) y ayudas económicas a 
jóvenes de 18 a 23 años, a las que mensualmente acceden 
alrededor de un centenar de personas.

En relación con los programas de apoyo a la emancipación 
el Ararteko quiere señalar que es consciente de que, aun 
cuando la respuesta a las necesidades de estos jóvenes vie-
nen articuladas desde los servicios para la inclusión social, 

en buena medida, no debe olvidarse que sus necesidades y 
su perfil no es exactamente el mismo que el de otras perso-
nas en situación de exclusión. Efectivamente, estos jóvenes 
tienen las mismas necesidades para su emancipación que 
las del resto de adultos jóvenes (empleo, vivienda, cualifi-
cación…), pero no cuentan con la red de apoyo y seguridad 
que en nuestra sociedad supone la familia, verdadero sopor-
te para el avance en los proyectos personales de vida autó-
noma. Pero precisamente por carecer de ella, su vulnerabi-
lidad se acrecienta en muchos grados y, de no contar con 
otros apoyos, su situación de riesgo de exclusión concluye 
en situaciones de exclusión más complejas y dramáticas. De 
esta afirmación, se derivan dos conclusiones:

• En primer lugar, la constatación de que algunas nece-
sidades importantes para fundamentar con mayores 
garantías los procesos vitales de las personas no son 
competencia principal de los servicios sociales. Así, 
tratándose estos jóvenes de personas sin problemas 
en sus capacidades personales y relacionales, tienen 
dificultades para acceder a una vivienda, a un empleo 
y a una formación cualificante. En este cometido son 
otras instancias también las llamadas a comprometer-
se con los derechos de estas personas.

 A una de estas dificultades se hacía ya referencia en el 
apartado de Educación de este informe: la limitación 
a la cualificación que ha introducido la irrupción de la 
Formación Profesional Básica en los términos expues-
tos en el Real Decreto 127/2014, de 28 de febrero, y la 
desaparición de los Programas de Cualificación Pro-
fesional Inicial. Ante esta ausencia los servicios forales 
están articulando distintas iniciativas:

- En Álava, procesos de formación en los centros 
(alfabetización, aprendizaje de tareas instrumenta-
les, etc.) y recursos que se ofrecen en el entorno 
(Centros de Cultura Popular y cursos de los centros 
cívicos)

- En Bizkaia, cursos propios de inmersión lingüística, 
talleres ocupacionales (jardinería, mantenimiento, 
etc.) que no son oficiales y, en los casos que es 
posible matriculación en el próximo curso, mate-
rias para reforzar los contenidos futuros. Se han 
subvencionado a entidades sin ánimo de lucro, de 
igual manera, algunas actividades dirigidas a la ca-
pacitación para la inserción laboral de adolescentes 
en situación de desprotección, entre los que se en-
cuentran los menores extranjeros en buena medida. 

- En Gipuzkoa se realizaron contactos con el Depar-
tamento de Educación, quien consciente de las di-
ficultades propuso una alternativa de trabajo que, 
como ya se ha citado en el punto 2.2.2.c) a día de 
hoy y sin conocimiento de las razones, no se ha 
implantado.

 Estas iniciativas son a todas luces insuficientes para 
garantizar el derecho a la educación de estos menores, 
por lo que esta institución no cejará en su insistencia 
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ante el Departamento de Educación y el Departamento 
de Empleo y Políticas Sociales –responsable del sub-
sistema de formación para el empleo- para la articula-
ción de respuestas estables a estas necesidades.

• En segundo lugar, que siendo objeto de atención por 
parte de los servicios para la inclusión social, en ca-
lidad de personas en riesgo de exclusión, al menos, 
los programas a ellos dirigidos deben procurarles una 
respuesta a sus necesidades específicas, distintas en 
todo caso de las de otras personas en situación de 
alta exclusión. A esta especificidad intentan atender 
algunos de los elementos que en la recomendación 
general se citan como integrantes de los programas 
de emancipación.

 Un último apunte en relación con los servicios y pro-
gramas para el apoyo a la emancipación y, en gene-
ral, para la inclusión social, es que, conforme a lo que 
se ve reflejado en los distintos Mapas de Servicios 
Sociales diseñados hasta la fecha, tienen previstas 
modificaciones importantes, bien en lo tocante a las 
instancias competentes, la distribución en el territo-
rio o el incremento en los niveles de cobertura. Cabe 
así pensar en un escenario en proceso de reflexión y 
ordenación, quizás propicio para incorporar, también, 
las reflexiones en estos párrafos trasladadas.

2.3.5.d) Devolución de pasaportes en procedimientos 
de denuncia de falsedad documental

Fuera ya del seguimiento de la recomendación general a la 
que nos hemos venido refiriendo, a finales de 2015 se pre-
sentaron en esta institución un conjunto de quejas que infor-
maban de que, en procedimientos de denuncia por falsedad 
documental que habían finalizado con sobreseimiento por 
inexistencia de delito, no se estaban devolviendo los pasa-
portes, con el consiguiente perjuicio para sus titulares, que 
se encontraban sin documentación identificativa.

Esta cuestión ha sido objeto de varias reuniones por parte 
de personal del Ararteko con la Fiscalía y con la Sala de Go-
bierno en la que se han puesto de manifiesto las dificultades 
que implica la no devolución del pasaporte y la paradoja que 
conlleva que el nuevo pasaporte tenga el mismo contenido 
que el pasaporte que no se ha entregado. En todo caso, 
dado que era un problema que se había dado solamente en 
Gipuzkoa, fue tratado en la reunión mantenida con la Fiscalía 
de ese territorio, quien informó de que los pasaportes no 
se devuelven cuando son una pieza de convicción, esto es, 
hay indicios razonables de que está manipulado, se trata de 
indicios formales no materiales. No siendo este el caso, re-
sultaba extraño, pero, en todo caso, la resolución por la que 
se acuerda la no devolución del pasaporte se puede recurrir 
a la Audiencia Provincial. Analizados los casos concretos en 
los que se daba el supuesto, se constató que se encontra-
ban en aquel momento o resueltos o aún en proceso en sede 
judicial. No obstante, a la fecha de finalización de este infor-
me el Ararteko desconoce si, realmente, los pasaportes han 
sido devueltos a sus titulares.

2.3.5.e) Tratamiento informativo

El año pasado se mencionó una actuación que se remitió al 
Defensor del Pueblo con relación al tratamiento informativo 
por parte de la Dirección General de la Policía, en concreto, 
respecto a una nota de prensa publicada por la Dirección 
General de la Policía en Gipuzkoa. En dicha nota de prensa, 
publicada el 10 de junio y con repercusión mediática (Diario 
Vasco, 11-06-2015), se hacían afirmaciones que afectan a la 
imagen social de la inmigración y, en concreto, de un colectivo 
vulnerable como es el de los menores extranjeros no acom-
pañados. La nota de prensa hacía referencia a la comisión de 
delitos que no habían quedado acreditados e incorporaba va-
loraciones como la existencia de un efecto llamada. 

Se trasladó al Defensor del Pueblo la opinión del Ararteko en 
el sentido de que correspondía a los tribunales el enjuicia-
miento de las conductas y que era conveniente mantener un 
criterio responsable y ponderado con relación a las informa-
ciones de la policía relativas a las actuaciones de las perso-
nas inmigrantes, para evitar que la información se constituya 
en instrumento de creación, reproducción y reforzamiento 
de la discriminación.

La oficina del Defensor del Pueblo ha contestado en 2016 
a esta institución informando de que ha realizado múltiples 
actuaciones con los organismos competentes sobre el tra-
tamiento mediático de la inmigración, insistiendo en la nece-
sidad de compaginar la libertad de información que ampara 
el artículo 20 de la Constitución con la prevención de la dis-
criminación y la intolerancia. Ha trasladado a la Dirección 
General de la Policía que la determinación de la condición 
de mayor/menor de edad ante la falta de documentación 
identificativa o dudas razonables sobre la documentación 
aportada corresponde al Ministerio Fiscal, quien lo realiza 
dictando el pertinente decreto de determinación de edad 
una vez estudiados todos los datos del expediente, entre los 
que se encuentran, junto a otros, las pruebas oseométricas 
y radiológicas. Añade que se ha participado a la Dirección 
General del estado de varios de los casos concretos (véa-
se punto 4.1.1. del capítulo III.08 del Informe general), en 
situación distinta a lo comunicado en la nota. Asimismo se 
ha expuesto que la nota de prensa da por sentada la falsi-
ficación de pasaportes por ciudadanos extranjeros, citando 
su nacionalidad, sin considerar su presunción de inocencia, 
ni que el asunto se encuentra pendiente de resolución ju-
dicial. Finalmente, se ha recordado a dicho organismo la 
especial cautela que es preciso adoptar al informar sobre 
datos referidos a menores, o presuntos menores, así como a 
otros colectivos, como el de extranjeros, susceptibles de ser 
estigmatizados al relacionarlos con actividades ilícitas, evi-
tando la creación o el fomento de estereotipos y prejuicios 
sobre los mismos.

En relación con la situación que da origen a la actuación de 
esta institución y, por remisión, de la Defensoría del Pueblo, 
cabe señalar de manera positiva la actuación de la Diputa-
ción Foral de Gipuzkoa, quien en todo momento mantuvo la 
atención a los menores, ya que, dada la presunción de ino-
cencia, hasta que no fueran condenados, a todos los efec-
tos eran menores de edad. También intentó personarse en 
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el procedimiento penal, pero fue denegado al considerarse 
que las personas eran adultas.

2.3.6. Niños, niñas y adolescentes expuestos 
a la violencia de género

La modificación legislativa de julio de 2015, como ya hemos 
señalado, ha supuesto el tan esperado reconocimiento de 
los niños y niñas expuestos a la violencia de género como 
víctimas directas de esta. Otorgado el estatuto de víctima, 
podrá garantizarse, por una parte, la adopción de medidas 
civiles y penales como un sujeto más del procedimiento; por 
otra, supondrá hacer una valoración del impacto que la ex-
posición a la violencia en el hogar está teniendo sobre su 
persona y su desarrollo, articulando en consecuencia las 
respuestas específicas más adecuadas para el sufrimiento 
de estos niños y niñas, más allá de lo que la intervención con 
las madres les aporte indirectamente.

Como ya se avanzaba en el informe del año pasado de la 
Oficina, en los primeros meses de 2016 se culminó el trabajo 
liderado por Emakunde e iniciado en 2014, realizado en el 
marco del Grupo Técnico Interinstitucional (GTI) de la Comi-
sión de Seguimiento del II Acuerdo Interinstitucional para la 
mejora en la atención a mujeres víctimas de maltrato en el 
ámbito doméstico y de violencia sexual. El plan de trabajo 
consensuado se sometió a la aprobación de la Comisión de 
Seguimiento y se encuentra disponible para comenzar su 
materialización. 

2.3.7. Abuso sexual

El abuso sexual, la violencia sexual en general, no es una 
cuestión de atención exclusiva de los servicios sociales, so-
bre los que este apartado 2.3. se viene pronunciando. Sin 
embargo, está claro que esta violencia atenta contra los de-
rechos de los niños, niñas y adolescentes a ser protegidos, 
derechos a los que aluden los artículos de la Convención 
sobre los Derechos del Niño que preludian el apartado. El 
Comité de los Derechos del Niño, en todo caso, recuerda 
que el abuso sexual infantil constituye una forma de mal-
trato grave a niños y niñas que ha de ser abordado desde 
la perspectiva de la infancia como sujeto de derechos. Esto 
es, este abordaje va más allá que su consideración como 
víctima y parte del respeto a su dignidad e integridad física y 
psicológica como titular de derechos.

La violencia sexual incluye diversas conductas, habitual-
mente diferenciadas en 3 grupos, el primero de los cuales es 
el abuso sexual. Este puede incluir contacto sexual, aunque 
también actividades sin contacto directo. Implica, en todo 
caso, la transgresión de los límites íntimos y personales del 
niño o la niña. Supone la imposición de comportamientos 
de contenido sexual por parte de una persona (un adulto 
u otro menor de edad) hacia un niño o una niña, realizado 
en un contexto de desigualdad o asimetría de poder, ha-
bitualmente a través del engaño, la fuerza, la mentira o la 
manipulación.

Después de años insistiendo en la necesidad de abordar 
adecuadamente este grave maltrato a niños, niñas y adoles-
centes, en 2016 parecen haberse dado las condiciones para 
que, al menos, se comiencen a reclamar respuestas adecua-
das desde diversos ámbitos, hasta la fecha ajenos a estas 
demandas. Muestra de ello son los siguientes párrafos.

Entre las actuaciones de oficio abiertas este año por el Arar-
teko, cabe destacar la referente a la atención que reciben en 
nuestros juzgados los niños y niñas que comparezcan ante 
ellos, ya sea en calidad de víctimas o de testigos, en casos 
de posible abuso sexual. 

En el marco de la misma, esta institución ha convocado 
sesiones de trabajo con la Sala de Gobierno del Tribunal 
Superior de Justicia y la Fiscalía del País Vasco, así como 
con representantes cualificados de la abogacía, en torno a 
un objetivo compartido: que las exigencias procesales de-
rivadas del principio de contradicción y de las garantías de 
la defensa se conjuguen con los criterios de protección de 
niños y niñas presentes en la normativa española y euro-
pea. En este sentido, y tomando como referencia la Circular 
3/2009, de la Fiscalía General del Estado, sobre protección 
de los menores víctimas y testigos, cabe identificar como 
ámbitos de mejora los siguientes:

• Dependencias amigables para la práctica de las dili-
gencias en que los y las menores deban participar.

• Consideración y recepción en el proceso penal de los 
informes técnicos emitidos por otros sistemas públi-
cos que hayan intervenido con anterioridad a su aper-
tura, y en particular por los sistemas vascos de salud 
y de servicios sociales. 

• Condiciones de tiempo, espacio y dinámica de trabajo 
que debe reunir la prueba preconstituida practicada a 
los y las menores, como parte de una actividad ins-
tructora que resulte suficiente y prevenga, al mismo 
tiempo, su victimización secundaria.

• Formación específica del personal y los servicios de 
apoyo a la Administración de Justicia que se hayan de 
relacionar con los y las menores, sobre su desarrollo 
evolutivo y nivel de comprensión del proceso. 

• Atención terapéutica que se ha de brindar al niño o 
niña desde el primer momento.

La propia Fiscalía ha alertado en su memoria, por primera 
vez, de su preocupación creciente por el acoso sexual a me-
nores a través de internet y de las nuevas tecnologías.

Esta preocupación, unida a los últimos casos que han teni-
do lugar en el ámbito educativo, explica que se haya pro-
cedido al establecimiento de un Protocolo de prevención y 
actuación en el ámbito educativo ante situaciones de posi-
ble desprotección y maltrato, acoso y abuso sexual infantil y 
adolescente, y de colaboración y coordinación entre el ám-
bito educativo y los agentes que intervienen en la protección 
de la persona menor de edad.
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El abuso sexual ha sido también objeto de algunas jornadas, 
cursos y seminarios, organizados por distintas organizacio-
nes –AVAIM, Save the Children, Gure Sarea– en los que se ha 
evidenciado la necesidad de conocer más, de detectar antes 
y mejor, de comprender con mayor profundidad, de articular 
respuestas adecuadas, de trabajar conectados y con pers-
pectiva de integralidad. En opinión de esta institución, visibili-
zado el problema, ya sólo cabe avanzar en clave, como se se-
ñalaba arriba, de derechos de los niños, niñas y adolescentes.

2.3.8. Informe extraordinario
 La situación de los servicios sociales 

municipales en la Comunidad 
Autónoma de Euskadi. Situación 
actual y propuestas de mejora

Aun cuando la mayoría de las situaciones a las que este 
apartado del informe se ha venido refiriendo son aborda-
das desde servicios y programas de competencia foral por 
el grado de desprotección en el que estos niños, niñas y 
adolescentes se encuentran, no se puede olvidar que los 
servicios sociales municipales tienen un importantísimo pa-
pel en la atención a la infancia y adolescencia en desprotec-
ción (en su caso, en riesgo de desprotección). A finales de 
2016 esta institución ha presentado un informe monográfico 
sobre los servicios sociales municipales, en el que se plan-
tean algunas reflexiones y recomendaciones para la mejora, 
bien del sistema de servicios sociales en su funcionamiento 
integrado, bien de determinados servicios y prestaciones 
contemplados en la Cartera. El informe es presentado con 
más detalle en el Capítulo IV del Informe general, pero desde 
la perspectiva de la atención a niños, niñas y adolescentes 
en situación de desprotección o riesgo de desprotección 
son destacables las recomendaciones (muy vinculadas a las 
conclusiones del informe) referidas a:

• Dar un nuevo impulso al servicio de intervención so-
cioeducativa y psicosocial, de manera que extienda su 
actuación a problemáticas causantes de desprotección 
en niños, niñas y adolescentes distintas a las relaciona-
das con el ejercicio adecuado de las competencias y 
responsabilidades parentales y contempladas en toda 
la normativa de protección a la infancia: acoso o con-
flictos de convivencia (en el contexto escolar y trascen-
dido éste), violencia entre iguales y en las relaciones 
afectivo-sexuales, consumos de riesgo, etc.

• Mejorar la coordinación entre la atención primaria y la 
atención secundaria, elaborando protocolos o acuer-
dos de colaboración y estableciendo un mecanismo 
eficaz para dirimir los desacuerdos.

• Profundizar en la colaboración entre el sistema de ser-
vicios sociales y el sistema educativo, desarrollando 
una cultura de colaboración que tenga por objetivo la 
detección de problemáticas sociales, la derivación a 
los servicios sociales en los casos pertinentes y la co-
laboración entre ambos sistemas.

• Configurar equipos multidisciplinares integrados por 
profesionales competentes y en número suficiente y 
crear las condiciones adecuadas para el desarrollo de 
sus funciones.

• Desarrollar modelos comunes de intervención, impul-
sando la formación de los y las profesionales y esta-
bleciendo estructuras de coordinación horizontal que 
faciliten la colaboración, la reflexión, la información y 
el apoyo técnico a los servicios sociales de atención 
primaria.

• Dotar de contenido al modelo comunitario de la inter-
vención y al principio de continuidad de la atención.

• Impulsar la participación de las personas en sus pro-
cesos de intervención individual o familiar.

• Intensificar las actuaciones preventivas.

• Avanzar en el desarrollo normativo previsto en la Ley 
(normas que regulan cada uno de los servicios y pres-
taciones de la Cartera) y mantener debidamente ac-
tualizada la Cartera, adecuándola a las necesidades 
cambiantes de las personas.

• Garantizar la habilitación en los presupuestos munici-
pales de los recursos económicos necesarios para la 
prestación a la ciudadanía –en adecuados niveles de 
calidad- de todos los servicios sociales de competen-
cia municipal.

La coordinación con el sistema de garantía de ingresos, 
también presente en el informe extraordinario, ha sido objeto 
este año 2016 de la sugerencia dirigida a Lanbide menciona-
da brevemente en el apartado 2.1 de este informe. 

2.4. Derecho a una familia protectora

Artículo 18

1.  Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en ga-
rantizar el reconocimiento del principio de que ambos 
padres tienen obligaciones comunes en lo que respec-
ta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los 
padres o, en su caso, a los representantes legales la 
responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo 
del niño. Su preocupación fundamental será el interés 
superior del niño.

2.  A los efectos de garantizar y promover los derechos 
enunciados en la presente Convención, los Estados 
Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres 
y a los representantes legales para el desempeño de 
sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y 
velarán por la creación de instituciones, instalaciones y 
servicios para el cuidado de los niños.

El trabajo de la institución del Ararteko en esta área se orien-
ta a promover el impulso y el refuerzo de las políticas públi-
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cas dirigidas a apoyar a las familias, desde la consideración 
de la diversidad de los modelos familiares existentes, que el 
Derecho ha reconocido y que en algunos casos merecerá 
una atención específica para lograr su plena igualdad en el 
acceso a todas las prestaciones necesarias para el cumpli-
miento de sus funciones. 

2.4.1. Contexto normativo y social

Así como el año 2015 fue un año prolífico por lo que respec-
ta a la promulgación de leyes, normas y otros instrumentos 
que, tanto en el ámbito estatal como autonómico vasco, 
inciden directamente en la protección de las familias (pue-
de consultarse al respecto este mismo epígrafe del informe 
anual del Ararteko de 2015), el año 2016 ha sido, en cambio, 
un año en el que no se han producido novedades de esta 
índole especialmente significativas. 

Sí resulta, no obstante, reseñable el anuncio hecho público 
por el lehendakari, en marzo de 2016, de la llamada Estra-
tegia de Familia e Infancia del Gobierno Vasco, que plantea 
como objetivo evitar la pobreza infantil e igualar las oportuni-
dades de los niños y niñas, y, sobre todo, revertir la percep-
ción social de que la incertidumbre económica desaconseja 
tener hijos o iniciar proyectos de familia. Para ello se propone 
un pacto de país por la familia y la infancia, con una inversión 
inicial de 50 millones de euros anuales hasta 2020, con el 
deseo de aumentar la inversión para estas políticas sociales 
cuando la situación presupuestaria lo permita. La estrategia 
anunciada, que se considera una hoja de ruta para debatir y 
tratar con todos los agentes implicados, tanto públicos como 
privados (instituciones, grupos políticos, agentes sociales y 
tercer sector), contiene un decálogo de propuestas cuya fi-
nalidad es crear un marco general propicio para el desarrollo 
de las personas en todas las etapas de la vida. Muchas de 
las medidas no se enmarcan en la definición de ayudas o 
subvenciones, sino que consisten en generar condiciones 
favorables para que las familias vean cubiertas sus deman-
das y necesidades de servicios, asegurando unos ingresos 
económicos mínimos garantizados para familias con hijos e 
hijas, el acceso a equipamientos y servicios socioculturales, 
así como favorecer la emancipación de los jóvenes; fomentar 
una organización del tiempo más adecuada para las familias 
y la conciliación; facilitar el acceso a servicios de atención 
infantil “asequibles y de calidad”; establecer programas de 
parentalidad positiva y de mediación familiar; reforzar la red 
de puntos de encuentro familiar; e incidir en los programas 
de intervención socioeducativa.

A finales del año el Departamento de Empleo y Políticas So-
ciales ha informado de que se ha iniciado el trabajo interno 
de presentación de la Estrategia a los diferentes departa-
mentos del Gobierno Vasco, buscando el necesario acuerdo 
interdepartamental previo a cualquier paso interinstitucional. 
Las líneas básicas de la Estrategia enunciadas arriba, en 
todo caso, deberán orientar el IV Plan de Apoyo a las Fa-
milias, que, una vez finalizada la evaluación del III Plan Inte-
rinstitucional de Apoyo a las Familias –en fase avanzada- se 
debería comenzar a definir.

2.4.2. Los motivos de insatisfacción 
reflejados en las quejas

Durante este año hemos continuado recibiendo quejas con 
motivo de la denegación de las ayudas solicitadas al ampa-
ro de la normativa vasca sobre ayudas por hijos e hijas. 
En todas ellas se planteaban problemas de índole formal, 
de los que el punto 2.4. del capítulo III. del informe gene-
ral, concerniente a familias, recoge un ejemplo, origen de 
la Resolución del Ararteko, de 20 de abril de 2016. Ya en 
nuestros informes pasados hemos expuesto la casuística y 
la valoración general de esta institución al respecto, propo-
niendo mejoras en la información a facilitar a las personas 
interesadas, desde la propia incoación del procedimiento 
ante el servicio Zuzenean del Gobierno Vasco.

En este punto deseamos insistir, como lo venimos haciendo en 
años anteriores, en la conveniencia de automatizar la conce-
sión de las ayudas por nacimiento de hijos e hijas, sin que de-
ban pender de un trámite de solicitud, cada vez más complejo 
para las personas interesadas, que, sin duda, está excluyendo 
de la percepción de estas ayudas, en la práctica, a muchas 
personas potencialmente beneficiarias de las mismas.

En 2016 han cobrado especial protagonismo, sin embargo, las 
quejas de familias numerosas, de entre las que destacamos 
tres asuntos, a nuestro entender, de especial relevancia:

El primero de ellos tiene que ver con el problema que se 
genera en los casos de ruptura de la pareja (por divorcio o 
separación en casos de parejas de hecho) y a la subsiguien-
te dificultad para asignar a uno u otro progenitor el título de 
la familia numerosa. El artículo 2.2 c) de la Ley 40/2003, de 
18 de noviembre, de Protección de las Familias Numerosas, 
impone la necesidad de elegir entre uno de los dos ascen-
dentes para mantener la condición de miembro de familia 
numerosa, y la consecuente pérdida de titularidad del otro 
progenitor, que quedaría excluido de la familia numerosa. En 
caso de falta de acuerdo entre los progenitores, se prima 
el criterio de convivencia, es decir debe adjudicarse la titu-
laridad de la familia numerosa a aquel progenitor –padre o 
madre- que tenga asignada la custodia judicialmente. Esta 
regla es difícilmente entendible por la ciudadanía afectada 
en aquellos casos en los que, pese a que la custodia queda 
oficialmente asignada a uno de ellos, el amplio régimen de 
visitas y la corresponsabilidad de ambos progenitores en la 
educación y cuidado de sus descendientes hace injusta una 
regla que excluye a uno de ellos de los beneficios de la fami-
lia numerosa. Son distintas las quejas que este año han ver-
sado sobre este problema, cuya solución pasaría bien por 
una reforma de la legislación estatal en la materia, o bien por 
una regulación ex novo en el ámbito vasco que, al amparo 
de la Ley 13/2008 de 12 de diciembre, de Apoyo a las Fa-
milias, diera un nuevo impulso a las medidas de apoyo a las 
familias, en función del número de hijos e hijas a su cargo.

Pero es que además resulta que esta regulación estatal no 
tiene en cuenta las condiciones de convivencia efectiva 
con los hijos e hijas que se producen en los supuestos 
de custodia compartida. Examinada la mencionada legis-
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lación estatal sobre familias numerosas, esta institución se 
pronunció ya sobre este asunto el pasado año, subrayando 
que, si bien es cierto que el referido precepto exige que, en 
casos de divorcio en los que cese la convivencia efectiva 
de los hijos con uno de los progenitores, debe optarse entre 
uno de ellos para formar parte del título de familia numerosa, 
es preciso, sin embargo, incorporar a la práctica adminis-
trativa de gestión de los títulos de familia numerosa –cuya 
competencia es de las diputaciones forales- una solución 
que dé respuesta a los casos de custodia compartida, en los 
que subsiste la convivencia efectiva de los hijos o hijas con 
ambos progenitores. 

Así pues, ante la laguna legal existente en este ámbito en 
lo que respecta a la institución relativamente novedosa de 
la custodia compartida, hicimos llegar al Gobierno Vasco la 
existencia de este problema, con objeto de que –atendien-
do también al espíritu expresado por el Parlamento Vasco 
en la Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares 
en supuestos de separación o ruptura de los progenitores- 
formulara un criterio homogéneo para la aplicación de este 
precepto de la ley estatal de familias numerosas por parte 
de los entes forales, competentes en la gestión de los títulos 
de familias numerosas. Dicho criterio homogéneo ha sido 
establecido, de modo que el título de familia numerosa debe 
rotar anualmente cambiando de titular de un progenitor a 
otro, en los casos en que la custodia sea compartida. Esta 
fórmula ha traído numerosos problemas de gestión por parte 
de los entes forales, que han desembocado en quejas ciu-
dadanas ante el Ararteko, pues con esta regulación no se 
satisfacen las legítimas expectativas de los progenitores que 
han optado por la custodia compartida, de continuar com-
partiendo igualmente, durante la totalidad del periodo de vi-
gencia del régimen de custodia compartida, los beneficios 
que pudieran derivarse de las distintas medidas de apoyo 
a las familias.

Un segundo problema se ha suscitado en relación con la 
interpretación que deba darse a la disposición transitoria 
quinta de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y adolescencia, que 
lleva a cabo una extensión retroactiva de algunos de los 
efectos del nuevo artículo 6 de la Ley 40/2003, de 18 de no-
viembre, de Protección a las Familias Numerosas, con objeto 
de garantizar a las familias numerosas que hayan perdido el 
título, entre el 1 de enero de 2015 y la entrada en vigor de 
la ley (17 de agosto de 2015), que éstas puedan acceder a 
las bonificaciones de matriculación y examen en el ámbito 
educativo, al igual que el resto de familias que aún ostenten 
la condición de familias numerosas a partir de la entrada en 
vigor de la referida ley, que continuarán ostentando el título 
(y en ese caso, la totalidad de los beneficios que de este se 
deriven), mientras cuenten con un hijo o hija menor de 21 
años o estudiante menor de 26 años, pese a que sus herma-
nos o hermanas mayores hubieran alcanzado la edad legal 
para quedar fuera de tal condición.

El problema surge porque la Diputación Foral de Gipuzkoa 
lleva a cabo una interpretación restrictiva de los términos de 
la disposición transitoria quinta de la referida Ley 26/2015, 
al considerar que la mencionada extensión de los beneficios 

de matriculación y examen sólo alcanza al curso académi-
co 2015/2016, de tal modo que los dos hijos menores de 
la reclamante no podrán hacer valer, más allá de ese curso 
académico, su condición de miembros de familia numerosa 
a efectos de obtener determinados beneficios de matricula-
ción y examen en el ámbito educativo. A juicio de esta insti-
tución, no puede derivarse ni de la literalidad, ni del espíritu 
de la disposición transitoria quinta, objeto de exégesis, se-
mejante consecuencia, razón por la que hemos preparado, 
al cierre de este informe, una recomendación dirigida a la 
Diputación Foral de Gipuzkoa, que verá la luz iniciado ya el 
año 2017 y se comunicará igualmente al resto de las dipu-
taciones forales, así como al Gobierno Vasco, con objeto 
de asentar una aplicación uniforme de dicha disposición en 
todo el territorio vasco. En dicha recomendación se consta-
ta que resulta erróneo considerar –como hace la institución 
foral- que tal beneficio deba limitarse únicamente a un curso 
académico (2015/2016), y ello porque la letra de la ley no 
establece ninguna limitación, ni explícita, ni implícita en ese 
sentido. Se trata de una interpretación restrictiva de una nor-
ma de rango legal favorable a los ciudadanos y ciudadanas, 
que exigiría, si cabe con más fuerza, una apoyatura expresa 
en la voluntad del legislador, que de ningún modo se puede 
encontrar en esta disposición legal. Con ello, se concluye 
igualmente que la interpretación llevada a cabo por la Di-
putación Foral de Gipuzkoa, que excluye a la familia de la 
promotora de esta queja de dichos beneficios a partir del 
curso académico 2016/2017, no es adecuada a Derecho y 
contraviene el espíritu y la literalidad de la reforma de la Ley 
40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las familias 
numerosas, llevada a cabo por la Ley 26/2015, de 28 de ju-
lio, de modificación del sistema de protección a la infancia y 
adolescencia, razón por la que se recomienda al ente foral 
guipuzcoano que reconozca a los dos hijos menores de la 
reclamante, sin ningún límite relativo a determinados cursos 
académicos, los beneficios de matriculación y examen en 
el ámbito educativo derivados de la legislación sobre fami-
lias numerosas, hasta que estos cumplan la edad legal para 
quedar fuera del ámbito de aplicación de dicha legislación.

El tercer asunto se refiere a la supresión de beneficios fisca-
les para las familias numerosas en el Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles en Bizkaia. La Federación de Asociaciones de 
Familias Numerosas de Euskadi (Hirukide) trasladó a esta 
institución su desacuerdo con la supresión en Bizkaia, a par-
tir del 1 de enero de 2017, de la bonificación potestativa a 
los miembros de las familias numerosas, como consecuen-
cia de la entrada en vigor de la Norma Foral 4/2016, de 18 
de mayo, del Impuesto sobre Bienes Inmuebles (IBI). Como 
resultado de nuestro examen e intervención en este asun-
to, hemos dictado la Resolución de 2 de noviembre de 
2016, por la que se sugiere al Departamento de Hacienda y 
Finanzas de la Diputación Foral de Bizkaia que promueva el 
avance en el reconocimiento de beneficios fiscales a favor 
de las familias con hijos e hijas a su cargo en el Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles. En dicha resolución se recuerda, 
además, a todas las administraciones públicas vascas, su 
deber de ofrecer respuestas suficientes a la demanda ciu-
dadana expresamente consagrada en la ley, de examinar, 
por un lado, el impacto económico que las distintas medidas 
puedan tener en las familias sobre las que recaen, y por otro, 
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de apoyar suficientemente a las familias, especialmente a las 
más vulnerables. Para todo ello, resulta, sin duda, indispen-
sable integrar en las distintas medidas públicas –también en 
las medidas tributarias- la consideración de la existencia de 
hijos e hijas en las distintas familias sobre las que impac-
tarán dichas medidas. Sugerimos concretamente al Depar-
tamento de Hacienda y Finanzas de la Diputación Foral de 
Bizkaia que inicie un proceso de reflexión, con el fin de que 
se pueda avanzar y ahondar en dicho territorio histórico en 
la potenciación de instrumentos y medidas económicas que 
apoyen a las familias con hijos e hijas a su cargo, para que 
se les ayude a desarrollar sus proyectos vitales con autono-
mía, mediante el establecimiento de medidas de compen-
sación de costes, y que, en adelante, estudie, con carácter 
previo a la toma de decisiones, el impacto que puedan tener 
en las familias con hijos e hijas las distintas medidas fisca-
les que pretenda activar, incluidas las reformas tributarias 
que, como la que se cuestiona en este expediente, suprimen 
bonificaciones fiscales a estas familias. Por otro lado, consi-
deramos que se debería promover, con carácter general, el 
avance en la homogeneización de los beneficios fiscales a 
favor de las familias, para que las familias vascas con hijos 
e hijas a su cargo, con independencia de su lugar de resi-
dencia en el territorio de la CAV, dispongan de un sistema 
equiparable de protección.

Continuamos recibiendo quejas que plantean las dificulta-
des de las familias monoparentales para ver reconocido su 
status de familia y acceder a las bonificaciones correspon-
dientes por hijos e hijas teniendo en cuenta las dificultades 
añadidas que se derivan de la atención y educación de los 
hijos e hijas por un solo titular de la familia. Como se ha 
venido señalando, se observan importantes diferencias de 
reconocimiento de estas familias en nuestras distintas admi-
nistraciones locales (especialmente en el ámbito de los po-
lideportivos municipales), que en algunos casos reconocen 
y atienden plenamente a la singularidad de las familias mo-
noparentales y en otros desconocen por completo esta rea-
lidad, con el perjuicio evidente que ello comporta para ellas. 
Como noticia positiva, apuntar que al filo del cierre de este 
informe esta institución ha sido informada por el Área de Ju-
ventud y Deportes del Ayuntamiento de Bilbao de que están 
en proceso de revisión de sus tarifas (con materializaciones 
ya para 2017), actuación en línea con la sugerencia que se 
le realizaba en 2014 proponiéndole la revisión de las tarifas 
bonificadas de las instalaciones deportivas municipales des-
de la perspectiva integradora de la promoción de las familias 
monoparentales con un menor número de miembros.

En lo tocante a la realidad de las familias homoparentales, 
en 2016 hemos continuado recibiendo alguna queja relacio-
nada con las dificultades que tienen las parejas de lesbianas 
a la hora de inscribir la filiación del hijo o hija de la madre 
no biológica. Son diversos los problemas jurídicos que, con 
este motivo, se suscitan y atañen todos ellos a la aplicación 
de la legislación estatal sobre la materia, concretamente de 
la Ley 14/2006, de 26 de mayo, sobre técnicas de reproduc-
ción asistida, que genera dificultades en el momento de la 
inscripción registral de los hijos e hijas nacidos en el seno de 
familias cuyas titulares son dos mujeres. 

A pesar de las limitaciones que la ley nos impone –pues que-
da fuera de nuestras funciones institucionales el control del 
poder judicial, así como la propuesta de reforma de leyes 
emanadas de las Cortes Generales-, la institución del Arar-
teko, en la medida de sus atribuciones, ha abordado ya esta 
cuestión mediante diferentes actuaciones (remisión de infor-
me a la Defensora del Pueblo de España y Recomendación 
General 4/2010).

Con todo, no podemos obviar que la regulación actualmente 
vigente impone -para un reconocimiento legal de la filiación 
de las dos madres- que éstas estén casadas y que los hijos 
o hijas nazcan como resultado de las técnicas de reproduc-
ción asistida, pues de lo contrario, si no concurren estas dos 
circunstancias, sólo se hace posible establecer la filiación 
respecto a la pareja de la madre biológica mediante el re-
curso a un proceso de adopción en el marco del matrimonio 
civil o de la legislación autonómica sobre parejas de hecho, 
procedimiento que no se impone, en cambio, a las parejas 
heterosexuales, ya sean casadas o de hecho, a quienes se 
reconoce la filiación de una manera automatizada. Debemos 
señalar al respecto que, al tratarse de una opción del legis-
lador estatal, la institución del Ararteko no tiene atribuciones 
que permitan cuestionar dicho estatuto jurídico creado por 
la mencionada ley de reproducción asistida. No obstante, 
somos conscientes de que esta regulación legal puede crear 
disfunciones que afectan al principio de igualdad entre las 
personas, en la medida en que genera de facto diferencias 
de trato difícilmente justificables entre parejas heterosexua-
les y parejas del mismo sexo, que pudieran en consecuen-
cia constituir una discriminación. La continuidad de quejas 
y consultas sobre esta cuestión nos indica además que se 
trata de un tema irresuelto para la ciudadanía afectada. Por 
todas estas razones, esta institución tiene intención de dar 
renovada cuenta de esta cuestión a la Defensora del Pueblo 
de España y de poner todos los medios a su alcance para 
impulsar las modificaciones necesarias que permitan cam-
biar la actual situación. 

Otra cuestión que también ha ocupado nuestra atención en 
2016 relativa a las familias homoparentales ha sido la falta 
de adaptación de ciertos formularios de la Seguridad Social 
a su realidad. Habida cuenta de que se trata de un asunto 
que atañe, de nuevo, a una administración de ámbito es-
tatal, lo hemos remitido a la Defensora del Pueblo de Es-
paña para que sea tramitado por esa institución, quien nos 
ha comunicado posteriormente que, tras su intervención, se 
han modificado algunos aspectos de los formularios de las 
solicitudes de prestaciones por nacimiento de un hijo o hija, 
concretamente mediante la referencia a progenitor A y pro-
genitor B, en lugar de a padre y madre. No se han modifica-
do, en cambio, otras referencias contenidas en los mismos 
formularios, como la mención a las prestaciones por mater-
nidad y prestaciones por paternidad, toda vez que –según 
indica la Defensora del Pueblo- dicha denominación debe 
recogerse trasladando miméticamente lo establecido en Ley 
General de Seguridad Social y su normativa de desarrollo, 
que no han sido modificadas en este aspecto.
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2.4.3. El interés superior de niños, niñas 
y adolescentes en los procesos de 
separación y divorcio

Continuamos asistiendo con preocupación a la recepción 
de quejas que, formuladas en torno a distintas cuestiones 
y ámbitos, reflejan y trasladan serias dificultades de comu-
nicación derivadas de rupturas de pareja con alta conflicti-
vidad, en las que los hijos e hijas se ven gravemente afec-
tados. Así, la investigación de algunas quejas relacionadas 
con dificultades para la realización de gestiones administra-
tivas, denuncias sobre el funcionamiento y las decisiones de 
los profesionales de puntos de encuentro familiar, informes 
de éstos y de los Equipos Psicosociales de los juzgados, 
etc. nos llevan a apelar, una vez más, a la responsabilidad 
de ambas partes para que, en aras del interés del menor, 
lleven a cabo un sobreesfuerzo de comunicación, todo ello 
sin perjuicio de lo que los tribunales dispongan en caso de 
desacuerdo. 

Este contexto de conflictividad y la preservación del derecho 
de cada niño y niña a que sus derechos sean considerados 
como materia prioritaria en la toma de decisiones son los 
que han guiado la actuación de la institución, tanto en la Re-
solución del Ararteko de 12 de mayo de 2016, como en las 
visitas de inspección realizadas a los puntos de encuentro 
familiar por derivación judicial.

2.5. Derecho a la salud

Artículo 24

1.  Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
disfrute del más alto nivel posible de salud y a servicios 
para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilita-
ción de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por 
asegurar que ningún niño sea privado de su derecho al 
disfrute de esos servicios sanitarios.

2.5.1. Contexto normativo y social

En 2016 se ha aprobado la Ley 1/2016, de 7 de abril, de 
Atención Integral de Adicciones y Drogodependencias, que 
pretende un abordaje multidisciplinar e integral de las adic-
ciones. Entre los fundamentos básicos del modelo de pre-
vención y atención de la ley destacan el enfoque de salud 
pública y el paradigma de salud en todas las políticas, con 
los que se pretende alcanzar un compromiso interinstitucio-
nal que impulse una estrategia intersectorial y transversal, 
dirigida a hacer que la salud y la equidad en salud sean asu-
midas como metas de todas las políticas públicas y agentes 
sociales.

Los niños, niñas y adolescentes son citados y señalados 
como unos de los principales destinatarios de las propues-
tas de la ley. Son parte fundamental de los destinatarios na-
turales de una propuesta que define como estrategia básica 

de actuación para la promoción de la salud y la prevención 
de las adicciones y drogodependencias la educación para la 
salud. Esta, desde el enfoque de salud pública, se dirige al 
logro de hábitos saludables y de la cultura de la salud como 
forma de vida autónoma, solidaria y libre. En las actuaciones 
preventivas son prioritarios el ámbito familiar, el comunitario 
y el educativo, que deberán coordinarse para implicar a to-
dos los agentes sociales intervinientes.

En la prevención en el ámbito familiar destaca el principio 
de parentalidad positiva, paradigma de intervención psico-
social con las familias que supone el desarrollo de habilida-
des parentales positivas para con los hijos e hijas por parte 
de las personas progenitoras o tutoras, y la educación en 
valores que fijen los límites de su comportamiento. Se trata 
de impulsar los valores de vinculación afectiva, el fortaleci-
miento de entornos estructurados, la estimulación y apoyo 
al aprendizaje escolar y el reconocimiento del valor de los hi-
jos e hijas, potenciando su propia percepción como agentes 
en activo, competentes y capaces.

Por lo que respecta al ámbito comunitario, la ley destaca 
el valor propulsor de aquellos entornos más cercanos a la 
persona, buscando la implicación y la participación de todos 
ellos en las intervenciones propuestas. Respecto del ámbito 
educativo, su valor preferente deriva del papel predominante 
del sistema educativo en la construcción de las competen-
cias de las personas, sobre todo en las etapas más tempra-
nas de su desarrollo, considerándose necesaria la adopción 
de medidas dirigidas a personas menores de edad que se 
encuentran en situación de riesgo, orientadas a que el alum-
no o la alumna tome conciencia del riesgo de desarrollar una 
adicción a alguna sustancia o una adicción comportamental 
y potencie sus competencias para hacerles frente, poniendo 
a su disposición instrumentos de autocontrol o autoevalua-
ción, entendiendo que el conocimiento es vital para la for-
mación de la voluntad. Por tanto, siendo necesario el cono-
cimiento, hay que ir más lejos, sobre todo cuando hablamos 
de personas menores de edad en riesgo.

Finalmente, en relación con la prevención respecto de me-
nores y jóvenes en situación de alto riesgo, se destacan las 
intervenciones y los programas socioeducativos específi-
cos, de asesoramiento y apoyo e intervenciones adaptadas 
a su situación.

En el ámbito socio-sanitario hay que referirse a la aprobación 
del Decreto 13/2016, de 2 de febrero, de intervención inte-
gral en Atención Temprana en la Comunidad Autónoma del 
País Vasco, que tiene como objetivo establecer las normas 
básicas para la organización y coordinación del conjunto de 
intervenciones que, en el campo de la atención temprana se 
desarrollan desde los ámbitos de la salud, la educación y los 
servicios sociales, con el fin de garantizar un modelo integral 
y eficaz en el que se coordinen adecuadamente las actua-
ciones de los diferentes departamentos. La entrada en vigor 
del decreto supone, entre otros efectos positivos, la aten-
ción en los tres Territorios Históricos de niños y niñas desde 
los 0 hasta los 6 años, ampliándose en el caso de aquellos 
que aún no lo había hecho –Álava–, de los 3 a los 6 años.
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Para finalizar, en un ámbito distinto al normativo, pero rele-
vante desde la perspectiva social, en la medida en que ex-
presa la orientación de las actuaciones públicas, hay que 
señalar que se ha publicado la Guía de actuaciones reco-
mendadas en el sistema sanitario de Euskadi respecto a la 
mutilación genital femenina.

2.5.2. Quejas al sistema vasco de salud

De nuevo un año más un número importante de quejas tiene 
relación con las dificultades de acceso a la atención sanitaria 
por parte de personas extranjeras, en este informe centradas 
en los problemas de acceso de mujeres embarazadas y perso-
nas menores de edad y eso a pesar de que, tal y como lo su-
braya la legislación de infancia, gozan de los mismos derechos 
que los niños, niñas y adolescentes de nacionalidad española.

El Departamento de Salud y Osakidetza ha informado al 
Ararteko de que se está formando de manera continuada a 
los servicios de las áreas de atención al cliente, admisiones 
y servicios de facturación de los centros sanitarios. Las que-
jas recibidas, sin embargo, son una muestra de que las nor-
mas que se deben aplicar siguen dando pie a interpretacio-
nes que no se adecuan a los criterios que se están haciendo 
llegar a los responsables de su aplicación.

En este ámbito de la asistencia a personas extranjeras el 
Ararteko inició una actuación de oficio al ser conocedor de 
que los menores extranjeros recién nacidos tienen dificulta-
des para recibir la asistencia sanitaria completa a la que tie-
nen derecho. El problema no se produce a la hora de recibir la 
atención sanitaria que necesitan, sino al acceder a las pres-
taciones suplementarias que su médico les prescribe, por 
ejemplo la farmacéutica.

Ello se debe al tiempo que transcurre desde el nacimiento 
hasta que sus progenitores obtienen de su país de origen la 
documentación que la administración competente (depen-
diendo del supuesto, INSS o Departamento de Salud del 
Gobierno Vasco) exige para tramitar el reconocimiento del 
derecho a asistencia. 

Es una situación que afecta tanto al o la menor, cuyos proge-
nitores tienen reconocida su condición de asegurado por el 
Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgen-
tes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de 
Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, 
quienes la misma norma, dentro de los supuestos de Asis-
tencia sanitaria en situaciones especiales, reconoce, en todo 
caso, su derecho a recibirla en las mismas condiciones que 
los menores que no son extranjeros.

Nos encontramos, por tanto, ante una situación en la que no 
se ha cuestionado el derecho a recibir la asistencia sanitaria, 
incluidas todas sus prestaciones, pero en la que el tiempo 
que transcurre hasta que pueden presentar la documentación 
requerida, condiciona, de hecho, durante un tiempo prolon-
gado, su efectividad. Durante ese tiempo, en consecuencia, 
han de hacer frente al coste del cien por cien de las prestacio-
nes suplementarias a la atención médica.

El Departamento de Salud ha informado al Ararteko sobre la 
respuesta ofrecida a todos los centros asistenciales, que es 
la siguiente: “En estos casos, no se puede utilizar el aplicati-
vo informático “Presbide” para la tramitación mediante receta 
electrónica de la prescripción que los pediatras indiquen. En 
su lugar se extenderá receta oficial de Osakidetza en papel, 
escrita manualmente, donde se registrará el número de TIS de 
cualquiera de los progenitores del recién nacido. En la oficina 
de farmacia, por defecto, le aplicarán el 40% de aportación, 
de igual manera que lo aplican a las recetas de pacientes des-
plazados de otras comunidades si tienen menos de 65 años (si 
fueran mayores de esa edad le aplican el 10% de aportación)”. 

Algunas fuentes consultadas sugerían que esta información 
sobre el modo de actuar, utilizando receta en papel, no era co-
nocida por todas y todos los profesionales sanitarios respon-
sables de la atención de estos y estas menores, lo que llevó 
al Ararteko a solicitar información complementaria, esta vez a 
Osakidetza. En la misma petición se ha solicitado aclaración 
en torno a si el hecho de que las prescripciones se hagan en 
papel supone un problema a la hora de recoger esas pres-
cripciones en la historia clínica de este colectivo de menores. 

Otra cuestión frecuente en las quejas es la relativa a solicitu-
des de segunda opinión, cambio de médico de cabecera, 
hospital o de médicos especialistas. En la medida en que 
afecta a un menor, destacamos una en la que se denegaba un 
cambio de centro de salud mental. 

Su petición, basada en la cercanía (el nuevo centro de salud 
estaba frente a su domicilio), se fundamenta en el derecho 
a elegir médico recogido en el Decreto 147/2015, de 21 de 
julio, por el que se aprueba la Declaración sobre Derechos y 
Deberes de las personas en el sistema sanitario de Euskadi. 
Se trata de una opción que el sistema público de salud ofrece 
a la persona usuaria para que pueda solicitar cambios en los 
medios que inicialmente le ha asignado.

La razón esencial de la petición era que el nuevo centro está 
frente a su domicilio. La denegación se basaba en el hecho 
de que la planificación no contempla la atención de su hijo en 
el centro de salud mental al que ahora solicitaba el cambio. 

La respuesta a la petición de información del Ararteko expli-
caba que los criterios para una mejor atención posible por los 
centros especializados en salud mental infanto juvenil son los 
establecidos en la zonificación, instrumento que equipara los 
cupos de pacientes atendidos.

La denegación del cambio solicitado no distinguía, a juicio del 
Ararteko, dos ámbitos que, aunque no son independientes, 
se pueden analizar de manera separada. Uno, el que corres-
ponde a los criterios de planificación, por tanto relacionado 
con las facultades de la administración sanitaria para orga-
nizar los medios asignados a la asistencia sanitaria y, otro, 
el ámbito propio del derecho de elección, que si bien no es 
absoluto, tiene entidad propia. 

Si no se diferencian esos dos ámbitos se corre el riesgo de 
vaciar el contenido el derecho de elección.
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Los motivos que justifican la competencia de la administración 
para la planificación de los recursos se deben situar en el ám-
bito de su capacidad discrecional para organizar los recursos 
disponibles. Pero si esa justificación se traslada miméticamen-
te a cualquier petición posterior que sea expresión de la facul-
tad de elección del usuario, para, con base en la planificación 
previa, denegar cualquier cambio individual solicitado, enton-
ces se corre el riesgo de vaciar de contenido este derecho. Por 
ello, si no se justifica el modo en que alteran la organización, la 
mera alegación de los criterios de planificación no puede llevar 
a denegar peticiones de cambio de centro.

Si quedara acreditado que la actual organización resultaría 
afectada con la aceptación del cambio solicitado, cabría pen-
sar en una limitación justificada del derecho de elección. Este 
derecho podría ser igualmente condicionado si en la especí-
fica atención infanto juvenil requerida, como era el caso, la 
asistencia del menor en el centro de salud mental solicitado 
no quedara garantizada con similares recursos a los existen-
tes a aquel al que está acudiendo. 

Lo que no es posible, a juicio de esta institución, es cerrar 
la puerta al derecho a la elección sobre la base de eventua-
les peticiones posteriores, de las que no se habían aporta-
do indicios de que se fueran a presentar (en la respuesta de 
Osakidetza se señalaba que atender esta petición sería un 
precedente y su aceptación llevar a un desajuste en la or-
ganización establecida). Aceptar este motivo de denegación 
llevaría a que, dado que los cambios individuales solicitados 
son siempre posteriores a las planificaciones en las que se 
basa la organización, su mera existencia vaciara de conteni-
do el derecho individual de elección posterior que el ordena-
miento reconoce a las personas usuarias. 

La atención sanitaria a otro menor, en este caso con autis-
mo, ha sido objeto de análisis pormenorizado por parte del 
Ararteko. Este menor necesitaba un tratamiento de odonto-
logía que, precisamente por padecer autismo, requería anes-
tesia en quirófano.

Los servicios sanitarios que el menor tenía asignados de 
acuerdo con la planificación de Osakidetza, eran los corres-
pondientes a su área de salud, Gipuzkoa. Sin embargo, el tra-
tamiento de odontología, porque forma parte del Programa 
de Atención Dental Infantil (PADI), concertado por el Departa-
mento de Salud, tiene una planificación no coincidente con la 
del área de salud de Osakidetza. De acuerdo con esta plani-
ficación del PADI, la atención especial que necesitaba por su 
autismo debía ser ofrecida en Bizkaia, ambulatorio de Sestao 
en primer lugar y, caso de necesitar quirófano, en el Hospital 
San Juan de Dios, en Santurtzi.

En un primer momento el facultativo de Sestao consideró que 
la intervención que necesitaba el menor no requería quiró-
fano y propuso hacerlo con un calmante. No fue posible y 
acordaron hacer revisiones trimestrales coordinadas con su 
odontóloga del PADI, para ver la evolución de la pieza dental. 
Más adelante, esta odontóloga les sugirió que se informaran 
sobre la posibilidad de hacerlo con sedación (sin necesidad 
de quirófano) pues teniendo en cuenta el avance de la caries 
no era posible esperar.

Los padres, tras informarse de las opciones existentes, pidie-
ron cita en el Hospital Quirón de Donostia-San Sebastián (cen-
tro concertado con el Departamento de Salud, para pacientes 
de Gipuzkoa que necesitan estas intervenciones). Los padres 
informaron sobre ello al centro de Sestao y anularon la cita 
prevista en este centro. En Quirón les indicaron que no era po-
sible intervenir con sedación, pues la intervención sería larga y 
por tanto era necesaria la anestesia general (quirófano). 

Con estos antecedentes, los padres pidieron autorización 
para la intervención de su hijo en Quirón. La autorización para 
ser intervenido en dicho centro de Gipuzkoa fue denegada 
por la administración sanitaria, por no ser el que les corres-
pondía. Pidieron por ello cita en Sestao donde les indicaron 
que si necesitaba quirófano el centro de referencia era el Hos-
pital San Juan de Dios, en Santurtzi.

Desde un punto de vista administrativo, la respuesta del De-
partamento de Salud había sido correcta. Sin embargo, por 
los avatares de la evolución del proceso asistencial, la situa-
ción con la que se encontraba el menor en el momento en 
que solicitaron la autorización que fue denegada para acudir 
a Quirón, era la de dos propuestas terapéuticas diferentes: 
en su centro de referencia en Bizkaia (concertado para esta 
asistencia ) le proponían la extracción de la muela afectada, 
no así en el centro de Quirón (concertado para pacientes de 
Gipuzkoa) donde la propuesta de tratamiento era realizar una 
endodoncia. 

Suscitada la cuestión ante el Departamento de Salud en es-
tos términos, la administración sanitaria analizó todos los an-
tecedentes, esencialmente la distinta propuesta terapéutica, 
y encauzó finalmente la pretensión de los padres atendiendo 
a la especificidad de las diferentes propuestas.

Las reclamaciones relacionadas con las listas, los tiempos y la 
información en los períodos de espera para tratamientos y/o 
intervenciones quirúrgicas afectan, como al resto de ciudada-
nos y ciudadanas, también a niños, niñas y adolescentes. En 
este informe de la Oficina de la Infancia y la Adolescencia, en 
todo caso, destacamos la especial relevancia que estos tiem-
pos de espera tienen en los problemas de infertilidad, máxime 
cuando las mujeres se acercan al umbral del límite de la edad 
a partir de la cual sus posibilidades de éxito disminuyen.
 
En el ámbito específico de la salud mental infanto-juvenil 
recogemos este año la actuación realizada en torno a los tras-
tornos de la conducta alimentaria (TCA). 

Para hacer un seguimiento sobre diversos aspectos plantea-
dos por las asociaciones de apoyo a las personas afectadas 
por trastornos de conducta alimentaria (TCA), el Ararteko 
abrió un expediente de queja en el que se tomaba como pun-
to de partida la evaluación que se recogía en un Informe de 
Osakidetza de diciembre de 2014, en respuesta a una peti-
ción sobre la atención a estas personas.

El expediente tramitado se ha centrado en dos puntos de 
aquel Informe: la demanda de creación de una unidad espe-
cializada para el ingreso de pacientes graves y la necesidad 
de completar los servicios de comedores terapéuticos.
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Con relación al primer punto, consideraciones de diversa ín-
dole han impedido el acuerdo sobre el modo en que se ha de 
desarrollar tal unidad especializada. Sobre el segundo punto 
–los comedores terapéuticos–, existe coincidencia en su uti-
lidad, siempre que se encuentren integrados en un esquema 
asistencial coherente y coordinado.

En el tiempo transcurrido entre la petición de información del 
Ararteko sobre esos puntos y la correspondiente respuesta 
de Osakidetza, se mantuvo una reunión entre los represen-
tantes de ACABE de cada territorio histórico y representantes 
de Osakidetza. En esta reunión, a la que también asistió la 
institución del Ararteko, se abordó la situación actual de los 
comedores terapéuticos y la atención específica de los TCA, 
así como las actuaciones previstas para abordar las caren-
cias existentes. Tras contrastar la respuesta de Osakidetza a 
la petición de información sobre tales aspectos con las tres 
Asociaciones de apoyo a las personas afectadas por TCA, 
el Ararteko ha trasladado la Resolución del Ararteko de 14 
de julio de 2016, por la que se recomienda a Osakidetza que 
contemple la dotación necesaria para abordar propuestas de 
actuación relacionadas con la atención de las personas afec-
tadas por trastornos de conducta alimentaria.

Una última cuestión abordada en 2016 relativa al derecho a 
la salud de niños, niñas y adolescentes es la que ha ocupado 
algunos expedientes abiertos a iniciativa del Ararteko con el 
denominador común de interesarse por la actuación municipal 
para el control del acceso a bebidas alcohólicas por parte de 
personas menores. Como ya se citaba en el apartado 2.1.1. al 
presentar la nueva ley sobre adicciones, aun cuando en otra 
época hubiera podido parecer una cuestión de orden público, 
nos encontramos ante una cuestión de salud pública.

La intervención de oficio, realizada ante un número determi-
nado de ayuntamientos, pero con una vocación de análisis 
general, tenía su origen en manifestaciones de ciudadanos y 
ciudadanas que, con diferente intensidad y formato, vienen 
trasladando su preocupación por el consumo de bebidas al-
cohólicas por parte de adolescentes, además de su sorpresa 
por la aparente facilidad con la que acceden a ellas, estando 
prohibida su venta a las personas menores de edad.

El Ararteko concluye su actuación con la constatación de 
que, realmente, el consumo de bebidas alcohólicas por parte 
de chicos y chicas menores de edad es un asunto complejo, 
en el que necesariamente se requiere de la colaboración de 
todos los agentes, tanto institucionales, como sociales y par-
ticulares. En esta ocasión, de manera similar a como en otros 
momentos lo hiciera con el departamento de Educación o de 
Sanidad de Gobierno Vasco, dirige a los ayuntamientos vas-
cos un recordatorio de sus obligaciones legales en lo tocante 
al control del suministro de alcohol a chicos y chicas menores 
de edad en sus municipios. 

La ley a la que nos venimos refiriendo es clara en este sentido 
en la atribución a las entidades locales, tanto de la función 
inspectora (por personal que tenga la consideración de agen-
te de la autoridad), como de la imposición de las sanciones 
correspondientes.

Esta ley, no obstante y como su propio título recoge, aborda 
el problema de las adicciones desde una perspectiva multidis-
ciplinar e integral, en la que cobra una especial relevancia la 
prevención (desde un enfoque de salud pública) y, como es-
trategia básica para ello, la educación para la salud. Siguiendo 
la Estrategia de la Unión Europea en materia de lucha contra 
la droga 2013-2020, las medidas enfocadas a la disminución 
de la demanda y las dirigidas al control de la oferta, aunque de 
distinta naturaleza, deben resultar complementarias.

En la base de la intervención pública, una vez más, los de-
rechos de niños, niñas y adolescentes. Más en concreto, su 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud y a ser 
protegido de potenciales daños para su desarrollo integral. 
En coherencia con ellos, las políticas públicas sobre alcohol 
y menores han de conjugar el trabajo en clave educativa y las 
medidas que procuren un contexto protector, como sería el 
caso del control de la venta de alcohol a menores.

Alguno de los ayuntamientos ya ha respondido al Ararteko in-
formando de las actuaciones que en clave preventiva está de-
sarrollando y comunicando su intención de ampliar, en la me-
dida de sus posibilidades, las actuaciones dirigidas al control 
de la venta y suministro de bebidas alcohólicas a menores.

2.6.  Derechos de las personas menores 
infractoras

Artículo 40

1.  Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño 
de quien se alegue que ha infringido las leyes penales 
o a quien se acuse o declare culpable de haber infrin-
gido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el 
fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que for-
talezca el respeto del niño por los derechos humanos y 
las libertades fundamentales de terceros y en la que se 
tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de 
promover la reintegración del niño y de que éste asuma 
una función constructiva en la sociedad.

Si bien la ley reguladora de la institución del Ararteko señala 
claramente en su artículo 13.1. que no entrará en el examen 
individual de aquellas quejas sobre las que haya recaído 
sentencia firme o esté pendiente resolución judicial, la con-
fluencia en las funciones de protección de los derechos de 
los niños, niñas y adolescentes atribuidas a, por una parte, 
la Fiscalía de menores y, por otra, las instituciones de de-
fensa de sus derechos, como sería el caso del Ararteko, 
supone, en la práctica, un canal de comunicación abierto 
a frecuente intercambio de información y gestiones entre 
ambas instancias. 

Por otra parte, como en años anteriores, algunas de las ac-
tuaciones en las que en 2015 se ha encontrado concernido 
el Departamento de Administración Pública y Justicia se han 
expuesto ya en otros puntos de este informe (como el relati-
vo al derecho a una familia protectora), con el fin de realizar, 
a nuestro entender, una presentación más acorde con los 
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ámbitos de interés de la ciudadanía (y no tanto ordenada por 
la administración concernida). 

Como ya se señalaba en el informe de esta Oficina de 2015, a 
la fecha de su redacción se encontraba abierta una investiga-
ción relativa a la información a los progenitores y la escucha 
a los niños y niñas infractores a los que, por no haber cum-
plido los 14 años y en virtud del artículo 3 de la Ley Orgánica 
5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad pe-
nal de los menores, se les aplica lo dispuesto en las normas 
de protección de menores. A lo largo de 2015 y 2016, en el 
transcurso de su intervención, el Ararteko ha solicitado infor-
mación a los distintos agentes institucionales implicados, se 
han avanzado propuestas para su valoración y se han man-
tenido reuniones para su contraste. El resultado, recogido en 
un documento que se presentará en febrero de 2017, recoge 
y comparte la información y las opiniones recibidas, con el 
ánimo de contribuir a un mejor conocimiento de los procedi-
mientos con los que las autoridades vienen actuando en Eus-
kadi (con matices distintos en cada uno de los tres territorios 
históricos) en relación con estos menores y a hacer más visi-
bles sus principales elementos de debilidad. Respecto a las 
propuestas, tanto las inicialmente formuladas por el Ararteko, 
como las provenientes de otros agentes, se exponen en el ci-
tado estudio acompañadas de las distintas valoraciones que 
han realizado quienes así lo han considerado conveniente.

En relación con el ámbito policial, en el apartado II.13 del 
Informe general se recoge alguna queja relacionada con los 
derechos ciudadanos y el ejercicio de la función policial. Este 
es el caso presentado en la Resolución del Ararteko de 20 de 
diciembre de 2016, que afecta a un menor. En la queja se re-
prochaba a los agentes intervinientes que hubieran detenido 
sin ninguna prueba a un menor por un presunto delito de ma-
los tratos que no había cometido y se señalaba, en apoyo de 
esta consideración, que la Fiscalía de Menores había decre-
tado el sobreseimiento provisional de las diligencias prelimi-
nares tramitadas a raíz de la detención, por entender que no 
existían suficientes datos para sostener que el menor hubiera 
sido el autor de los hechos denunciados. Se reprochaba en 
la queja, igualmente, a los agentes que hubieran utilizado la 
fuerza para detener al menor, hubieran registrado sus perte-
nencias, le hubieran esposado y hubieran ofrecido un relato 
de los hechos que no se correspondía con la realidad de lo 
sucedido. Se indicaba, asimismo, que no se habían respeta-
do las debidas garantías en la detención, ni en el traslado del 
menor a las dependencias policiales. 

Las actuaciones de oficio tramitadas en este ámbito en 2016 
se han dirigido principalmente a verificar la situación de los 
centros de detención, así como el cumplimiento de las reco-
mendaciones que el Ararteko ha formulado sobre la deten-
ción y el sistema de garantías en las intervenciones policiales. 

Las instalaciones de los centros de detención de la Ertzaintza 
de Getxo y de la Policía Local de Portugalete –visitados en este 
ejercicio 2016– carecen de dependencias específicas para la 
custodia de menores, como exige la Ley Orgánica 5/2000, de 
12 de enero (artículo 17.3), lo que es una constante en la prác-
tica totalidad de los centros de detención de la Ertzaintza que 
esta institución ha visitado.

La Policía Local de Amorebieta-Etxano, también visitada, no 
dispone de libro de detención específico para menores, como 
exige el Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de 
enero. En el caso de la Policía Local de Portugalete, que sí dis-
pone de dos libros de la detención (personas menores y adul-
tas), ambos son manuales. Los dos libros de la detención (per-
sonas menores y adultas) de la Policía Local de Portugalete son 
manuales. Aunque cada hoja corresponde a una detención, los 
libros no tienen carácter anual, por lo que no puede conocerse 
mediante una simple consulta a la última detención el número 
anual de detenciones en cada momento, como es aconsejable. 
Tampoco registran las principales actuaciones de la detención, 
aunque algunas de las que no están registradas constan en 
otros registros y documentos relacionados con la detención. 

2.7.  Derecho al juego, el descanso y las 
actividades artísticas y deportivas

Artículo 31

1.  Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al 
descanso y el esparcimiento, al juego y a las activida-
des recreativas propias de su edad y a participar libre-
mente en la vida cultural y en las artes.

2.  Los Estados Partes respetarán y promoverán el dere-
cho del niño a participar plenamente en la vida cultural 
y artística y propiciarán oportunidades apropiadas, en 
condiciones de igualdad, de participar en la vida cultu-
ral, artística, recreativa y de esparcimiento.

2.7.1. Deporte escolar

En este capítulo del derecho al juego, al ocio y a las activida-
des artísticas y deportivas, las quejas más significativas tienen 
que ver, un año más, con la práctica deportiva de niños, niñas 
y adolescentes.

Por una parte, persisten los problemas para inscribir en el 
deporte federado a los y las menores nacidos en otros 
países. Las quejas recibidas por tal motivo a lo largo del año 
fueron interpuestas por familias vascas cuyos hijos adoptados 
eran tratados de forma distinta a sus hijos biológicos, al exigír-
seles un empadronamiento previo por el hecho de haber naci-
do en el extranjero. 

Se trata de una prevención impuesta por la FIFA, destinada a 
evitar determinadas prácticas abusivas por parte de grandes 
clubes de fútbol. Pero su aplicación indiscriminada a supues-
tos que nada tienen que ver con tales prácticas, como es aquí 
el caso, produce un efecto claramente disfuncional en relación 
con el interés del menor. El Departamento de Educación, Po-
lítica Lingüística y Cultura del Gobierno Vasco ha colaborado 
diligentemente con el Ararteko para resolver todos los casos 
que se han planteado, en línea con los criterios que al respec-
to comparte con esta institución, y de los que hemos dado 
cuenta en anteriores informes.
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La reiteración de estos supuestos, sin embargo, nos lleva a 
insistir en la necesidad de las federaciones deportivas, y en 
particular la Federación Vasca de Fútbol, modifiquen sus cri-
terios al respecto, de manera que los y las menores de edad 
sean tratados con igualdad independientemente de su lugar 
de nacimiento, sobre todo en los ámbitos que están relacio-
nados con su formación y desarrollo integral.

Por otra parte, tal y como el Ararteko anunció en su anterior 
informe anual, a lo largo del año ha venido interviniendo en 
relación con ciertos comportamientos y actitudes observadas 
por parte de algunos clubs y/o entrenadores, en el marco del 
deporte practicado en edades previas al deporte escolar. 
Nos referimos a la práctica consistente en dar protagonismo 
en entrenamientos y partidos a unos menores en detrimento 
de otros, atendiendo a criterios de mayor o menor rendimiento 
competitivo. Esta institución es consciente de que son ma-
yoría los clubs, entrenadores y entrenadoras que desarrollan 
con toda corrección su función de dirección de la práctica de-
portiva de niños, niñas y adolescentes. Por ello, tras recabar 
información al respecto de una muestra de doce municipios 
vascos, emitió una Recomendación General a nuestros ayun-
tamientos, para que garanticen que las actividades deportivas 
organizadas en sus municipios para niñas y niños, y en par-
ticular en las edades previas a las comprendidas en el pro-
grama de deporte escolar, se basen en criterios educativos, 
participativos y no competitivos, condicionando a su cumpli-
miento, si es preciso, la colaboración o apoyo municipal que 
reciban, ya sea en forma de cesión de instalaciones, ya de 
subvención económica o promoción.

En el ámbito del deporte escolar todavía, esta institución ha 
venido recibiendo con cierta recurrencia quejas de padres y 
madres de Gipuzkoa que mostraban su disconformidad con 
la obligación, para categorías inferiores a Infantil, de participar 
en las actividades de multideporte o del programa general de 
deporte escolar como requisito para tomar parte en las acti-
vidades de tecnificación. Esta institución no desconoce, y de 
hecho comparte, la importancia de que la oferta de tecnifica-
ción deportiva dirigida a niños y niñas esté coordinada con la 
del deporte escolar. Se trata con ello de lograr a estas edades 
un cierto equilibrio entre las diferentes modalidades e itinera-
rios deportivos, evitando que los y las menores, al decantarse 
demasiado pronto por uno de ellos en clave de rendimiento, 
pierdan ocasión de conocer otras posibilidades, y de vivir el 
deporte como juego y escuela de valores. Conforme a ello, 
la respuesta a las personas reclamantes se ha venido pro-
duciendo en estos términos, aunque en alguna circunstancia 
particular el análisis de la actuación del Departamento de Cul-
tura, Turismo, Juventud y Deportes de la Diputación foral de 
Gipuzkoa haya dado lugar a una recomendación.

A la vista de la reiteración de quejas de contenido similar, en 
todo caso, esta institución se reunió con la directora foral de 
Juventud y Deporte y su equipo técnico responsable de depor-
te escolar a finales de 2015 al objeto de plantear la necesidad 
de propiciar una solución para las familias que se encontraran 
en casos como los arriba citados, sin perjuicio de mantener 
la filosofía que subyace en la normativa de deporte escolar, 
que el Ararteko comparte en toda su extensión. Propiciado 
por este y algún otro contacto previo, esta Dirección invitó a la 

institución a colaborar en dos iniciativas de distinta naturaleza. 
Por una parte, la participación en un vídeo para la campaña de 
difusión del modelo de deporte escolar de Gipuzkoa. Por otra, 
la participación en el proceso de revisión del programa de de-
porte escolar (tras 25 años de desarrollo) puesto en marcha a 
finales de año, en el que el servicio foral se propone analizar 
con detenimiento determinados aspectos del programa para 
adecuarlo a las necesidades actuales, manteniendo las bases 
de su orientación educativa y de acceso universal.

También las actividades de ocio y tiempo libre organizadas 
para niños, niñas y adolescentes han sido, en algunos casos, 
objeto de reclamación en esta institución. Su análisis nos per-
mite señalar dos ámbitos de mejora:

• El primero se refiere a la información y relación entre 
padres y madres y el personal a cargo de la actividad, 
especialmente cuando hay que gestionar situaciones 
de ansiedad o tensión que pueden surgir, en nuestra 
experiencia, en torno a casos puntuales de enfermedad 
o inadaptación. Siendo conscientes de que la inmensa 
mayoría de las veces ésta se produce en los términos 
y momentos idóneos, apuntamos, en todo caso, dos 
cuestiones:

- Sería deseable que los progenitores conocieran 
por adelantado las pautas de actuación que para 
tales casos establece el Marco de Actuación acor-
dado entre nuestras tres Diputaciones Forales.

- En caso de que un niño o niña manifieste sínto-
mas de enfermedad, cuando exista una primera 
observación facultativa que determine la necesi-
dad de practicar más pruebas, debe asegurarse 
que el aviso a su padre o madre se produzca de 
forma ágil y directa, sin necesidad de esperar a un 
diagnóstico definitivo. 

• El segundo tiene por finalidad la participación en condi-
ciones de igualdad de niños, niñas y adolescentes con 
discapacidad o con necesidades educativas especiales 
en las actividades de ocio organizadas por las adminis-
traciones públicas. Una situación de este tipo ha dado 
lugar en 2016 a una recomendación al Ayuntamiento de 
Vitoria-Gasteiz, que ha sido aceptada y sobre la que ya 
se ha comenzado a trabajar de cara a la organización 
del programa vacacional de 2017.

 El problema en este caso se planteaba al perderse la 
naturaleza de plaza perfilada para necesidades edu-
cativas especiales en el transcurso del proceso de ad-
judicación de plaza en alguna de las actividades que 
conforman el programa Vacacional que el Ayuntamien-
to de Vitoria-Gasteiz, de manera integrada, ofrece a los 
chicos y chicas entre 3 y 17 años todos los veranos. Del 
análisis de la información disponible y aportada por el 
ayuntamiento resultaba evidente la voluntad de éste de 
mantener hasta el final del proceso de adjudicación una 
serie de plazas reservadas para personas con necesi-
dades educativas especiales, cosa que, sin embargo, 
no sucedía. En la resolución citada arriba se señalaba 
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la disfunción y se proponían, en consecuencia, algunas 
medidas que materializaran el derecho de participación 
de estos menores.

2.8. Derecho a la no discriminación

Artículo 2

1.  Los Estados Partes respetarán los derechos enuncia-
dos en la presente Convención y asegurarán su aplica-
ción a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción 
alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, 
el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, 
el origen nacional, étnico o social, la posición económi-
ca, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier 
otra condición del niño, de sus padres o de sus repre-
sentantes legales.

2.8.1. Hijos e hijas de personas extranjeras

Además de las actuaciones relacionadas específicamente con 
menores/jóvenes extranjeros no acompañados, a las que nos 
hemos referido en el apartado 2.3. de este informe, hijos e 
hijas de personas extranjeras han sido protagonistas de que-
jas en otros ámbitos que, de manera más o menos detallada, 
presentamos aquí.

Un centro público dependiente de la administración educa-
tiva no permitía a una de sus alumnas asistir a clase portando 
la hiyab o velo islámico. La dirección del centro se ampara-
ba en el Reglamento de Organización y Funcionamiento que 
prohibía el uso de gorras o de otra prenda que cubriese la 
cabeza. Ello motivó que su familia acudiese en queja ante esta 
institución.

Ha sido la primera ocasión en que un incidente de estas ca-
racterísticas ha cobrado tanto relieve en el ámbito de nuestra 
Comunidad Autónoma, y, también, la primera vez en que se 
haya presentado a modo de queja ante el Ararteko. En nues-
tra opinión, esta falta de antecedentes explicaría que la ad-
ministración educativa reaccionase, en un primer momento, 
trayendo a colación el ejemplo comparado de lo ocurrido hace 
unos años en la Comunidad de Madrid con un incidente que 
guardaba un notable parecido y que se cerró con la senten-
cia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 32 de 
Madrid (sentencia nº 35 de 25 de enero de 2012), la cual se 
pronunció de manera contundente confirmando la legitimidad 
de la prohibición establecida.

Al abordar el estudio de la queja presentada, esta institución 
tuvo presente, sin embargo, el pronunciamiento del Tribunal 
Supremo relativo a la Ordenanza Municipal de Civismo y Con-
vivencia del Ayuntamiento de Lleida que establecía la posibili-
dad de que la normativa reguladora de los servicios y del uso 
de los edificios y equipamientos municipales pudiese limitar o 
prohibir acceder y permanecer en los espacios o locales des-
tinados a tal uso, a las personas que portasen velo integral. 

En su fallo, el Tribunal Supremo declaró contrarios a derecho 
y anuló tanto el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Lleida 
como los textos normativos por él aprobados.

Se trata, sin duda, de un pronunciamiento que se refiere a un 
ámbito competencial que nada tiene que ver con el educativo 
y en el que, por otro lado, lo que se discute es el uso de velo 
integral y no del simple velo o hiyab. Sin embargo, si bien se 
trata de una primera sentencia (y creemos que única) que ex-
presa el criterio del Tribunal en un asunto que, como el propio 
Tribunal reconoce, está sujeto a un intenso debate, no pueden 
pasarse por alto, en opinión del Ararteko, las consideraciones 
que en ella se formulan, puesto que su fundamentación se 
asienta, además, en una consolidada doctrina constitucional.

En efecto, apoyándose en dicha doctrina, el Tribunal Supremo 
concluyó de manera rotunda y categórica que para poder es-
tablecer el límite al ejercicio del derecho de libertad religiosa 
es inequívoca la esencialidad de la ley y su insustituibilidad por 
cualquier otra fuente normativa, apartándose de este modo de 
precedentes como los invocados por la administración educa-
tiva en su inicial reacción.

Con todo, al realizar nuestro estudio, tampoco pudimos obviar 
otros pronunciamientos posteriores que han estado referidos, 
precisamente, al uso del velo en el ámbito educativo, aun 
cuando, a juicio de esta institución, no parecen dar una res-
puesta adecuada al problema planteado. Es el caso de la sen-
tencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León nº 
277/2014, de 28 de noviembre. En ella, el Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León pone de relieve la capacidad orga-
nizativa de la que disponen los centros educativos, entendida 
ésta como expresión última de la libertad de enseñanza, para 
así defender que corresponde a aquellos el establecimiento 
de un régimen o de unas normas de convivencia que se ex-
tienden, incluso, a posibles criterios de vestimenta, y añadir 
o sumar a ello la facultad que asiste a los padres de elegir 
para sus hijos el centro educativo que mejor se adapta a su 
principios religiosos, pero sin explicar ni justificar la cobertura 
legal de una limitación al derecho de libertad religiosa como 
la cuestionada.

Nada más lejos de los propósitos del Ararteko que poner en 
duda la capacidad organizativa que tienen reconocida los 
centros educativos para aprobar y establecer sus propios 
reglamentos de organización y funcionamiento con el deta-
lle de las normas de convivencia y conducta que entiendan 
necesarias; pero, a nuestro modo de ver y como ya hemos 
adelantado, la conclusión a la que llega el Tribunal Superior 
de Justicia de Castilla y León no parece dar una respuesta 
adecuada al problema planteado. La aceptación sin reservas 
de esta capacidad de los centros educativos, no puede lle-
varnos a aceptar, al mismo tiempo, una extralimitación en su 
ejercicio que ponga en riesgo la necesaria protección de un 
derecho fundamental como el de la libertad religiosa e ignorar 
la insuperable exigencia constitucional de la necesidad de una 
ley en sentido formal para limitar el ejercicio del derecho fun-
damental de libertad religiosa.

Siendo éstas las conclusiones a las que nos llevó el estudio 
realizado, el Ararteko veía con preocupación las propuestas 
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que se recogían en un informe elaborado por la inspección 
educativa que dejaban exclusivamente en manos del centro 
educativo al que asistía la alumna reclamante, la regulación de 
la situación a la que había dado lugar su decisión de utilizar el 
velo dentro del aula. No obstante, finalmente, los responsables 
del Departamento de Educación, Política Lingüística y Cultura 
decidieron dirigir una serie de recomendaciones a las comu-
nidades educativas de los centros educativos vascos apelan-
do al contexto del nuevo marco educativo pedagógico de la 
escuela inclusiva y de la atención a la diversidad. En ellas se 
recomendaba que no se impidiese la escolarización a las alum-
nas que portasen pañuelo en la cabeza, y que aquellos centros 
escolares vascos cuyos proyectos educativos o reglamentos 
de organización y funcionamiento no lo permitan, procediesen 
a su revisión, desde el planteamiento de la educación inclusiva 
y la atención a la diversidad.

En el ámbito educativo, además, ya en el apartado 2.2. de este 
informe se apuntaba la especial preocupación suscitada en Vi-
toria-Gasteiz respecto al reparto del alumnado inmigrante, que 
ha llevado a la creación de una mesa interinstitucional en la que 
se pretende se establezcan criterios que permitan reconducir la 
“guetización” que se está produciendo en determinados cen-
tros educativos de la ciudad. El recientemente presentado II 
Plan de atención educativa al alumnado inmigrante en el marco 
de la escuela inclusiva e intercultural 2016-2020 incorpora mu-
chas de las propuestas que han venido siendo apuntadas por 
esta institución en relación con la admisión del alumnado. Algu-
nas voces críticas ya lo han tachado de insuficiente, pero quizás 
el compromiso de seguimiento y revisión periódica recogido en 
el propio plan pueda reconducir las debilidades detectadas.

En el apartado 2.5 de sanidad se ha expuesto con detalle la 
situación en la que se encuentran hijos e hijas de familias ex-
tranjeras nacidos en hospitales vascos y que, mientras su do-
cumentación es tramitada en sus correspondientes embajadas 
y consulados, tienen dificultades, si no para la atención sanita-
ria, sí para el acceso a prestaciones farmacológicas. También 
han sido citadas, aunque con mayor brevedad, las dificultades 
que algunas mujeres extranjeras embarazadas han encontrado 
para ser atendidas y acompañadas en su embarazo por parte 
del sistema vasco de salud. A nadie se le escapa la trascen-
dencia de un adecuado seguimiento del estado de salud de la 
embarazada y del bebé en las etapas prenatales para garanti-
zar niveles de salud futuros adecuados. Los casos, de todos 
modos, se han resuelto de forma positiva.

También de manera positiva se han resuelto los problemas para 
la obtención de las licencias para la práctica del fútbol fede-
rado que estaban encontrando chicos y chicas nacidos en el 
extranjero (entre ellos, también hijos de familias de nacionalidad 
extranjera) y que relatamos en el apartado 2.6 de este informe.

No es posible referirse en términos tan positivos a la situación 
de pobreza en la que se encuentra un importante número de 
niños, niñas y adolescentes de familias cuyo cabeza de familia 
es de nacionalidad extranjera, mayoritario, según indican todos 
los estudios, entre la población infantil pobre. En consecuen-
cia, las medidas a adoptar en este ámbito, si se quiere que 
sean integrales y atendiendo a la raíz de los problemas, habrán 
de tener en consideración los elementos diferenciales que pue-

den estar afectando de una manera particular a las personas 
por su condición de extranjera. 

En el ámbito de la regulación administrativa y teniendo en 
cuenta que, en su gran mayoría, es competencia de la Admi-
nistración General del Estado, este año se ha iniciado una ac-
tuación de oficio dirigida al Defensor del Pueblo en la que se 
trasladaba la preocupación por las consecuencias que implica 
no tener la posibilidad de tramitar un pasaporte en la Embajada 
guineana en España. Ello está implicando numerosas dificulta-
des, entre otras, la relativa a la inscripción en el Registro Civil de 
los niños y niñas de madres guineanas. El certificado sustituto-
rio que se expide por la Embajada no es admitido por todas las 
administraciones públicas como documento que identifica a la 
persona a todos los efectos.

Para finalizar, añadir que la situación de las personas refugia-
das, entre las que se encuentra un número muy importante de 
niños y niñas, fue el tema del curso de verano que anualmente 
organiza esta institución. Bajo el título de “Europa ¿tierra de 
asilo?. Desafíos y respuestas” en el curso se analizó el conte-
nido del derecho de asilo, tanto desde una perspectiva teórica 
como de la de su regulación y aplicación práctica.

El curso pretendía estudiar y debatir la magnitud de los pro-
blemas planteados por la mayor demanda de asilo en Europa 
desde la segunda guerra mundial, así como las respuestas (o 
falta de ellas) que emanan de diversas instancias europeas, es-
tatales y vascas. Fueron elementos de debate: 1) las iniciativas 
adoptadas por el Parlamento Europeo -como máximo repre-
sentante de la ciudadanía en Europa- y las posiciones de los 
diversos grupos políticos con respecto a la respuesta que debe 
darse al desafío que plantea el ejercicio del derecho de asilo en 
las actuales circunstancias; 2) la visión, las medidas e iniciati-
vas adoptadas o preconizadas por las organizaciones huma-
nitarias para proteger a las personas que sufren persecución 
y para aliviar sus padecimientos, con una mirada particular y 
especial a la infancia refugiada.

2.8.2. Niños, niñas y adolescentes lgtbi

En coherencia con lo expuesto en el Capítulo III.9 del Informe 
general, la finalidad de nuestras actuaciones en este ámbito 
se resume en estos tres objetivos:

• Lograr que las administraciones públicas vascas inte-
gren en toda su actividad el pleno respeto a la igualdad 
y no discriminación por razón de orientación sexual e 
identidad de género, articulando las medidas necesa-
rias para una materialización real y efectiva de estos 
derechos.

• Promover en el conjunto de la sociedad vasca una cul-
tura de no discriminación y pleno respeto a los dere-
chos de diversidad afectivo-sexual y de género.

• Combatir cualquier forma de homofobia o transfobia, 
difundiendo el conocimiento y la sensibilización hacia la 
situación de los niños, niñas y adolescentes LGBTI en 
Euskadi.
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El Ararteko, a través de esta Oficina de la Infancia y Adoles-
cencia y del área de derechos LGBTI ha continuado partici-
pando, como en años anteriores, en el espacio denominado 
“Grupo estable por una escuela segura”, foro de trabajo de 
composición mixta (social-institucional), auspiciado desde la 
Dirección de Política Familiar y Desarrollo Comunitario del Go-
bierno Vasco y el Servicio Berdindu, para impulsar el respeto 
y la promoción de los derechos de diversidad afectivo-sexual 
de niños, niñas y adolescentes en la escuela, en el que la ins-
titución del Ararteko participa regularmente -desde la Oficina 
de la Infancia y Adolescencia y el Área de derechos de las 
personas LGBTI- junto a otras instituciones (entre las cuales 
destacamos la presencia del Departamento de Educación del 
Gobierno Vasco). La función de este grupo es básicamente 
la de coordinar las actuaciones y protocolos en el apoyo y 
acompañamiento a menores de edad, familias y profesorado 
en los supuestos de situaciones y conductas que atañen a la 
identidad y los roles de género de alumnos y alumnas en los 
centros educativos. 

En la única reunión celebrada en 2016 se presentó el estudio 
“Lesbofobia, homofobia y transfobia en el sistema educativo. 
Un acercamiento cualitativo” encargado por el Servicio Ber-
dindu y se acordó la redacción final del documento dirigido a 
todos los centros educativos vascos, denominado Protocolo 
para los centros educativos en el acompañamiento al alumnado 
trans o con comportamiento de género no normativo y a sus 
familias. Como señala este documento en su introducción, una 
de las líneas estratégicas de nuestro sistema educativo es la 
respuesta a la diversidad desde los parámetros de la escuela 
inclusiva, esto supone a todos y todas los profesionales de la 
educación conocer y reconocer todo tipo de diversidades que 
muestra el alumnado y sus familias, (…) detectar y poner los 
medios para superar las barreras que cada alumno o alumna 
tiene por el hecho de vivir unas circunstancias determinadas 
que le impiden participar en igualdad de condiciones al resto 
del alumnado y que le impiden desarrollarse como persona ple-
na, libre, feliz…, así como conseguir éxitos académicos exce-
lentes. Con este protocolo se pretende dar respuesta a la aten-
ción de las diversidades de orientación sexual e identidad y/o 
expresión de género en el sistema educativo vasco, así como 
prevenir la homo/lesbofobia y la transfobia en la escuela.

El Ararteko valora este protocolo como un destacado avance 
hacia el reconocimiento de la diversidad afectivo-sexual en la 
escuela. Con todo, es preciso incidir ahora en la formación 
específica del personal docente, con objeto de dotar a quie-
nes tienen la responsabilidad de aplicar dicho protocolo de 
recursos suficientes para cumplir con éxito los objetivos sen-
tados en el referido protocolo y lograr también, más allá de la 
concurrencia de situaciones individuales en la escuela, que se 
genere con carácter preventivo, en el aula y en el conjunto del 
centro educativo, un clima de acogida a la diversidad humana 
y específicamente a la diversidad afectivo-sexual. La insufi-
ciencia de planes o programas de formación y sensibilización 
del profesorado, la falta de abordaje sistemático y organizado 
de estas cuestiones en las aulas, o la falta de utilización or-
ganizada de materiales específicos relativos a la orientación 
sexual e identidad de género, así como la falta de visibilidad 
de nuevos modelos de convivencia en los materiales didác-
ticos existentes, lleva a que el profesorado más consciente 

perciba un apoyo insuficiente por parte del sistema educativo 
para abordar debidamente estos temas.

Es imprescindible, por ello, un trabajo conjunto entre centros 
educativos e instituciones educativas vascas, dirigido a crear 
herramientas que aseguren que la escuela sea realmente in-
clusiva y un lugar seguro para niños y niñas, independiente-
mente de su orientación sexual o identidad de género.

A comienzos de 2016 se concluía la queja, ya avanzada en el 
informe de 2015, que cuestionaba la actuación de la Unidad 
de Género del Hospital de Cruces de Osakidetza, en cuan-
to a la inadecuada atención prestada a una criatura menor 
de edad, registrada legalmente como niña, pero que vivía y 
se sentía como un niño. En esta ocasión, esta institución ha 
emitido la Resolución del Ararteko, de 12 de febrero de 
2016, dirigida a Osakidetza para que establezca cauces de 
diálogo abiertos y responda ampliamente a las inquietudes 
y demandas de información, relativas al enfoque de los 
servicios de salud, de las familias de niños y niñas con una 
identidad de género diversa, y para que tenga en cuenta, así 
mismo, una serie de principios y pautas de actuación en la 
atención a las personas transexuales y en la guía clínica pre-
vista en la legislación vasca en esta materia.

Como resultado de la investigación llevada a cabo por el Arar-
teko, atendiendo también a las consideraciones expresadas 
por Osakidetza, esta institución ha podido concluir que esta-
mos ante un ámbito de intervención que presenta nuevos 
desafíos científicos, sociales y humanos para todos los 
servicios públicos -incluidos los servicios de salud- impli-
cados en la atención que demandan estas personas y, en 
particular, los niños y niñas. 

En ese contexto, el Ararteko ha querido recordar con esta 
recomendación dirigida al Servicio Vasco de Salud/Osakidet-
za una serie de principios reconocidos internacionalmen-
te que pueden ayudar a orientar mejor las intervenciones 
públicas encaminadas a atender a estas personas, entre los 
que destacamos: el principio de despatologización de la tran-
sexualidad; el principio de respeto al sexo sentido; la apertura 
al conocimiento científico y práctico, así como a las diferentes 
corrientes doctrinales de otras instancias de reconocida expe-
riencia en esta materia; y el derecho a recibir una información 
amplia que permita una participación activa e informada de la 
persona usuaria del servicio en las decisiones que afecten a 
su salud. 

En lo que respecta a los niños y niñas, se ha querido subrayar 
también que el interés superior del menor exige asegurar la 
escucha y el cauce adecuado a las demandas expresadas por 
estos niños y niñas, garantizando el acompañamiento pro-
fesional especializado en su itinerario individual, cualquiera 
que este sea, e incorporando para ello también, en un marco 
de servicio público, a profesionales de la psicología. Por 
otro lado, dada la naturaleza evolutiva propia de la infancia 
y adolescencia, atendiendo además a la importancia singular 
de estas etapas en la formación de la identidad de las per-
sonas, consideramos conveniente que los servicios de salud 
incorporen también la perspectiva social en sus actuaciones 
en este ámbito y procedan con cautela, evitando cualquier 
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tentativa de diagnósticos precoces y/o cerrados, de acuer-
do con categorías estancas o fijas, que pudieran abocar pre-
cozmente a procesos irreversibles.

Finalmente, el Ararteko ha recomendado también a Osakidet-
za que en la guía clínica legalmente prevista, que debe ser-
vir de orientación a los servicios de salud en su atención a las 
personas transexuales, se incorpore la pluralidad de visiones 
y enfoques sociales, científicos y doctrinales existentes en 
este tema, y que se promueva la atención al último estado de 
conocimiento y a la evidencia científica, recurriendo para 
ello, si fuera preciso, al criterio experto de personas e institu-
ciones del ámbito internacional.

2.8.3. Niños, niñas y adolescentes 
 con discapacidad

Como en años anteriores, las quejas en las que, en mayor 
número, se ven afectados niños, niñas y adolescentes con 
discapacidad se refieren a déficits de accesibilidad, bien en 
equipamientos (de vivienda, educativos, sanitarios, sociales, 
culturales…), bien en el entorno urbano o el transporte. Ante 
esto es preciso volver a recordar que la accesibilidad universal 
posibilita la participación activa en la vida social y económica 
a toda la ciudadanía, incluidos los niños, niñas y adolescentes, 
en igualdad de oportunidades.

Por su relación con el transporte y la incidencia en el des-
plazamiento de niños y niñas con grandes problemas de 
movilidad reseñamos en este apartado la exigencia que es-
tablece la Ordenanza de Tráfico y Aparcamiento (TAO/OTA) 
de Bilbao para poder acogerse al régimen excepcional de 
vehículos de personas con discapacidad (arts. 36 y 37.1) de 
que la persona discapacitada sea, a su vez, la conductora 
del vehículo. Esta institución se ha pronunciado con anterio-
ridad sobre la cuestión en dos recomendaciones (la última, 
de 2014), en las que se ha dirigido al Ayuntamiento de Bilbao 
solicitándole que extendiera a todas las personas titulares 
de la tarjeta única de estacionamiento los beneficios del ré-
gimen citado. Cuestionado el criterio nuevamente este año, 
el Ayuntamiento sigue sin aceptar los argumentos de esta 
institución.

Directamente relacionado con la temática anterior hay 
que informar de que este año se ha aprobado el Decreto 
50/2016, de 22 de marzo, por el que se regula la tarjeta de 
estacionamiento para personas con discapacidad. El decre-
to, en coherencia con los principios de vida independiente 
y de accesibilidad universal, articula las medidas necesarias 
para facilitar el estacionamiento de los vehículos pertene-
cientes a las personas con movilidad reducida por razón de 
su discapacidad. Introduce cambios respecto del Real De-
creto aprobado en el Estado en el año 2014 con igual objeto, 
ya que, además del reconocimiento del derecho a obtener la 
tarjeta de estacionamiento a las personas que tengan una 
cierta discapacidad visual, de las personas físicas o jurídicas 
dedicadas al transporte colectivo de personas con disca-
pacidad y de la previsión de tarjetas estacionamiento pro-
visional, incorpora entre los titulares del derecho a la tarjeta 

también a las personas menores de 3 años que dependan 
de forma continuada de aparatos técnicos imprescindibles 
para sus funciones vitales o que por su gravedad hayan sido 
valoradas con discapacidad en clases 4 o 5 (patología grave 
o muy grave).

En el ámbito educativo ya se han citado en el apartado 2.2. 
de este informe las dificultades, en unos casos resueltas 
satisfactoriamente, no así en otros, a las que se enfrentan 
niños y niñas con distintas necesidades de apoyo por mo-
tivo de su discapacidad: falta o retraso en la incorporación 
de personal de apoyo, desacuerdo o insatisfacción con la 
intervención, dificultad o denegación del reconocimiento de 
los apoyos en enseñanzas post-obligatorias, etc.

También en el apartado 2.4. referido a Sanidad se ha ex-
puesto este año una queja que ha afectado a un niño con 
autismo y que, en esta ocasión, se ha resuelto satisfacto-
riamente.

En el ámbito del ocio y el tiempo libre, por último, recordamos 
la resolución relativa a la reserva de plazas para chicos y chi-
cas con necesidades educativas especiales en el Programa 
Vacacional del Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz expuesta con 
más detalle en el apartado 2.7 de este mismo documento y 
que, como decíamos allí, ha sido también aceptada.

2.8.4. Niños y niñas del pueblo gitano

A lo largo de este año el Ararteko ha atendido algunas de-
mandas ciudadanas relativas a asuntos en los que se esta-
ban viendo afectados niños, niñas y adolescentes de fami-
lias gitanas. Conviene aclarar de entrada que las dificultades 
trasladadas tienen que ver con conflictos de convivencia en 
los que se encuentran implicadas familias en situación de 
dificultad social y marginalidad, no con rechazos generaliza-
dos por pertenecer al pueblo gitano. En todo caso, los niños, 
niñas y adolescentes de estas familias han estado muy ex-
puestos al juicio público.

La intervención del Ararteko se inicia a finales de 2015 por 
la demanda de un grupo de vecinos de un barrio de Bilbao, 
que solicitan la intervención de esta institución ante los gra-
ves problemas de convivencia que se producen en la zona, 
situaciones en buena medida protagonizadas por un grupo 
de chicos, en su mayoría menores de edad pertenecientes 
a una misma familia, que intimidaban, robaban y asaltaban 
a otros vecinos. No era esta una situación nueva, pero sí se 
había intensificado. La preocupación trasladada por las per-
sonas demandantes, además, insistía en los menores, a los 
que consideraban en una situación de grave desprotección 
al no contar con referentes adultos adecuados y verse “abo-
cados” a repetir la historia de sus padres.

En el análisis de la situación, la primera y evidente conclu-
sión de esta institución tenía que ver con su complejidad. 
Situación compleja, en primer lugar, porque se venía prolon-
gando en el tiempo desde hace años. Compleja también por 
las múltiples intervenciones realizadas que, sin embargo, no 
habían resultado, hasta el momento, efectivas. Compleja por 
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las dificultades de interlocución y acceso a la familia. Com-
pleja, por último, por los múltiples agentes, de diversos ám-
bitos, implicados. En consecuencia, las respuestas que se 
hubieran de articular tendrían necesariamente que participar 
de estos mismos atributos: complejidad y tiempo.

En lo tocante a la atención a las personas menores, se volvía 
a constatar que los esfuerzos realizados habían producido 
hasta la fecha escasos resultados. Una vez que determinada 
la existencia de situaciones de grave desprotección en la 
práctica totalidad de los menores de la familia, la interven-
ción mediante medidas de separación exclusivamente se 
venía demostrando, a la vista de los resultados obtenidos, 
como ineficaz. Los niños y niñas, especialmente los y las 
adolescentes, permanecían en los recursos de acogimiento 
residencial el tiempo que tardaban en volver junto a la es-
tructura familiar, que les daba cobijo. Esto quizás debiera 
llevar a reflexionar sobre nuevas estrategias para abordar los 
casos individuales. Sin despreciar las intervenciones realiza-
das desde los recursos residenciales para un seguimiento y 
mayor control de los niños y niñas acogidos (intensificado en 
los últimos tiempos), algunos interlocutores apuntaban a la 
posibilidad de mantener a los niños y niñas con sus proge-
nitores con un apoyo socioeducativo intenso en el domicilio, 
de manera que el mantenimiento del núcleo familiar fuera la 
palanca para el cambio. Esto pasa, en todo caso, por cierta 
separación de las unidades convivenciales entre sí, lo que 
permitiría el trabajo específico, particular y adaptado a las 
necesidades y características de cada una de ellas.

En el mes de junio de 2016, tras el recrudecimiento de los 
conflictos y las quejas vecinales, el pleno del Ayuntamiento 
se comprometió con un Plan (por tanto, actuaciones guiadas 
por una finalidad y objetivos concretos, con determinación 
de plazos, responsables y recursos necesarios) en la que 
las palabras “participación (de distintas áreas municipales 
e instituciones)”, “colaboración” y “actuación coordinada” 
eran elementos nucleares. El Ararteko consideraba que una 
intervención holística en la zona, planificada, ordenada y que 
organiza las acciones a desarrollar por las distintas áreas 
municipales e instituciones con responsabilidad en la situa-
ción objeto de intervención era, ciertamente, la vía adecuada 
para abordar la compleja problemática planteada. La parti-
cipación de las organizaciones sociales y vecinales del ba-
rrio debía ser, en su opinión, también contemplada en aquel 
plan. En todo caso, el Ararteko realizará seguimiento de la 
materialización de los objetivos del Plan en 2017.

La propuesta de Plan contemplaba también actuaciones en 
la atención a los y las menores en situación de desprotec-
ción. En esta cuestión, tal y como viene definido en el mo-
delo vasco de servicios sociales, el Ayuntamiento de Bilbao 

y el Servicio Foral de Infancia están llamados a trabajar con 
el máximo grado de colaboración y coordinación a fin de 
ofrecer respuestas complejas (y completas) a las situaciones 
que revisten especial complejidad. 

Relacionado con esta situación, pero desde la perspecti-
va del trato dado por algunos medios de comunicación al 
propio conflicto, a la imagen que estaban trasladando a la 
opinión pública de la comunidad gitana (a su juicio reple-
ta de los peores estereotipos) y de las personas menores 
de las familias implicadas que, en todo caso, deberían ver 
especialmente protegidos sus derechos a la privacidad, el 
honor y la propia imagen, se recibía a mediados de año una 
nueva petición de intervención. La respuesta del Ararteko, 
más limitada de lo que hubiera deseado al tratarse de la ac-
tuación de empresas de comunicación privadas y no de la 
administración pública (el ámbito de actuación definido por 
la ley reguladora de la institución), se dirigió a la realización 
de ciertas gestiones con agentes influyentes en el ámbito 
al que apuntaba la queja, no sólo para el abordaje de esta 
situación concreta, sino para un planteamiento general del 
tratamiento informativo de los medios de comunicación no 
discriminador y promotor de los derechos de las personas. 
En este contexto se enmarcan los contactos con la Aso-
ciación y el Colegio Vasco de Periodistas, quienes, entre 
otras iniciativas que lideran, informan de cómo se acogen 
al código deontológico de la Federación de Asociaciones 
de Periodistas de España (FAPE), órgano de denuncia y de 
seguimiento de actuaciones periodísticas en las que se sus-
citan dudas sobre su condición ética y al que puede acceder 
cualquier persona u organización.

Una tercera intervención de la institución se activa tras el 
verano con el rechazo vecinal a la ocupación por parte de 
una familia de una vivienda en Vitoria-Gasteiz. La familia, por 
su parte, había acudido previamente al Ararteko al encon-
trarse con dificultades para escolarizar a dos de sus niños, 
derivadas de su imposibilidad de empadronarse por carecer 
de título válido para ocupar la vivienda. La inscripción en 
el padrón municipal es un derecho con importantes efectos 
para el acceso a los servicios públicos (que lo solicitan como 
requisito) y para el ejercicio de otros derechos, como son 
los políticos (derecho al voto, participación vecinal…). Esta 
queja quedó resuelta y los niños escolarizados tras la pre-
sentación de un contrato de arrendamiento y la consiguiente 
inscripción en el padrón municipal.

Las dificultades en las relaciones vecinales, sin embargo, 
no han disminuido. Con relación a estas, la intervención se 
mantiene abierta y afecta a diversos ámbitos (seguridad, 
convivencia, servicios sociales…) por lo que se dará cuenta 
de los resultados en el informe del próximo año.
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Artículo 12

1.  Los Estados Partes garantizarán al niño que esté en 
condiciones de formarse un juicio propio el derecho 
de expresar su opinión libremente en todos los 
asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente 
en cuenta las opiniones del niño, en función de la 
edad y madurez del niño.

Artículo 13

1.  El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese 
derecho incluirá la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de todo tipo, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, 
en forma artística o por cualquier otro medio elegido 
por el niño.

La Convención de los Derechos del Niño, aprobada por las 
Naciones Unidas en 1989, reconoce a las personas menores 
de 18 años los derechos a la información y a la participación, 
a expresar su parecer en todos los asuntos que les afectan y 
a que sus opiniones sean tenidas en cuenta. Asumiendo en 
primera persona que si importante es trabajar para los niños, 
niñas y adolescentes, tanto o más lo es trabajar con ellos y 
ellas, escuchar sus voces, opiniones y perspectivas, ofre-
cer cauces de participación, consulta y asesoramiento, en 
el año 2010 se constituyó el Consejo de la Infancia y la Ado-
lescencia del Ararteko con la función principal de asesorar al 
Ararteko, especialmente en aquellas cuestiones o iniciativas 
que afectan directamente a las personas menores de edad.

El Consejo de la Infancia y la Adolescencia busca incorporar 
la mirada de los chicos y chicas a las diferentes propuestas 
del Ararteko, contrastar con ellas y ellos iniciativas, materia-
les didácticos, proyectos…, y recoger sus sugerencias so-
bre cuestiones de interés para la infancia y la adolescencia 
o que afecten a la defensa de sus derechos. Simboliza la 
apuesta clara de la institución por escuchar la voz de nues-
tras niñas, niños y adolescentes y ofrecer –al menos a un 
grupo de ellos– una experiencia de participación. 

Esta vía de participación y de presencia estable de las y los 
menores de edad en la institución es complementaria a otras 
que se han venido utilizando anteriormente (y se seguirá ha-
ciéndolo) como son los grupos de discusión en el marco de 
la elaboración de estudios, informes, foros, etc. o las entre-
vistas a los chicas y chicos acogidos en recursos residen-
ciales, por ejemplo. 

El consejo está compuesto por 24 chicas y chicos, escolari-
zados en la ESO, de los tres territorios históricos y designa-
dos a propuesta de una serie de centros educativos en los 
que existen experiencias de dinámicas internas de participa-
ción. La capacidad crítica y para la reflexión, la creatividad, 
la disposición para debatir entre iguales y para hacer pro-
puestas y, sobre todo, las ganas de participar e implicarse 
en el consejo son los requisitos exigidos para la selección de 
los y las participantes. La plena libertad para expresar todas 
las opiniones a título personal y la garantía de confidencia-
lidad por parte de la institución del Ararteko son las normas 
fundamentales que rigen el funcionamiento del consejo.

En el año 2014 optamos por abordar una temática que sir-
viera de hilo conductor para el trabajo del Consejo a lo largo 
de todo el curso escolar. Así, motivados por la conmemora-
ción del 25 aniversario de la aprobación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, nos propusimos como objetivo 
que el trabajo del Consejo pudiera contribuir a la difusión y 
promoción de los derechos de los niños y las niñas contem-
plados en la convención, analizándolos desde la cotidianei-
dad, desde lo que vivimos y nos sucede en los días norma-
les. A la vista del éxito de la dinámica, hemos mantenido 
esta misma fórmula para el trabajo del Consejo durante el 
curso 2015/2016. 

El objetivo que perseguimos es doble: por una parte, bus-
camos que los chicos y chicas que participan en nuestro 
consejo conozcan, profundicen y reflexionen sobre los de-
rechos humanos y sobre algún derecho en concreto y; por 
otra parte, pretendemos que plasmen sus reflexiones en un 
producto audiovisual que, utilizando sus ideas y lenguaje, 
pueda servir para la difusión de una cultura de derechos en-
tre sus iguales y entre chicos y chicas más jóvenes que los 
participantes.

DERECHO A SER ESCUCHADO Y A QUE
SU OPINIÓN SEA TENIDA EN CUENTA:
EL CONSEJO DE LA INFANCIA Y
LA ADOLESCENCIA DEL ARARTEKO 
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En los párrafos siguientes recogemos de manera resumida 
el trabajo realizado en las sesiones celebradas en 2016

La primera reunión del año se celebró en Donostia, el 20 
de febrero, en la Casa de la Paz y los Derechos Humanos 
situada en el Palacio de Aiete. 

En esta sesión arrancamos a trabajar el tema propuesto para 
el curso: el derecho al buen trato en las relaciones afectivas. 
La jornada de trabajo se centró en reflexionar juntos sobre lo 
que significa relacionarse desde la igualdad y el buen trato, 
con la intención de identificar las ideas clave con las que 
realizar un vídeo a final de curso.

En la sesión de la mañana trabajamos en la identificación de 
los estereotipos y prejuicios que hay sobre las mujeres y los 
hombres, reflexionando sobre los roles de género. Tomando 
como base algunas tomas de películas, videoclips y cortos 
nuestros chicos y chicas se adentraron en el mundo de las 
relaciones y el sexismo, para valorar, después, con un ter-
mómetro gigante, comportamientos que pueden ocurrir en 
las relaciones afectivas entre adolescentes, que pueden ser 
más o menos violentas o, por el contrario, de buen trato.

En la sesión de la tarde pudieron analizar casos reales de 
relaciones en una pareja o ligue, con algunas preguntar so-
bre qué podrían recomendar a los protagonistas para tratar-
se con igualdad. Durante toda la jornada, los consejeros y 
consejeras fueron incorporando a un “buzón de los buenos 
tratos” algunas ideas para poderlas reflejar en el vídeo que 
se iba a grabar en la siguiente sesión.

El segundo encuentro del año, último del curso 2015-2016, 
se celebró en el albergue juvenil de Kastrexana en Bilbao, el 
día 4 de junio.

El Consejo dedicó la mayor parte del día a la fase más emo-
cionante y larga del trabajo que se había propuesto para el 
curso: trasladar a un guion, ensayar escenas, grabar y mon-
tar un material audiovisual para la difusión de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, en esta ocasión, el de-
recho a unas relaciones afectivas desde la igualdad y el 
respeto. Los estereotipos, los roles de género, el sexismo, 
los mitos sobre el amor y las relaciones de pareja, los com-

portamientos y las relaciones “tóxicas”… en definitiva, todas 
sus reflexiones, se reflejan en el vídeo La relación es cosa de 
dos - Berdintasuna harremanetan. Estamos muy orgullosos 
del proceso reflexivo de los chicos y chicas y del resultado 
final de todo el trabajo.

En esta última sesión del curso escolar, despedimos tam-
bién a algunos de los consejeros y consejeras que, después 
de 2 años, terminaron su andadura con nosotros para dejar 
paso a nuevos chicos y chicas.

La última reunión del año 2016, primera del curso 
2016/2017, se celebró el día 26 de noviembre en el palacio 
Montehermoso de Vitoria-Gasteiz y fue la primera toma de 
contacto para catorce nuevos consejeras y consejeros.

En esta primera sesión del nuevo consejo, trabajamos sobre 
el conjunto de derechos que la Convención de los Derechos 
del Niño reconoce a todos los niños y niñas. Para ello utiliza-
mos la metodología Lego Serious Play, que ya se había em-
pleado en alguna otra sesión del consejo con anterioridad 
(ver Informes al Parlamento Vasco 2011 y 2013 - Informe de 
la Oficina de la Infancia y la Adolescencia). Esta metodología 
facilita el proceso de reflexión, el diálogo y el pensamiento 
creativo. Los y las participantes deben responder a las pre-
guntas planteadas a través de la construcción de modelos 
tridimensionales con piezas Lego y, posteriormente, realizar 
un intercambio de ideas con los compañeros y compañeras.

Divididos en grupos, los chicos y chicas realizaron un re-
corrido por la Convención, profundizando y reflexionando 
juntos sobre lo que significan algunos de los derechos allí 
contenidos y en qué medida esos derechos nos comprome-
ten en nuestra vida personal.

Tras la exposición al resto de los compañeros y compañeras 
de las reflexiones realizadas en grupos pequeños sobre los 
distintos derechos, eligieron uno sobre el que van a profun-
dizar y trabajar durante el curso escolar: el derecho a ser 
escuchados y a que sus opiniones sean tenidas en cuentas.

Sobre ello profundizarán en las próximas sesiones del curso, 
que se celebrarán en el año 2017.
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Artículo 42

Los Estados Partes se comprometen a dar a conocer am-
pliamente los principios y disposiciones de la Convención 
por medios eficaces y apropiados, tanto a los adultos como 
a los niños.

1. Conmemoración de 
la aprobación de la 
Convención sobre los 
Derechos del Niño

La conmemoración de la aprobación por parte de la Asam-
blea General de las Naciones Unidas de la Convención so-
bre los Derechos del Niño (20 de noviembre) fue de la mano, 
en 2016, de la celebración del Día Internacional de la Elimi-
nación de la Violencia contra la Mujer (25 de noviembre) y 
tomó cuerpo en la jornada celebrada en Vitoria-Gasteiz el 10 
de noviembre sobre Trata de mujeres y menores con fines de 
explotación sexual. 

El objetivo esencial de la jornada se orientaba hacia la sensibi-
lización ciudadana en torno a la trata de seres humanos, que 
afecta de manera dramática a un número no suficientemente 
conocido de mujeres y menores, principalmente. Como ya se 
enunciaba en su presentación, millones de mujeres, hombres, 
niños y niñas se ven impelidos hoy en el mundo a dejar sus 

hogares a causa de la necesidad económica, los conflictos, 
la guerra o persecuciones de diversa índole. En ese contexto, 
son muchas las personas que corren el peligro de caer en ma-
nos de traficantes de seres humanos carentes de todo límite 
moral y ético, que comercian con las vidas de las personas, 
a las que reducen a simples mercancías, vendiéndolas como 
esclavas y arrebatándoles cruelmente su autonomía vital, así 
como cualquier capacidad de defensa frente a una execrable 
y sistemática violación de sus derechos humanos. Estamos 
ante un fenómeno de dimensiones enormes, aunque difícil-
mente computables, que se ensaña con las personas más 
vulnerables de nuestra sociedad y que impacta especialmen-
te en las mujeres, así como en las niñas y en los niños. La trata 
de seres humanos evidencia, de manera brutal, la desigual-
dad abismal que arbitrariamente nos divide a los seres huma-
nos según el lugar en el que hayamos nacido en el mundo, 
como pobres o ricos.

La jornada pretendía ser un comienzo en el camino, un punto 
de partida para contribuir desde Euskadi a los objetivos de la 
Estrategia de la Unión Europea para la erradicación de la Trata 
de Seres Humanos (2012-2016), en concreto:
 

• difundiendo la importancia crucial del tema y hacién-
dose eco en Euskadi de las graves consecuencias 
humanas que comporta esta lacra, para contribuir 
con ello a la sensibilización de nuestra sociedad y de 
nuestras instituciones respecto a la necesidad de tra-
bajar para erradicarla; 

• comenzando un proceso de reflexión más profunda y 
tratando de dar luz sobre el estado de la cuestión, en 
todas sus dimensiones: ideológica, humana, social, 
jurídica y policial; 

• intercambiando visiones desde distintas perspectivas 
profesionales, territoriales y desde distintas disciplinas 
o ámbitos de intervención, todos ellos involucrados en 
la lucha contra la trata de seres humanos y, especial-
mente, en la atención y protección de sus víctimas; 

• estableciendo las bases de una colaboración futura que 
lleve a aumentar el conocimiento sobre este fenómeno 
atroz y sobre las respuestas más efectivas para apoyar 
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a las víctimas y para erradicar, en última instancia, cual-
quier forma de comercio con los seres humanos.

 

2.  Colaboración 
 con agentes sociales
La institución del Ararteko y, en lo que le corresponde, la Ofi-
cina de la Infancia y la Adolescencia, mantiene entre sus lí-
neas de actuación una opción clara de colaboración con los 
diferentes agentes sociales que trabajan en el campo de la 
infancia y la adolescencia, bien en la divulgación o defensa 
de sus derechos, bien en la gestión de determinados recur-
sos destinados, mucha veces, a niños y niñas en situación 
de especial vulnerabilidad.

Esta relación de colaboración se concreta cada año y se rea-
liza en diferentes formatos: reuniones, visitas, colaboracio-
nes en documentos o propuestas, etc.

Es frecuente y continuada la relación con organizaciones de 
defensa de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, 
como Save the Children y UNICEF, Comité del País Vasco. Los 
actos más relevantes en este 2016 han sido la participación 
en la jornada “La violencia contra la infancia” o el contraste 
sobre la realidad de Euskadi abordada en su informe “Yo a 
eso no juego”, sobre el acoso escolar, en el caso de la pri-
mera, y la coorganización del seminario de trabajo “Equidad 
en la infancia” con la segunda de las organizaciones citadas.

En el ámbito de las personas con discapacidad, las personas 
coordinadoras de las áreas de discapacidad, dependencia y 
salud mantienen contactos con las organizaciones sectoria-
les, que en este año se ha traducido en reuniones con AVI-
FES, APDEMA y ACABE. De manera similar, la responsable 
del área de Familia mantiene la relación con las organizacio-
nes de ese ámbito, en esta ocasión, con Hirukide. En todos 
los casos en que alguna de las situaciones o problemáticas 
abordadas tiene una especial presencia o incidencia en niños, 
niñas y adolescentes, se trabaja conjuntamente, incorporan-
do la perspectiva de infancia a la resolución de los problemas.

En el ámbito de la infancia en desprotección se ha manteni-
do contacto con:

• AVAIM, compartiendo preocupación sobre la violencia 
sexual contra niños, niñas y adolescentes.

• Bizgarri e IRSE Araba, en el marco de las visitas de 
inspección a puntos de encuentro familiar por deriva-
ción judicial.

• SOS Arrazakeriak, contrastando información sobre la 
situación de menores y jóvenes extranjeros sin refe-
rentes familiares.

• Cruz Roja Bizkaia, Cáritas Gipuzkoa y Cáritas Bizkaia, 
recabando información relativa a la situación y aten-

ción recibida por las familias con menores a cargo y 
en situación de precariedad económica.

• Jolas eta Ekin, como anfitriones de la visita realizada 
por ONG de Honduras y Guatemala que trabajan con 
infancia y juventud a Euskadi.

• El Colegio de Educadoras y Educadores Sociales de 
Euskadi, para definir el formato de comunicación de 
aquellas informaciones que llegan a su organización en 
las que se denunciaran o existiera sospecha de vulne-
ración de derechos de niños, niñas y adolescentes.

A lo largo del año el Ararteko se ha implicado en dos con-
flictos vecinales que compartían el denominador común de 
afectar a familias de etnia gitana con un número importante 
de menores en ellas. En este contexto se han mantenido 
reuniones y contactos con entidades sociales del pueblo 
gitano y con la Secretaría del Consejo para la promoción 
integral y la participación social del Pueblo Gitano. El tra-
tamiento de la información referente a estos conflictos en 
los medios de comunicación y, en concreto, a las personas 
menores afectadas por ellos, estuvo en la base de la reunión 
con la Asociación de Periodistas Vascos.

3. Colaboración con 
organismos y recursos 
institucionales

De la misma manera, los espacios y momentos de colabora-
ción con distintos representantes políticos y técnicos de orga-
nismos institucionales y/o de recursos públicos son múltiples. 
Algunas de las interlocutoras se señalan a continuación:

• Consejo Escolar de Euskadi.
• Viceconsejería de Vivienda y Lanbide (situaciones que 

afectan a familias en precariedad económica con me-
nores a cargo).

• Director de Política Familiar y Desarrollo Comunitario 
de Gobierno Vasco.

• Servicio Berdindu.
• Servicio Biltzen.
• Diputado General y diputada de Servicios Sociales de 

Álava/Araba.
• Dirección de Juventud y Deportes de la Diputación Fo-

ral de Gipuzkoa.
• Responsables de los servicios de infancia de los depar-

tamentos de Acción Social / Política Social / Servicios 
Sociales de las tres diputaciones forales (además de res-
ponsables de algunos servicios, programas y recursos).

• Emakunde. Grupo Técnico Interinstitucional.
• Fiscal superior del País Vasco, Fiscal jefe y fiscal de 

extranjería de Gipuzkoa y fiscales de menores de Ála-
va/Araba, Bizkaia y Gipuzkoa.

• Ayuntamientos de Bilbao, Vitoria-Gasteiz, Galdakao y 
Lasarte-Oria.
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En el marco de algunas de estas reuniones o, a raíz pre-
cisamente de ellas, la institución del Ararteko ha conocido 
de primera mano propuestas de planes, protocolos, estrate-
gias, etc. en que se traducen las políticas públicas y ha podi-
do someter a consideración de los organismos competentes 
determinadas situaciones preocupantes, formuladas en cla-
ve de necesidades a ser atendidas, o concretar la garantía 
de derechos insoslayables en la intervención. 

En esta línea de colaboración para una mejor protección y 
salvaguarda de los derechos de la ciudadanía en las polí-
ticas públicas, la Oficina de la Infancia y la Adolescencia 
forma parte del pleno del Observatorio para la Convivencia 
Escolar, aun cuando este año 2016 tampoco haya sido con-
vocado. Sí ha continuado la participación en el proceso de 
trabajo que, sobre los niños y niñas expuestos a la violencia 
de género, ha liderado el Grupo Técnico Interinstitucional de 
Emakunde.

En la línea habitual, se mantiene una excelente relación con 
las áreas de infancia y adolescencia de otras defensorías 
del pueblo, con quienes es frecuente el intercambio de infor-
mación, criterio y opinión. Este año ha resultado de especial 
interés el Encuentro con Defensorías que anualmente orga-
niza la Plataforma de Organizaciones de Infancia, en tanto 
en cuanto ha supuesto el diálogo y la puesta en común de 
valoraciones sobre el estado de los derechos de niños, ni-
ñas y adolescentes en el Estado español, como contribución 
al Informe Complementario que esta organización remite al 
Comité de los Derechos del Niño en su tarea de seguimiento 
de la Convención sobre los Derechos del Niño.

4. Participación en actos
Tanto en el marco de esta colaboración con asociaciones e 
instituciones, como por tratarse de iniciativas lideradas por 
la propia institución del Ararteko, se puede destacar la inter-
vención del propio Ararteko o de personal de la institución 
en foros y encuentros referidos a los y las menores, tanto en 
nuestra Comunidad como fuera de ella. Las participaciones 
más relevantes protagonizadas en 2016 y, hasta el momen-
to, no citadas en este documento son:

• FECAPP. La transmisión de valores a niños, niñas y ado-
lescentes. Bilbao.

• Grupo EDE. Principales modificaciones de las nuevas 
leyes para la protección de niños, niñas y adolescentes. 
Bilbao.

• CIPI – Consejo Independiente de Protección a la Infan-
cia. Debate sobre la situación de la infancia en Euskadi. 
Bilbao.

• Gobierno Vasco. Paternidades que transforman, hom-
bres, mujeres, crianza y poder. Bilbao, Donostia, Gasteiz.

• AVIFES. Encantadas de hablARTE. Diálogo a través del 
arte con mujeres con enfermedad mental. Bilbao.

• Korapilatuz. Aproximación social a la infancia y adoles-
cencia en la actual crisis. Irun.

• EFEA-Ronda Pirineos IV (FEAE Euskadi). Democracia y 
beneficios sociales de la educación. Vielha.

• Oficina de Defensa dels Drets del Menor de Illes Balears. 
Neus canvis legislatius en infancia y adolescencia. Palma 
de Mallorca.

• Agintzari. Impacto de la modificación de la legislación de 
infancia en los servicios sociales municipales. Bilbao.

• Innobasque-Hirien Sarea. El derecho de participación de 
niños, niñas y adolescentes. Zamudio.

• Cátedra Santander de Derecho y Menores de la Univer-
sidad Pontificia de Comillas. El interés superior del niño 
en la legislación española sobre protección de la infancia 
y la adolescencia. Madrid.

• Euskadiko Gazteriaren Kontseilua. Acto del 30 aniversa-
rio. Donostia.

• Diputación Foral de Bizkaia. Departamento de Empleo, 
Inclusión Social e Igualdad. Situación y necesidades de 
los jóvenes de protección al alcanzar la mayoría de edad. 
Sondika.

• UNICEF. Equidad en la infancia. Bilbao.
• Plataforma de Organizaciones de Infancia. El papel de 

las Defensorías como garantes. Madrid.
• Ayuntamiento de Galdakao. Encuentro de servicios so-

ciales: la adolescencia. Galdakao.
• Save the Children. La violencia contra la infancia. Bilbao.
• Gure Sarea-EHU. Abuso sexual infantil. Leioa.
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Presentamos en los siguientes párrafos lo más destacable 
de la actividad y las valoraciones realizadas en el año 2016 
por la Oficina de la Infancia y la Adolescencia del Ararteko.

El número de expedientes de queja en los que, de manera 
expresa, se cita la presencia o se encuentran implicados ni-
ños, niñas y adolescentes alcanza en 2016 la cifra de 521 
que, respecto a la totalidad de los presentados en la institu-
ción del Ararteko supone el 20,45% de éstos. Se encuentran 
incluidos en este cómputo los expedientes de queja a ins-
tancia de parte (489), presentados por personas particulares 
u organizaciones a través de las distintas vías de acceso es-
tablecidas (oficinas, web, correo electrónico) y los expedien-
tes de oficio (32), abiertos a iniciativa de la institución para el 
análisis y seguimiento de situaciones en las que se sospe-
cha cierto grado de vulnerabilidad o atención inadecuada a 
las necesidades de grupos de niños, niñas y adolescentes.

En cuanto al derecho a un nivel de vida adecuado para 
su desarrollo, siguen llegando en número nada desprecia-
ble reclamaciones de familias (unidades de convivencia) en 
situación de precariedad económica –a veces, muy dramá-
tica- con niños y niñas a cargo. Desde 2012 expresamente, 
aunque también con anterioridad de manera más difusa y 
general, esta institución viene desarrollando distintas ini-
ciativas al objeto de conocer y proponer actuaciones que 
permitan abordar de manera eficaz estas situaciones, que 
sin lugar a dudas vulneran los derechos fundamentales de 
estos niños, niñas y adolescentes y cercenan oportunidades 
de su desarrollo. Estudios, diagnósticos, foros de discusión 
y muchas propuestas en el marco de expedientes de que-
ja particulares. Algunas de ellas, incluso, toman cuerpo de 
actuaciones directamente relacionadas con los hijos e hijas 
de esas unidades convivenciales (niños con discapacidad 
o dependencia, familias comprometidas en programas de 
intervención social que resultan incompatibles con reque-
rimientos del sistema de garantía de ingresos, unidades 
monoparentales con enormes dificultades para conciliar su 
labor parental con las exigencias laborales propuestas, etc.) 
en otras, los niños y niñas son “sólo” parte de las personas 
afectadas por una situación general de mínimas condiciones 
de vida.

La reflexión, precisamente, en torno a cómo se ven afecta-
dos los derechos y el interés superior del niño/niña cuando 
los ingresos mínimos procedentes de la Renta de Garantía 
de Ingresos son negados o retirados dio lugar en 2015 a 
una Recomendación General a la que en 2016 se ha hecho 
seguimiento. Lanbide no comparte los argumentos de esta 
institución, que son los trasladados en la Observación Gene-
ral nº 14 del Comité de los Derechos del Niño, la Recomen-
dación de la Comisión Europea Invertir en la infancia: romper 
el ciclo de las desventajas o la misma Ley Orgánica 8/2015, 
de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a 
la infancia.

En todo caso, hablar de pobreza infantil no es hablar de algo 
que afecta al presente de los niños y niñas en exclusiva. 
Hablar de pobreza con propiedad, según todos los exper-
tos, supone incorporar la perspectiva temporal, lo que hace 
inevitable pronunciarse en términos de transmisión gene-
racional de la pobreza. Porque la pobreza se transmite de 
padres a hijos, de generación en generación, como si fuera 
algo que se puede heredar y que, de hecho, se hereda. Si no 
intervenimos, como insiste la recomendación de la Comisión 
Europea citada, la pobreza se transmitirá. Por lo tanto, evitar 
que se transmitan las desventajas entre generaciones es una 
inversión crucial para el futuro de Euskadi y presenta benefi-
cios a largo plazo para la infancia, la economía y la sociedad 
en su conjunto.

Desde estos planteamientos, resulta esperanzador el anun-
cio de Gobierno Vasco de impulsar una estrategia de inver-
sión en las familias y en la infancia, una estrategia de carác-
ter interinstitucional, estable y de largo alcance, a través de 
un Pacto de País por la Infancia y las Familias, que dé res-
puesta, entre otras cuestiones, a la prevención de la pobreza 
infantil y la reproducción de la desigualdad. Es cierto que un 
acuerdo del calado que se le supone a la estrategia anuncia-
da requiere de esfuerzo y, probablemente, tiempo. No obs-
tante, que el departamento competente en el liderazgo de la 
iniciativa responda a finales de año que se están poniendo 
las bases para un cambio “que no se visibilizará en el corto 
y medio plazo” preocupa a esta institución y le anima a so-
licitar la articulación de otras actuaciones complementarias 
o precursoras que procuren la atención a las situaciones de 
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precariedad económica y desigualdad social mientras llegan 
las soluciones integrales, sólidas o estructurales.

Una de estas actuaciones “en el corto plazo” es el sistema 
de garantía de ingresos que, aunque mejorable, es justo po-
ner en valor por su contribución a la contención de las tasas 
de pobreza y, en general, por sus efectos positivos en la 
cohesión social y el bienestar de las personas y las comu-
nidades. Como diversos estudios ponen de manifiesto, a él 
debemos que un tercio de las familias en situación de po-
breza mejoren su situación hasta traspasar (es cierto que no 
con amplios márgenes) los umbrales de pobreza y que para 
otro tercio suponga salir de la pobreza extrema. 

Es este sistema el que explica en gran medida, también, que 
la pobreza real no vaya asociada en Euskadi a problemas 
graves de alimentación. A pesar del dato aportado por el 
informe sobre el “Impacto comarcal de la pobreza infantil en 
la Comunidad Autónoma de Euskadi. EPDS 2012” que aler-
taba sobre ello, ni las indagaciones realizadas en 2015 a tra-
vés de profesionales sanitarios de atención primaria, ni las 
realizadas en 2016 con organizaciones sociales que trabajan 
directamente con familias lo confirman. Todas las personas 
consultadas se pronuncian en la línea de que no detectan 
como problema estructural situaciones de insuficiente ali-
mentación por causas socio-económicas. Esto no descarta 
casos puntuales, ni lo que podríamos considerar como una 
dieta pobre (poca diversidad de nutrientes).

En relación con las medidas adoptadas para dar respuesta a 
las situaciones de pobreza actual no se puede olvidar el es-
fuerzo de los ayuntamientos vascos, que a través de las ayu-
das de emergencia social u otras prestaciones económicas 
municipales, en ocasiones de manera directa y otras con la 
colaboración de la sociedad civil organizada, completan allá 
donde la Renta de Garantía de Ingresos no llega y procuran 
soluciones concretas.

Cerramos este bloque, en todo caso, insistiendo en que la in-
tervención temprana y la prevención son esenciales para ela-
borar políticas más eficaces y eficientes, porque además de 
ahorrar grandes dosis de sufrimiento, resulta más barato (en 
términos de gasto público) intervenir cuando las situaciones 
son de menor gravedad que atender las consecuencias de la 
pobreza y la exclusión social más severa.

Respecto al derecho a la educación, el Ararteko considera que 
la consecución de un pacto educativo debe ser un propósito u 
objetivo prioritario e irrenunciable gracias al cual poder dotar a 
nuestro sistema de la necesaria estabilidad. Al mismo tiempo, 
confía en que los nuevos responsables del Departamento de 
Educación continúen con la misma línea de colaboración que 
hasta ahora se ha venido manteniendo con esta institución ya 
que, como siempre repetimos, el Ararteko no renuncia a que la 
realidad de las quejas tramitadas a instancia de la ciudadanía y 
de algunos agentes educativos pueda ser utilizada para intro-
ducir mejoras en la prestación de un servicio público educativo 
que tiene como objetivo alcanzar la excelencia.

Un ejemplo de los resultados de esta colaboración son los 
cambios que, por primera vez, se han llevado a cabo en el 

proceso de admisión del alumnado con el fin de evitar el 
uso abusivo de los datos del padrón, los cuales han tenido 
especiales consecuencias en el caso de la ciudad de Vito-
ria-Gasteiz. El Ararteko no puede sino poner de relieve la 
especial implicación que en esta ocasión han tenido los res-
ponsables educativos y animarles a que continúen por esta 
misma senda.

La administración educativa ha tomado conciencia también 
de la necesidad de reconsiderar los criterios que se siguen 
en estos procesos de admisión a partir de la tramitación de 
expedientes de queja puntuales en los que, de partida, se 
cuestionaba el criterio referido a la condición de antiguo 
alumno de alguno de los progenitores. 

A este respecto, es necesario reparar, no obstante, en que 
en muchas ocasiones, cuando se ponen en duda los crite-
rios de admisión del alumnado o se denuncia el uso abusivo 
de alguno de ellos, lo que de verdad está detrás de ello son 
cuestiones de mucho más calado. Así ha ocurrido, por ejem-
plo, con el reparto del alumnado inmigrante que este año ha 
sido motivo de especial preocupación en Vitoria-Gasteiz y 
que ha llevado a la creación de una mesa interinstitucional 
con el ánimo de establecer criterios que permitan reconducir 
la “guetización” que se está produciendo en determinados 
centros educativos de la ciudad. Lo mismo ocurre con las 
quejas que, en realidad, lo que ponen en cuestión son de-
terminadas decisiones de planificación o programación edu-
cativa. Entre éstas, este año cabe mencionar las relativas a 
zonas educativas como Miribilla en Bilbao y otras localida-
des como Eibar.

Pero volviendo sobre el alumnado de origen extranjero, el 
Ararteko no puede pasar por alto la reciente presentación 
del II Plan de atención educativa al alumnado inmigrante en 
el marco de la escuela inclusiva e intercultural 2016-2020, 
en el que se incorporan muchas de las propuestas que han 
venido siendo apuntadas por esta institución en relación con 
la admisión del alumnado. Este plan recoge un compromiso 
de seguimiento y revisión periódica al que, a nuestro modo 
de ver, se debe otorgar una especial atención, en la medida 
en que puede permitir reconducir las voces críticas que ya lo 
han tachado de insuficiente.

Otra muestra de los resultados de esta colaboración entre 
los responsables educativos y esta institución son los cam-
bios introducidos en la prueba de acceso a las Enseñanzas 
Artísticas Superiores en Diseño con respecto al alumnado 
con discapacidad. Cumpliendo con un compromiso anterior, 
las instrucciones dictadas para la organización, desarrollo y 
evaluación de la prueba de este año 2016 han incorporado 
una reserva de un 5% de las plazas ofertadas para estudian-
tes que tengan reconocido un grado de discapacidad igual 
o superior al 33%.

No podemos decir lo mismo de la sugerencia planteada por 
esta institución para favorecer la admisión del alumnado 
con discapacidad en los ciclos formativos de grado medio 
y superior, ampliando la reserva establecida también a los 
alumnos que durante su escolarización anterior hayan preci-
sado de recursos y apoyos para su plena normalización edu-
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cativa. En este caso, los responsables educativos no han 
coincidido en su interpretación con la sugerencia que les fue 
planteada. Por ello es nuestra intención insistir en la misma.

Siguiendo con los estudios de formación profesional, las 
quejas presentadas han puesto de manifiesto el interés cre-
ciente por cursar este tipo de enseñanzas, el cual no siem-
pre se ve satisfecho debido a la aplicación de unos órdenes 
de preferencia y prelación que este curso se han visto afec-
tados por las modificaciones introducidas por la Ley Orgáni-
ca 8/2013, para la mejora de la calidad educativa (LOMCE), 
en lo relativo a las condiciones de acceso a ciclos formativos 
de grado medio. No obstante, a juicio del Ararteko, ello no 
debe llevar a descartar la posibilidad de considerar una ma-
yor oferta de las enseñanzas especialmente demandadas.

Continúa sin resolverse adecuadamente la respuesta a las 
necesidades formativas de determinados chicos y chicas, 
tras la implantación en el curso 2015-2016 de la Formación 
Profesional Básica y la desaparición de los programas de 
cualificación profesional inicial (PCPI) y los programas de 
formación transitoria Integrada del curso 2014-2015. A pe-
sar de que a finales de 2015 se nos informó de la previsión 
de articular unos cursos/módulos para mayores de 17 años, 
con el fin de obtener un certificado de profesionalidad de 
nivel I, financiados por Lanbide y ofrecidos desde los con-
sorcios de Educación Compensatoria, esta institución no ha 
tenido conocimiento de que las posibilidades contempladas 
en el decreto se hayan materializado de ninguna manera. 
Tampoco desde el subsistema de formación para el empleo 
se está dando respuesta suficiente a las necesidades de 
cualificación profesional de este colectivo de jóvenes, todos 
ellos “socialmente desfavorecidos”.

Pasando a otro orden de asuntos, debemos subrayar igual-
mente la actitud colaboradora que han tenido los responsa-
bles educativos en los casos de quejas referidas a alumnado 
con necesidades educativas especiales y que, en general, han 
permitido dar una pronta satisfacción a las familias afectadas. 

Confiamos en que esta especial disposición permita recon-
ducir en breve, también, las quejas recibidas en torno a las 
condiciones de escolarización del alumnado que acude al 
CEE Gorbeialde de Vitoria-Gasteiz, único centro público de 
educación especial de la CAPV, aun cuando esta institu-
ción no descarta iniciar una actuación de oficio con el fin de 
analizar la respuesta que se viene dando a las necesidades 
sanitarias que presenta de este alumnado, las cuales han 
motivado la aprobación de una Proposición no de Ley en 
sede parlamentaria.

El acoso escolar, en el que cada vez está más presente inter-
net y las nuevas tecnologías, ha mantenido la atención me-
diática a lo largo de 2016, lo que no siempre ha conllevado 
el abordaje sosegado y adecuado de la cuestión. Esta ins-
titución, en sintonía con el análisis de otras organizaciones, 
como es el caso de Save the Children en lo concerniente a 
este tema, parte de las importantes consecuencias que el 
acoso entre iguales tiene para sus víctimas, pero apuesta 
por huir, tanto de la exageración, como de la negación de las 
situaciones de maltrato entre iguales. Por otro lado, recono-

ce que la escuela no es la causante ni el único lugar donde 
se gesta esta violencia, sino más bien parte de la solución.

Las quejas recibidas en el ámbito de los servicios sociales 
para la infancia en desprotección siguen refiriéndose, ma-
yoritariamente, a la disconformidad con la valoración de los 
servicios de infancia por la que se concluye el desamparo 
de sus hijos o hijas, la suspensión de la patria potestad y la 
asunción de la tutela por parte del ente foral. Junto a esta 
demanda, que en un alto porcentaje ya han canalizado por 
la vía judicial, se suelen trasladar otras cuestiones relaciona-
das con el proceso de valoración, la comunicación e infor-
mación, sobre las que sí intervenimos y en las que no se han 
detectado, de manera generalizable, actuaciones incorrec-
tas por parte de la administración.

A lo largo de los dos últimos años se ha llevado a cabo una 
actuación a iniciativa del Ararteko en la que se interesaba por 
cómo se está garantizando el derecho de los niños, niñas y 
adolescentes que son atendidos en los servicios sociales fo-
rales para la infancia en desprotección a ser escuchados, a 
expresar su opinión en aquellos asuntos que les afectan y a 
que ésta sea tomada en consideración. Con la recepción a 
finales de año del procedimiento y los formularios elabora-
dos por la Diputación Foral de Álava para responder al com-
promiso adquirido con anterioridad de mejorar los procesos 
en los que debiera tener cabida el derecho a ser escuchado, 
se completaba un panorama en el que, a juicio de esta ins-
titución, los servicios forales tienen presente y desarrollan 
de manera sistemática la escucha de las personas menores 
usuarias de sus servicios, valorando las opiniones de éstas.

La red de recursos de acogimiento residencial presenta un 
grado muy alto de ocupación, lo que en ningún caso ha ge-
nerado que un niño, niña o adolescente deje de ser atendido 
por falta de un servicio adecuado. No parece ser ésta una 
cuestión coyuntural, por lo que las instancias forales han ar-
ticulado plazas, centros, servicios y programas para dar una 
respuesta lo más ajustada y eficaz posible a las necesidades 
de los niños, niñas y adolescentes. Mantenemos la opinión 
de que, a pesar de las dificultades, contamos con una red 
dinámica y atenta a las necesidades que la realidad social 
va demandando.

Continúan también los esfuerzos en la búsqueda de alterna-
tivas familiares, salvo que sean contrarias al interés del niño/
niña, para articular las medidas de separación adoptadas. 
La falta de familias que se ofrezcan y que sean adecuadas 
para el acogimiento es uno de los principales problemas, de 
no sencilla solución. Los datos de ofrecimientos para adop-
ción y adopciones constituidas, por su parte, siguen en ni-
veles similares a los de estos últimos años, muy lejos ya de 
las cifras de hace una década.

Han descendido, aunque no han llegado a desaparecer, las 
quejas interpuestas por menores extranjeros no acompaña-
dos respecto a cómo se está actuando en la acogida y eso 
que este año se ha roto la tendencia descendente de perío-
dos anteriores, recuperándose en algunos casos cifras de 
llegadas similares a las de 2012. No se han recogido quejas 
relativas al criterio de dar mayor validez a la fecha indicada 
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en los decretos de fiscalía sobre la recogida en la documen-
tación, trasladándose las principales dificultades a los pro-
cesos de emancipación de estos jóvenes (de un grupo de 
ellos, al menos) una vez alcanzada la mayoría de edad. 

Del seguimiento realizado a la Recomendación general del 
Ararteko 5/2013, de 17 de junio. “Garantías en la atención 
a los menores/jóvenes extranjeros no acompañados” esta 
institución valora muy positivamente la atención inmedia-
ta (guarda provisional) prestada a todos los menores o su-
puestos menores que son localizados en territorio vasco y 
mantiene algunas divergencias con ciertas prácticas de los 
servicios forales que, en todo caso, basan su actuación en 
lo dispuesto en el Protocolo Marco sobre determinadas 
actuaciones en relación con los Menores Extranjeros No 
Acompañados. Como ya se apunta en el párrafo anterior, las 
carencias más significativas se observan en el apoyo con el 
que cuenta un número importante de estos jóvenes una vez 
alcanzan la mayoría de edad: dificultades de acceso al em-
pleo y la vivienda, reducción de los programas formativos y 
de cualificación laboral a los que pueden acceder, debilidad 
de las prestaciones económicas y los programas articulados 
desde los servicios para la inclusión social.

Después de años insistiendo en la necesidad de abordar 
adecuadamente el grave maltrato a niños, niñas y adolescen-
tes que es el abuso sexual, en 2016 parecen haberse dado 
las condiciones para que, al menos, se comiencen a recla-
mar respuestas adecuadas desde diversos ámbitos, hasta la 
fecha ajenos a estas demandas. Una muestra de ello es la 
mayor presencia de este contenido en jornadas, seminarios y 
cursos celebrados en el año o las sesiones de trabajo de esta 
institución con la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia y la Fiscalía del País Vasco, así como con represen-
tantes cualificados de la abogacía, en torno a la atención que 
reciben en nuestros juzgados los niños y niñas que compa-
rezcan ante ellos, ya sea en calidad de víctimas o de testigos, 
en casos de posible abuso sexual. El Protocolo de prevención 
y actuación en el ámbito educativo ante situaciones de posi-
ble desprotección y maltrato, acoso y abuso sexual infantil y 
adolescente, y de colaboración y coordinación entre el ámbito 
educativo y los agentes que intervienen en la protección de 
la persona menor de edad, es también una muestra, en este 
caso en clave de respuesta articulada, coordinada y colabo-
rativa, de los avances en la atención a la vulneración grave de 
los derechos de los niños y niñas afectados.

En lo tocante al derecho a una familia protectora y coin-
cidente con el desafío demográfico que deben encarar ac-
tualmente las sociedades contemporáneas europeas como 
la nuestra (incremento de las dificultades económicas de las 
familias con hijos e hijas; crecientes dificultades para la mo-
vilidad social y la igualdad de oportunidades; persistencia de 
obstáculos que dificultan que las personas puedan iniciar su 
proyecto familiar y tener el número de hijos e hijas deseado), 
la institución del Ararteko defiende firmemente la necesidad 
de incrementar ampliamente la inversión económica en las 
familias con hijas e hijos, en la línea de lo anunciado por 
el Gobierno Vasco en 2016, y de impulsar decididamente 
las condiciones que favorezcan los proyectos familiares, así 
como la emancipación de nuestros jóvenes. 

Esta apuesta por las familias se concreta, como ya se ha se-
ñalado en años anteriores, en medidas en el ámbito econó-
mico o financiero que suponen una mayor inversión econó-
mica en las políticas de apoyo a las familias, aunque no solo 
eso. Por la especial incidencia en las quejas atendidas este 
año hay que destacar las medidas en el plano regulador, en 
el que esta institución considera conveniente que, con ob-
jeto de clarificar buena parte de las disfunciones generadas 
por la aplicación de la legislación estatal en materia de fami-
lias numerosas, se aborde en el ámbito vasco una regulación 
propia que clarifique el estatus y los beneficios que se reco-
nocen a estas familias o, en su caso, una regulación que, 
al amparo de lo dispuesto en relación con las familias más 
vulnerables en la Ley 13/2008 de 12 de diciembre, de Apoyo 
a las Familias, dé un nuevo impulso a las medidas de apoyo 
a las familias con más hijos e hijas a su cargo. Interesa dicha 
iniciativa reguladora también, y muy particularmente, en lo 
que respecta a las familias monoparentales, en tanto que fa-
milias especialmente vulnerables. En ese sentido, debemos 
recordar que, aunque esta ley traslada a las administracio-
nes públicas vascas una obligación de remover los obstá-
culos y de adoptar medidas de actuación positivas encami-
nadas a favorecer a las familias que se encuentran en una 
situación de especial vulnerabilidad, sin embargo nuestra 
legislación adolece en este punto de una falta de desarrollo 
y, a diferencia de otras normativa autonómicas, no introduce 
una definición o unas pautas de delimitación que permitan 
identificar con una cierta precisión qué unidades familiares 
encajan en el modelo de familia monoparental, sino que se 
refiere tan solo de manera genérica a la necesidad de dar 
una mayor protección a las familias que estén en una si-
tuación de especial vulnerabilidad, lo que, en definitiva deja 
sin ninguna protección especial o singular a las familias mo-
noparentales, pese a las mayores dificultades contrastadas 
que sus titulares –predominantemente mujeres– encuentran 
en la crianza y educación de sus hijos e hijas, y en especial 
en la conciliación de su vida laboral y familiar.

La afirmación realizada en el informe general sobre que la 
conciliación sigue siendo un gran desafío para las familias 
contemporáneas, la unimos en el informe específico de esta 
Oficina de la Infancia y la Adolescencia al necesario apoyo a 
la emancipación de nuestros jóvenes.

Apostar por las familias significa finalmente establecer es-
trategias, pensar e impulsar medidas de índole diversa, 
orientadas a apoyar la emancipación de nuestros jóvenes, 
quienes siguen sufriendo especialmente las consecuencias 
de un contexto de crisis y de desempleo, que les impide 
afrontar un proyecto autónomo de vida, prolongando con 
ello la dependencia de sus familias de origen.

De nuevo un año más un número importante de quejas rela-
tivas al derecho a la salud tiene relación con las dificultades 
de acceso a la atención sanitaria por parte de personas ex-
tranjeras, en este informe centradas en los problemas de ac-
ceso de mujeres embarazadas y personas menores de edad 
y eso a pesar de que, tal y como lo subraya la legislación de 
infancia, gozan de los mismos derechos que los niños, niñas 
y adolescentes de nacionalidad española.
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En este ámbito de las personas extranjeras, el Ararteko inició 
una actuación de oficio al ser conocedor de que los meno-
res extranjeros recién nacidos tienen dificultades para reci-
bir la asistencia sanitaria completa a la que tienen derecho. 
El problema no se produce a la hora de recibir la atención 
sanitaria que necesitan, sino al acceder a las prestaciones 
suplementarias que su médico les prescribe, por ejemplo la 
farmacéutica. Ello se debe al tiempo que transcurre desde el 
nacimiento hasta que sus progenitores obtienen de su país 
de origen la documentación que la administración compe-
tente (dependiendo del supuesto, INSS o Departamento de 
Salud del Gobierno Vasco) exige para tramitar el reconoci-
miento del derecho a asistencia. Aunque el Departamento 
de Sanidad indicó que había dirigido instrucciones a todos 
los centros sanitarios informando de cómo proceder en es-
tos casos, algunas fuentes consultadas sugieren que esta 
información sobre el modo de actuar no es conocida por 
todas y todos los profesionales sanitarios responsables de 
la atención a estos niños y niñas, lo que ha llevado a solicitar 
información complementaria a Osakidetza.

Este año se ha realizado también seguimiento a diversos 
aspectos planteados por las asociaciones de apoyo a las 
personas afectadas por trastornos de conducta alimen-
taria, más en concreto, a la demanda de creación de una 
unidad especializada para el ingreso de pacientes graves y 
la necesidad de completar los servicios de comedores tera-
péuticos. En lo tocante a la unidad especializada, conside-
raciones de diversa índole han impedido el acuerdo sobre 
el modo en que se ha de desarrollar. Sobre los comedores 
terapéuticos existe coincidencia en su utilidad, siempre que 
se encuentran integrados en un esquema asistencial cohe-
rente y coordinado. La respuesta de Osakidetza recuerda 
que, pese a ser consideradas estructuras con un enfoque 
eficiente y reconocer la limitación de los recursos actuales, 
su realización encuentra objeciones de índole presupuesta-
ria cuya existencia no es posible eludir, a lo que el Ararteko 
responde recomendando que en las previsiones del próximo 
ejercicio presupuestario se contemple la dotación necesaria 
para el abordaje de las carencias determinadas por el propio 
organismo público.

En el año en que ha sido aprobada la Ley 1/2016, de 7 de 
abril, de Atención Integral de Adicciones y Drogodependen-
cias el Ararteko ha abordado la actuación municipal para el 
control del acceso a bebidas alcohólicas por parte de perso-
nas menores de edad. Concluye constatando que, realmen-
te, el consumo de bebidas alcohólicas por parte de chicos 
y chicas menores de edad es un asunto complejo, en el que 
necesariamente se requiere de la colaboración de todos los 
agentes, tanto institucionales, como sociales y particulares. 
En esta ocasión, de manera similar a como en otros momen-
tos lo hiciera con el departamento de Educación o de Sani-
dad de Gobierno Vasco, dirige a los ayuntamientos vascos 
un recordatorio de sus obligaciones legales en lo tocante al 
control del suministro de alcohol a chicos y chicas menores 
de edad en sus municipios.

La intervención del Ararteko en el ámbito de la administra-
ción de justicia encuentra una clara limitación en la propia 
ley reguladora de la institución, que señala que no entrará en 

aquellos asuntos sobre los que haya recaído sentencia firme 
o se encuentren en sede judicial. No obstante, la confluencia 
en las funciones de protección de los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes atribuidas a, por una parte, la Fiscalía 
de menores y, por otra, las instituciones de defensa de sus 
derechos, como sería el caso del Ararteko, supone, en la 
práctica, un canal de comunicación abierto a frecuente inter-
cambio de información y gestiones entre ambas instancias.

Por otra parte, algunas de las actuaciones en las que en 
2015 se ha encontrado concernido el Departamento de 
Administración Pública y Justicia, como son los puntos de 
encuentro familiar por derivación judicial o la actividad del 
Instituto Vasco de Medicina Legal se exponen en otros apar-
tados de este informe, con el fin de realizar, a nuestro enten-
der, una presentación más acorde con los ámbitos de interés 
de la ciudadanía (y no tanto ordenada por la administración 
concernida). 

La intervención anunciada el año pasado sobre la atención 
prestada a los niños y niñas infractores a los que, por no 
haber cumplido los 14 años, no se les aplica la Ley Orgánica 
5/2000, reguladora de la responsabilidad penal de los meno-
res y son derivados al sistema de protección ha finalizado en 
2016, aunque sus conclusiones serán presentadas a princi-
pios de 2017. El documento resultante recoge y comparte la 
información y las opiniones recibidas de fiscalías, servicios 
forales y municipales para la infancia en desprotección, con 
el ánimo de contribuir a un mejor conocimiento de los pro-
cedimientos con los que las autoridades vienen actuando en 
Euskadi (con matices distintos en cada uno de los tres te-
rritorios históricos) en relación con estos menores y a hacer 
más visibles sus principales elementos de debilidad.

En relación con el ámbito policial, además de alguna queja 
relativa al ejercicio de la función policial en la que podrían 
haberse visto comprometidos derechos de personas meno-
res, cabe señalar la nueva constatación de ausencia de de-
pendencias específicas para la custodia de menores en los 
centros de detención de la Ertzaintza y las prácticas diversas 
en lo tocante a los libros de detención específicos para me-
nores, exigidos por el reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, 
de 12 de enero.

En lo tocante al derecho al juego, el descanso y las activi-
dades de ocio y recreativas, se han continuado recibiendo 
quejas relativas a los especiales requerimientos documentales 
para la emisión de la Licencia federativa por parte de la Real 
Federación Española de Fútbol a adolescentes nacidos en el 
extranjero, ante las que el departamento correspondiente del 
Gobierno Vasco ha actuado con celeridad realizando las ges-
tiones necesarias para solventar estas disfunciones.

Las quejas suscitadas en torno a determinados aspectos del 
modelo de deporte escolar vasco, con algo más de frecuen-
cia, sobre su materialización en el programa deportivo de 
Gipuzkoa, han permitido a esta institución la profundización 
en el análisis y la reflexión sobre los fines, los principios y los 
modos de desarrollo más acordes a los derechos de las per-
sonas (en esencia, al interés superior del niño, niña o adoles-
cente). Esta institución comparte y valora positivamente el 
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modelo de deporte escolar vigente, que destaca su sustan-
cial componente educativa. Sin embargo y en ocasiones, la 
forma concreta que adoptan estos principios o las fórmulas 
para alcanzar los objetivos generan problemas o disfuncio-
nes a los que hay que dar solución, tarea que esta Oficina 
ha abordado, tanto desde la emisión de resoluciones y re-
comendaciones generales, como compartiendo espacios de 
reflexión y debate.

Los dos elementos más relevantes de la intervención del 
Ararteko en asuntos relativos a actividades de ocio y tiempo 
libre en las que participan niños, niñas y adolescentes han 
atendido a: por una parte, la información y relación entre pa-
dres y madres y el personal a cargo de la actividad, especial-
mente cuando hay que gestionar situaciones de ansiedad o 
tensión que pueden surgir, en nuestra experiencia, en torno 
a casos puntuales de enfermedad o inadaptación; por otra, 
la participación en condiciones de igualdad de niños, niñas 
y adolescentes con discapacidad o con necesidades educa-
tivas especiales en las actividades de ocio organizadas por 
las administraciones públicas. 

Bajo el epígrafe del derecho a la no discriminación, nos 
pronunciamos:

• Además de las situaciones de pobreza en la que 
se encuentra un número importante de hijos e hijas 
de personas extranjeras, cuestión que no dejamos 
de señalar año tras año, en 2016 ha sido la primera 
ocasión en que el sistema educativo vasco ha tenido 
que abordar la prohibición a una alumna de acudir a 
clase portando la hiyab o velo islámico. La respuesta 
del Departamento de Educación ha tomado la forma 
de recomendaciones a las comunidades educativas 
de los centros vascos respecto al contenido que se 
debería incluir en sus reglamentos de organización y 
funcionamiento, en el nuevo marco educativo peda-
gógico de la escuela inclusiva y de la atención a la 
diversidad. En este marco se ha formulado también el 
II Plan de atención educativa al alumnado inmigran-
te desde el que se pretende abordar, también y entre 
otras cuestiones, como ya se ha indicado, los proble-
mas de “guetización” que se están produciendo en 
determinados centros, especialmente de la ciudad de 
Vitoria-Gasteiz.

 En el ámbito sanitario nos hemos ocupado de las di-
ficultades de acceso a la atención sanitaria de algu-
nos niños, niñas y adolescentes extranjeros, a pesar 
de que legalmente su derecho a la salud deba ser 
atendido en las mismas condiciones que los niños 
y niñas nacionales. Hay que destacar especialmente 
las dificultades para el acceso a la atención sanitaria 
completa, incluidas las prestaciones farmacológicas, 
de niños y niñas de familias extranjeras nacidos en 
hospitales vascos, que ven obstaculizada su atención 
plena hasta la tramitación de su documentación en las 
sedes diplomáticas de sus países, en ocasiones leja-
nas y costosas.

 Una última cuestión, reseñable no por presencia, sino 

precisamente por ausencia, es la atención a las perso-
nas refugiadas y, en particular a los niños y niñas refu-
giados, que no se está dando en la intensidad que las 
administraciones vascas habían previsto y dispuesto, 
ya que no terminan de llegar al territorio.

• Continuamos trabajando para impulsar el respeto y la 
promoción de los derechos de diversidad afectivo-sexual 
de niños, niñas y adolescentes. Consideramos esencial 
consensuar estrategias y establecer criterios claros entre 
las instituciones con capacidad de intervención en este 
ámbito, que sitúen en el centro de sus actuaciones el 
interés de estos niños, niñas y adolescentes, así como 
sus derechos.

 En la institución del Ararteko existe preocupación por 
definir, de manera más adecuada y adaptada a los de-
rechos de la infancia, las prestaciones públicas que, 
en general, se han establecido al amparo de la Ley 
14/2012 para las personas transexuales adultas. Así 
mismo, preocupa a esta institución que los niños y 
niñas con expresiones o identidad de género diver-
sas, o que están viviendo experiencias de género no 
normativas, vean menoscabados sus derechos y su 
libre y pleno desarrollo como personas, a causa de la 
falta de consenso y la orientación confusa o errática 
del mundo adulto (familiares, escuela, y administracio-
nes públicas). El Ararteko considera, por ello, esencial 
consensuar estrategias y establecer criterios claros 
entre las instituciones con capacidad de intervención 
en este ámbito, que sitúen en el centro de sus actua-
ciones el interés y los derechos de estos niños, niñas 
y adolescentes, de acuerdo con lo establecido en las 
leyes y normativa de protección de la infancia (interés 
superior del menor, derecho a ser escuchado, etc.) y 
con los principios consagrados en los instrumentos 
propios e internacionales de protección de los dere-
chos LGBTI, así como en la legislación de igualdad 
entre mujeres y hombres.

 Los niños y niñas con discapacidad se ven afectados, 
en igual o mayor medida que las personas adultas por 
su especial dependencia de terceras personas, por 
los déficits de accesibilidad, bien en equipamientos 
(de vivienda, educativos, sanitarios, sociales, cultura-
les…), bien en el entorno urbano o el transporte. Urge 
así, como se manifiesta en las conclusiones del Infor-
me general, que todos los poderes públicos adopten 
como premisa en sus actuaciones el concepto de ac-
cesibilidad universal, generando un entorno que res-
ponda a la diversidad de las necesidades del conjunto 
de la ciudadanía y adoptando las medidas necesarias 
para garantizarla en edificios, establecimientos e ins-
talaciones de concurrencia pública, instrumentos de 
ordenación del territorio, planes urbanísticos y pro-
yectos de urbanización.

 Por otro lado, es imprescindible ahondar en la adop-
ción de medidas de acción positiva que permitan que 
las personas con discapacidad pueden disfrutar de 
todos su derechos y beneficiarse plenamente de una 
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participación en la sociedad. A estas acciones positi-
vas atienden las demandas y resoluciones que, tanto 
en el ámbito educativo, como sanitario y de ocio-tiem-
po libre, se presentan en el cuerpo de este informe.

 Las actuaciones del Ararteko en las que se han visto 
afectados niños, niñas y adolescentes del pueblo gi-
tano este año han tenido el denominador común de 
referirse a conflictos convivenciales o de relaciones 
vecinales. En general se trata de situaciones com-
plejas, con un alto componente de exclusión social y 
marginalidad, años de evolución y multiplicidad de in-
tervenciones con efectos diversos. En relación con los 
niños, niñas y adolescentes de estas familias, resulta 
evidente que las medidas habitualmente utilizadas 
para las situaciones de desprotección infantil no están 
resultando eficaces, por lo que parecería necesario re-
flexionar conjuntamente sobre respuestas distintas y 
colaborativas, en las que los distintos agentes institu-
cionales y sociales trabajaran juntos desde objetivos 
compartidos.

 En paralelo, urge una reflexión social sobre la imagen 
del pueblo gitano proyectada por los medios de co-
municación y, más concretamente, de sus niños, ni-
ñas y adolescentes. El tratamiento habitual de niños 
y niñas como víctimas y de adolescentes como trans-
gresores, se agudiza hasta el extremo en el caso de 
los chicos y chicas gitanos, de los que en escasísimas 
ocasiones se presentan noticias en positivo y desde 
su condición de sujetos de derechos.

Para concluir y de manera incansable un año tras otro, recor-
damos que la Convención sobre los Derechos del Niño de 
1989 representa la consagración del cambio de paradigma 
que se produce a finales del siglo XX sobre la consideración 
del niño por el Derecho: el niño, la niña, deja de ser conside-
rado como un objeto de protección, para convertirse en un 
sujeto titular de derechos que debe ser empoderado en los 
mismos. La Convención no proclama derechos nuevos para 
los niños y las niñas: tienen los mismos derechos que las 
demás personas y el Estado tiene la obligación de garantizar 
que dichos derechos puedan ser ejercidos por las niñas y los 

niños de igual manera que lo pueden ser por las personas 
adultas. Para su consecución, como eje central del cambio 
de paradigma, la Convención incluye dos principios (que 
son también derechos) “revolucionarios” en relación con la 
situación anterior: el principio del “interés superior del niño/
niña” y el principio que impone la obligación de “escuchar 
al niño/niña en todas las decisiones que le afecten”. Am-
bos principios deben ser leídos conjuntamente y están en la 
base del nuevo estatuto del niño como “sujeto de derecho”.

La perspectiva del niño, la niña, como sujeto de derechos 
supone, a su vez, una nueva perspectiva en las relaciones 
entre adultos y niños, lo que lleva consigo una dinámica de-
mocrática en dichas relaciones. Los niños y niñas no “perte-
necen” a nadie, ni siquiera a sus padres y madres. Los niños 
y niñas se pertenecen a sí mismos y deben ser considerados 
como sujetos de derecho, cuyo interés debe ser tenido en 
cuenta en todas las decisiones que les afecten y cuya opi-
nión debe ser escuchada antes de determinar el contenido 
de ese interés.

Conforme al art. 12-1 de la Convención “los Estados Partes 
garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un 
juicio propio el derecho de expresar su opinión libremente 
en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debi-
damente en cuenta las opiniones del niño, en función de la 
edad y madurez del niño”. Es decir, no se trata sólo de “oír” 
al niño, sino de “escuchar”, lo que significa que su opinión 
debe ser tenida en cuenta (debiendo justificar los motivos 
por los que quien decide se separa de la misma) y que dicha 
opinión sea escuchada en el momento necesario para que 
pueda influir, en su caso, en la decisión. Las decisiones, por 
otra parte, se refieren a todos los ámbitos en los que se de-
sarrolla la vida del niño o de la niña: condiciones materiales, 
procesos educativos y lúdicos, cuidado de su salud, oportu-
nidades de desarrollo, circunstancias familiares, etc.

Por todo esto, desde aquí volvemos a reclamar una vez más 
cauces de participación reales y estables, tiempos destina-
dos a escuchar a los niños, niñas y adolescentes, mecanis-
mos adecuados, metodologías atractivas, etc. que garanti-
cen la participación de las personas menores de edad en los 
diferentes ámbitos de afección de sus vidas.
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Con relación al derecho a la educación:

• Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, reguladora del de-
recho a la educación.

• Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.
• Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejo-

ra de la calidad educativa (LOMCE). 
• Ley 1/1993, de 19 de febrero, de la Escuela Pública 

Vasca. 
• Decreto 118/1998, de 23 de junio, de ordenación de 

la respuesta educativa al alumnado con necesidades 
educativas especiales, en el marco de una escuela 
comprensiva e integradora. 

• Decreto 201/2008, de 2 de diciembre, sobre derechos 
y deberes de los alumnos y alumnas en los centros 
docentes no universitarios de la CAPV.

• Decreto 69/2015, de 19 de mayo, sobre el transporte 
escolar del alumnado de los centros docentes públi-
cos no universitarios de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco financiado por el departamento compe-
tente en materia educativa.

• Decreto 86/2015, de 9 de junio, de ordenación e im-
plantación de la Formación Profesional Básica en la 
Comunidad Autónoma del País Vasco.

Con relación a la protección de la infancia y adolescencia: 

• Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales. 
• Decreto 238/2010, de 14 de septiembre, de la Alta Ins-

pección en materia de Servicios Sociales.
• Decreto 353/2013, de 28 de mayo, de Ficha Social del 

Sistema Vasco de Servicios Sociales y del instrumen-
to de diagnóstico Social del Sistema Vasco de Servi-
cios Sociales. 

• Decreto 424/2013, de 7 de octubre, sobre la declara-
ción de interés social de las entidades sin ánimo de 
lucro de servicios sociales.

• Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de 
prestaciones y servicios del Sistema Vasco de Servi-
cios Sociales.

A. De la infancia y la adolescencia en situación de des-
protección:

• Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia y la adolescencia.

• Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y la adolescencia.

• Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, de Modificación Parcial del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

• Ley 54/2007, de 28 de diciembre, de Adopción Interna-
cional. 

• Ley 3/2005, de 18 de febrero, de atención y protección 
a la infancia y la adolescencia. 

• Decreto 40/1998, de 10 de marzo, por el que se regula 
la autorización, registro, homologación e inspección de 
los servicios sociales de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco. 

• Decreto 114/2008, de 17 de junio, por el que se regu-
la el procedimiento de actuación que deberán seguir 
las diputaciones forales en materia de adopción de 
personas menores de edad, que modifica, a su vez, 
al Decreto 263/2003, de 28 de octubre, que regula 
la acreditación y el funcionamiento de las Entidades 
Colaboradoras de Adopción Internacional. (Modifica-
do por el Decreto 245/2012, de 21 de noviembre, de 
modificación del Decreto por el que se regula el pro-
cedimiento de actuación que deberán seguir las dipu-
taciones forales en materia de adopción de personas 
menores de edad). 

• Decreto 131/2008, de 8 de julio, regulador de los re-
cursos de acogimiento residencial para la infancia y 
adolescencia en situación de desprotección social. 

• Decreto 230/2011, de 8 de noviembre, por el que se 
aprueba el instrumento para la valoración de la grave-
dad de las situaciones de riesgo en los servicios socia-
les municipales y territoriales de atención y protección 
a la infancia y adolescencia en la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco (BALORA).

ANEXO

Cap. VI

Normativa sectorial
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B.  De la infancia y la adolescencia con discapacidad o en 
situación de dependencia:

• Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa 
a la Convención Internacional sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad. 

• Ley Orgánica 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad 
de oportunidades, no discriminación y accesibilidad 
universal de las personas con discapacidad. 

• Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la 
autonomía personal y atención a las personas en si-
tuación de dependencia.

• Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas 
para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fo-
mento de la competitividad.

• Real Decreto 1050/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula el nivel mínimo de protección estableci-
do en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promo-
ción de la Autonomía Personal y Atención a las perso-
nas en situación de dependencia (LAAD).

• Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regulan las prestaciones del SAAD establecidas 
en la LAAD.

• Resolución de 25 de julio de 2013, de la Secretaría de 
Estado de Servicios Sociales e Igualdad, por la que se 
publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios 
Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia sobre criterios comunes, recomenda-
ciones y condiciones mínimas de los planes de aten-
ción integral a menores de tres años en situación de 
dependencia o en riesgo de desarrollarla y evaluación 
anual correspondiente al ejercicio 2012 de los resul-
tados de aplicación de la Ley 39/2006, de 14 de di-
ciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 
Atención a las personas en situación de dependencia.

• Decreto 13/2016, de 2 de febrero, de intervención inte-
gral en Atención Temprana en la Comunidad Autóno-
ma del País Vasco.

• Decreto 50/2016, de 22 de marzo, por el que se regula la 
tarjeta de estacionamiento para personas con discapacidad.

Con relación a la salud:

• Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. 
• Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública. 
• Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual 

y reproductiva y de la interrupción voluntaria del em-
barazo (art. 13.4: derecho a consentir la interrupción 
voluntaria del embarazo).

• Ley 8/1997, de 26 de junio, de ordenación sanitaria de 
Euskadi. 

• Ley 41/2002, de 14 de noviembre, básica reguladora de 
la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica (art. 
9.3: derecho a ser oído a partir de los 12 años).

• Ley 1/2016, de 7 de abril, de Atención Integral de 
Adicciones y Drogodependencias.

• Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas 
urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema 
Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de 
sus prestaciones.

• Decreto 175/1989, de 18 de julio, por el que se aprueba 
la carta de derechos y obligaciones de los pacientes y 
usuarios del Servicio Vasco de Salud / Osakidetza.

• Decreto 114/2012, de 26 de junio, sobre régimen de 
las prestaciones sanitarias del Sistema Nacional de 
Salud en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi.

Con relación a la responsabilidad penal:

• Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de 
la responsabilidad penal de los menores, modificada 
por: Leyes Orgánicas 7/2000 y 9/2000, de 22 de di-
ciembre; Ley Orgánica 9/2002, de 10 de diciembre; 
Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre y Leyes 
Orgánicas 19/2003 y 8/2006, de 4 de diciembre. 

• Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000. 

• Decreto 163/2008, de 30 de septiembre, sobre autori-
zación, homologación, inspección y registro de las en-
tidades colaboradoras en la atención socioeducativa 
a personas infractoras menores de edad en la CAPV. 

• Decreto 80/2009, de 21 de abril, sobre centros educa-
tivos de cumplimiento de medidas privativas de liber-
tad en la CAPV. 

Con relación a la responsabilidad familiar y la 
protección de su integridad:

• Ley 40/2003, de 18 de noviembre, de protección a las 
familias numerosas.

• Ley 13/2008 de 12 de diciembre, de apoyo a las Familias.
• Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar.
• Ley 7/2015, de 30 de junio, de relaciones familiares en 

supuestos de separación o ruptura de los progenitores.
• Decreto 124/2008, de 1 de julio, regulador de los pun-

tos de encuentro familiar por derivación judicial en la 
CAPV. Modificado por Decreto 239/2011, de 22 de no-
viembre, de modificación del Decreto regulador de los 
puntos de encuentro familiar por derivación judicial en 
la Comunidad Autónoma del País Vasco.
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• Decreto 177/2010, de 29 de junio, sobre ayudas para 
la conciliación de la vida laboral y familiar. Modificado 
por Decreto 31/2015, de 17 de marzo, de modifica-
ción del Decreto sobre ayudas para la conciliación de 
la vida familiar y laboral.

• Decreto 154/2012, de 24 de julio, sobre  el sistema 
de estandarización de la renta familiar en el marco de 
las políticas de familia.

• Decreto 246/2012, de 21 de noviembre, del Registro 
de Personas Mediadoras y de la preparación en me-
diación familiar requerida para su inscripción.

• Decreto 30/2015, de 17 de marzo, de las ayudas econó-
micas de apoyo a las familias con hijos e hijas a cargo.

• Real Decreto 1618/2007, de 7 de diciembre, sobre or-
ganización y funcionamiento del Fondo de Garantía 
del Pago de Alimentos2. 

• Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de medidas 
de protección integral contra la violencia de género.

2 Su objetivo es garantizar a los hijos e hijas menores de edad de padres 
separados la percepción de unas cuantías económicas, definidas como 
anticipos, que permitan a la unidad familiar en la que se integran hacer 
frente a sus necesidades ante el impago de los alimentos por el obligado a 
satisfacerlos.
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